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      Prólogo


      Carmen Aristegui


      Bernardo Barranco, el brillante sociólogo de las religiones y experto en asuntos electorales, ejerció su capacidad de convocatoria para reunir a un variado grupo de analistas y conocedores de la realidad nacional para ofrecer en estas páginas un rico mosaico de interpretaciones y análisis de una nueva realidad mexicana. Esa que aparece rotunda después del proceso electoral más grande en la historia de México y cuyos resultados dieron una voltereta a la lógica y distribución del poder hasta ahora conocida. Se trata de una realidad que amerita ser analizada, interpretada y descifrada desde todas las ópticas posibles.


      AMLO y la tierra prometida. Análisis del proceso electoral 2018 y lo que viene ofrece una revisión puntual y variada de los asuntos que han marcado el antes, durante y después del macroproceso electoral 2017-2018 y las amplias repercusiones que se avizoran.


      Aquí podrá conocerse la perspectiva de una especialista como Ana Mercedes Saiz Valenzuela, que disecciona el papel de las figuras arbitrales en las contiendas electorales. Estudia también la forma en que se fue desgastando la propia noción de la democracia —de la mano de acuerdos cupulares— y lo que identifica como un proceso de alta burocratización, que obliga a pensar en nuevas reformas que simplifiquen y vuelvan eficiente el sistema electoral en su conjunto. En su análisis sobre la evolución y la caída de la figura del presidente Enrique Peña Nieto, pone especial énfasis en la revelación de la millonaria residencia —a nombre de un prominente contratista de su gobierno— en posesión del mandatario y su familia.


      Julio Hernández López Astillero, concibe las elecciones de 2018 como un auténtico “terremoto electoral”, y las coloca a la altura del llamado a la revolución que hiciera Francisco I. Madero en 1910. La masividad y contundencia del voto a favor de Morena y Andrés Manuel López Obrador produjo, dice Julio, un dislocamiento grave del sistema político mexicano y, con ello, se vislumbra la oportunidad de un cambio profundo que favorezca la participación real ciudadana y una nueva cultura política. Sin dejar de aquilatar la dimensión de lo ocurrido, Hernández López señala también los principales retos y desafíos. El principal: que Morena pudiera convertirse en partido-gobierno.


      El periodista Jenaro Villamil arroja luz, con su colaboración, sobre la parte más siniestra de todo el proceso. La inmensa disputa de poder que tuvo lugar en México estuvo marcada por violencia extrema y hechos de sangre que arrebataron la vida a precandidatos, candidatos y aspirantes a cargos de elección popular como no había ocurrido en otros procesos. Villamil ofrece un retrato descarnado de esta parte inocultable de la realidad mexicana y de cómo “el crimen también salió a elegir en este 2018”.


      La contundencia de los resultados y el margen de 30 por ciento de ventaja respecto al segundo competidor por la Presidencia de México dejaron en segundo plano la atención y denuncia por prácticas clientelares y de coacción del voto que ocurrieron en amplios grupos de la población mexicana. Rogelio Gómez Hermosillo, un maduro especialista en la materia, da a conocer que la organización Acción Ciudadana Frente a la Pobreza realizó una encuesta nacional que reveló que hasta un tercio de los votantes estuvo sometido a alguna oferta, promesa o amenaza. Así, 29 millones de personas recibieron ofertas de este tipo y, de ese grupo, 15.5 millones decidieron rechazarlas: poco más de la mitad. Esto es una buena noticia —frente a la mala de que ese tipo de prácticas clientelares y antidemocráticas siguen realizándose de forma masiva en México.


      Las encuestas han vivido periodos de enorme descrédito. Millones toman distancia y evitan contestar a las preguntas de quienes levantan cuestionarios. Se ponen en duda los resultados y sobre ellos se mantiene la suspicacia. Sin embargo, a pesar de todo, siguen siendo una herramienta poderosa y, hasta cierto sentido, inevitable en cualquier proceso electoral. Francisco Abundis, uno de los encuestadores más importantes del país, revisa la historia de la elección presidencial 2018 y el papel de las mediciones electorales, incluida la crítica sobre la proliferación de ejercicios realizados por empresas de ocasión y sin ningún tipo de antecedentes. No omite referirse al nocivo fenómeno de las noticias falsas, sembradas para incidir de forma indebida en la construcción de las percepciones ciudadanas.


      La convocatoria de Barranco incluyó la presencia de una pluma fresca, irreverente y divertida como la de Juana Inés Dehesa. La crónica que aquí se encuentra centra su ironía en los muchos pleitos y polarización que causó en familias y sociedad la singular figura de Andrés Manuel López Obrador. Juana Inés recoge con agudeza los muchos debates que se dieron en las redes sociales y los discursos de pánico y odio que proliferaron en todo tipo de foros. Tal vez por ese clima que se vivió en los circuitos sociales es que el candidato ganador y futuro presidente de México ha optado por lanzar un mensaje de “amor y paz”. La joven escritora deja para la reflexión ideas que tienen que ver con el alma de la nación. “Debemos dominar la esperanza porque la esperanza nos va a dominar. Los males del país son endémicos y no se resolverán en un sexenio”.


      Queda aquí la invitación a la lectura de este conjunto de ideas, reflexiones y análisis de uno de los momentos más intensos y estimulantes que se hayan vivido en la historia reciente de México. Se respira un tiempo de cambios profundos y un ánimo social de que las cosas sean diferentes. De la sociedad mexicana, más aún que de los gobernantes electos, dependerá que el sueño de un país democrático, justo y apegado al estado de derecho se convierta en realidad. El tamaño del desafío es enorme, como enorme fue la decisión de los votantes de cambiar el rumbo de forma pacífica y ordenada.


      Carmen Aristegui. Es egresada de la carrera de Ciencias de la Comunicación de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM. Es considerada como una de las periodistas indispensables de México y una voz comprometida con las causas sociales. Destaca por su trabajo informativo en noticiarios de radio y televisión en diversos medios, como Grupo Imagen, W Radio y MVS. Conduce una emisión diaria de entrevistas en CNN en Español y es articulista en el periódico Reforma. Además, cuenta con un innovador programa informativo por internet y el portal de noticias Aristegui Noticias, que tiene una alta audiencia. Formó parte del equipo que realizó la investigación sobre la llamada Casa Blanca de Enrique Peña Nieto, que, por su envergadura, fue determinante, pues cimbró a la clase política y al gobierno.

    

  


  
    
      Introducción


      Bernardo Barranco Villafán


      El título de todo libro puede expresar una síntesis, una alegoría o una provocación. AMLO y la tierra prometida refleja la descomunal expectativa que los votantes han depositado en el cambio. Se abre un inmenso océano de esperanzas y de incógnitas. Temores y esperanzas dirían los clásicos. Las ofertas de profundos cambios en el rumbo del país se mezclaron, en el ánimo votante, con un espeso mosaico de descontentos y anhelos. Un sexenio quebrado, turbio, con un presidente que no estuvo a la altura de su investidura. El triunfo avasallante de más de 30 millones de votos ciudadanos transforma toda la geometría política del país. Sus críticos auguran el regreso del viejo PRI presidencialista. Es un hecho, sin embrago, que AMLO agitó el imaginario colectivo para aspirar a una nueva tierra. Con su voto masivo, el ciudadano otorgó todo el poder y su anhelo para realizar transformaciones sustanciales. Hay una básica que el pueblo clama: justicia social. “No les fallaré”, repetía en su campaña. “Quiero pasar a la historia como un buen presidente”, expresó AMLO la noche del triunfo.


      El hartazgo y fastidio contra los partidos tradicionales son parte de un libreto gastado que explica la inédita votación del 1 de julio. Un guion que por lustros impuso una clase política enquistada con los peores usos del poder y la corrupción. Se fabricaron políticos instalados en zonas de privilegios, dispendios y complicidades. Políticos alejados de la ciudadanía. ¿Esta clase política será capaz de ser contrapeso y oposición real a la avalancha de Morena? ¿Vendrán nuevos partidos y nuevos actores? Viene a propósito la reflexión de Alexis de Tocqueville, quien afirmó que no bastan las revoluciones para modificar de tajo las inercias del poder, se requiere por tanto cambios culturales de fondo. Ésa es una de las grandes lecciones del relato bíblico de la Tierra Prometida.


      Con el triunfo de AMLO se marca un punto de inflexión. Se abre una oportunidad para grandes cambios en la historia del país. Para muchos de sus votantes se puede forjar una nueva historia del México contemporáneo. Para otros, no cambia nada, nuestro sistema político transita con distintas correlaciones políticas.


      Diversas aristas definirán la sustancia de la transformación prometida, algunas como la austeridad y regulación de la alta burocracia empiezan a delinearse con nitidez. Otras más, quizá las definitivas, quedan pendientes. Es posible que esperen su turno emparejadas con los avances que mostrarán las primeras concreciones del cambio en un sexenio que se antoja inédito. AMLO, poseedor de una trayectoria política épica, ofrece grandes cambios que cuajan el imaginario popular maltratado. De ahí que la metáfora bíblica Tierra Prometida-Éxodo resulte interesante, por las enseñanzas de grandes cambios civilizatorios. El libro bíblico va más allá de la fe y de la literatura sagrada. Es un punto de referencia para la filosofía política e, incluso, fuente y referencia para el pensamiento revolucionario no mesiánico en Occidente. Su historia de opresión, marcha y redención, así como anhelo de la tierra nueva, son referencias obligadas de las grandes transiciones. La Nueva Tierra y el Éxodo han inspirado las revoluciones, desde Cromwell hasta la estadounidense, y por supuesto están en el nudo conceptual de la teología de la liberación latinoamericana.


      Para referenciar el título de nuestro libro propongo asomarnos a la epopeya bíblica. En el libro del Génesis, Yahvé le ofrece a Abraham la Tierra Prometida diciendo: “A tu descendencia daré esta tierra, desde el río de Egipto hasta el río grande, el Éufrates”. Era el territorio de Canaán habitado, entre otros, por los amorreos, los cananeos, los gergeseos y los jebuseos. La promesa de la Tierra Prometida está presente en los profetas del exilio y se retoma con ímpetu en el libro del Éxodo. Ahí Yahvé reitera su promesa a Moisés: “Márchate de ese lugar tú y tu pueblo que saqué de Egipto; sube a la tierra que yo prometí con juramento a Abraham, a Isaac y a Jacob cuando les dije: ‘Se la daré a tu descendencia’. Enviaré delante de ti un ángel para que eche del país al cananeo, al amorreo, al heteo, al fereceo, al jeveo y al jebuseo” (Éxodo 33:1-3:6).


      Moisés promueve un proceso de liberación frente a la esclavitud que los hebreos sufrían en Egipto, territorio de opresión, e inician una compleja migración hacia la Tierra Prometida decretada por Yahvé. Se dice fácil, pero la organización que tuvo que realizar Moisés fue compleja. Hay una idealización de la tierra nueva donde a menudo se le representaba con colores de extraordinaria belleza, una superficie ancha y muy fecunda que “mana leche y miel”. La travesía dura 40 años, en medio de penurias y fracturas internas. Cuando llegan a la tierra de Canaán, la primera impresión es que no es el edén imaginado: hay agua, en efecto, pastura y mayor fertilidad comparada con el desierto, pero no es el vergel imaginado. El lugar está ocupado por diversos grupos semitas, principalmente por cananeos. Por tanto, Josué, discípulo de Moisés, inicia un largo proceso de conquista militar y de distribución del territorio sometido entre las doce tribus.


      De esta metáfora bíblica extraemos tres lecciones: a) el proceso del éxodo es largo y complejo, si bien la Tierra Prometida es mejor que la esclavitud y opresión egipcia, el trabajo que les aguarda es arduo pues la tierra hay que trabajarla con persistencia; b) la Tierra Prometida está ocupada por diversos clanes, por lo que no sólo hay que conquistarla en combate, sino luchar para defenderla y así mantener su posesión; c) el proceso de puesta en marcha es largo, el texto bíblico del Éxodo, desde la salida de Egipto hasta la conquista de Canaán, abarca al menos tres generaciones. Es decir, el sueño de la nueva tierra pasa de generación a generación con notable persistencia. También, sobra decir, que sin la esperanza a la promesa ni la inquebrantable obstinación del pueblo hebrero jamás habría sido consumada la tarea de tutelar Canaán.


      La analogía con nuestra actual circunstancia no tiene desperdicio. Es tal la expectativa de cambio en México que no se dimensiona la envergadura del propósito y la complejidad que el designio conlleva. Tampoco el tiempo ni las generaciones que se llevaría un proyecto en caso de guardar continuidad. AMLO, con su trayectoria atrevida y su campaña, ha despertado y fomentado el ideal de una transformación profunda cuyas aristas son numerosas y hasta apremiantes. El imaginario del cambio es poderoso. El anhelo, casi mitificado por construir un país diferente que, sin embargo, no podría realizarse en un sexenio; cuando mucho, se podría construir las bases para abrir un futuro más alentador. La Cuarta Transformación pacífica, un slogan repetido por AMLO que, a golpe de realidad, nos lleva a la oferta de la Tierra Prometida como metáfora. La Independencia, la Reforma y la Revolución fueron movimientos sociales de gran envergadura acompañados de luchas armadas. Procesos largos que consumieron dos y hasta tres generaciones. Todos desembocaron en el diseño de grandes pactos sociales, nuevas constituciones para dar paso, con lentitud y jaloneos, al cambio de régimen. Ninguno de ellos fue perfecto, pero sí azarosos.


      Me consuela admitir que no soy el único que hace analogías bíblicas con nuestra actual circunstancia. Enrique Krauze realiza un retrato crítico de AMLO en 2006 titulado “El Mesías Tropical”.1 Su mirada, no pasa por alto el carácter a veces místico del tabasqueño y su identificación con el carácter redentor de Jesús. Sin embargo, el título de su ensayo es secularmente más provocador que un análisis técnico de los rasgos sagrados o de las creencias religiosas del pensamiento de AMLO, es acerca de su supuesto mesianismo —que no rebasa dos pinceladas audaces—, pero no abunda en la teología del personaje ni en las diferentes connotaciones del mesianismo que tienen las grandes religiones monoteístas. En esa misma tónica apareció un sugerente ensayo de Javier Tello titulado “La política del Éxodo de López Obrador”.2 Mucho más sólido y provocador, el apreciado Javier Tello interpreta un viejo texto titulado “Éxodo y Revolución”, del brillante académico Michael Walzer,3 gran exponente de la filosofía política en Estados Unidos. Walzer ha descubierto, junto con otros pensadores contemporáneos, las fuentes bíblicas y su literatura, una rica fuente de significados para la comprensión política del hombre moderno. En el libro intenta dar una lectura secular del Éxodo para captar su significado político y civilizatorio. Walzer profundiza la tensión en el pueblo hebreo esclavo y humillado, tentado entre el deseo de los bienes de Egipto y la aspiración de la Tierra Prometida, que no puede separarse tan fácilmente. El malestar que surge de la envidia material por poseer ante el llamado espiritual y religioso. Ahí, Walzer analiza la tensión entre el materialismo y el idealismo, entre los impulsos del presente y la paciencia para el futuro. Javier Tello emprende una lectura a través de Walzer para comprender las dualidades de AMLO con un liderazgo practicante de la política religiosa del Éxodo. Encuentra cierto paralelo y divergencias con Moisés, expresadas a veces con ironía. Proximidades y diferencias en el estilo de liderazgo. Si bien es una lectura secular, no acentúa que el núcleo central de la relación del Éxodo es la alianza que Yavhé establece con el pueblo judío. Dios se hace presente y actúa en la historia, Yahvé libera de la esclavitud a su pueblo elegido. Utiliza a Moisés como su intercesor. Por tanto, en la narrativa central del Éxodo, es la liberación del pueblo judío de la opresión y la búsqueda de la tierra prometida. El rechazo de AMLO a “la opresión del Egipto neoliberal” de analogías bíblicas me parece una audacia de Tello, pues Moisés, más que un líder político social o un revolucionario, es un actor religioso destinado a combatir el politeísmo imperante en la antigüedad. Recordemos que estamos cerca del año 1 500 antes de Cristo. En la huida de Egipto, justo cuando el pueblo empieza a adorar otras deidades, el becerro de oro, en el Monte Sinaí, Yavhé, molesto, labró el decálogo, o los diez mandatos bíblicos, en dos tablas de piedra, y se las dio a Moisés. Es el código ético del judaísmo y del cristianismo que han marcado la normatividad de la historia de Occidente. Al iniciar estos mandamientos, Dios establece: “No tendrás dioses ajenos delante de mí. No te harás imagen ni ninguna semejanza de lo que hay arriba en el cielo ni abajo en la tierra ni en las aguas debajo de la tierra. No te inclinarás ante ninguna imagen”. El rol central de Moisés es primordialmente religioso —que no puede ser aislado del social—, es asentar el culto a un único Dios frente a la inercia pagana y politeísta de la época presente también en los pueblos judíos; es decir, estamos hablando de un descomunal salto cultural. Cuando Tello recupera en Walser el tema de la libertad, por ejemplo, la metáfora bíblica se ve forzada; recordemos que estamos a 1 000 años de distancia, estos conceptos como libertad, ciudadanía y democracia serán más desarrollados en la antigua Grecia.4 Javier Tello, en su afán por explicar secularmente a AMLO, vía Walser, se aleja del Éxodo histórico. La gran promesa de la Tierra Prometida como territorio, no es un ideal histórico ni el fin de la historia, sino el dramático tránsito de un pueblo nómada a uno sedentario basado en la agricultura y la crianza de animales. Moisés encamina dos grandes revoluciones civilizatorias: el paso del politeísmo al monoteísmo y el fin del nomadismo semita para dar paso a pueblos sedentarios agrícolas y a la construcción de ciudades.


      La escatología cristiana interpreta la promesa como plataforma de esperanza, base para una transformación anticipada del mundo de la nueva tierra prometida. La meta de la salvación no es simplemente la tutela individual, personal, ni siquiera espiritual: es la realización de la esperanza de la justicia y de la comunión de la humanidad. Finalmente, de la paz. Los ciudadanos y los votantes compran la promesa de AMLO de una nueva tierra y de la transformación del país. La tarea es inmensa y tiene sus propias raíces y relatos de otros tiempos y de otras luchas. Tanto en su cierre de campaña como el día del triunfo electoral, AMLO recuerda que es una nueva alternancia desde la izquierda. Evoca, casi de manera mística, a aquellos luchadores —“muchos de ellos en el cielo”— de la vieja izquierda proscrita como Valentín Campa, Demetrio Vallejo, Heberto Castillo, Rubén Jaramillo. Y tampoco dejó de lado a los personajes que acompañó en la corriente democrática que se desgajó del priismo autoritario, como Cuauhtémoc Cárdenas y Porfirio Muñoz Ledo.


      AMLO y la tierra prometida. Análisis del proceso electoral 2018 y lo que viene, libro que tiene en sus manos, es una obra colectiva y plural. Los ensayos están redactados por sólidos analistas que poseen amplia experiencia en la materia que abordan. Además, cada uno de ellos goza del reconocimiento tanto de la academia como de la sociedad a través de su presencia en medios. El objetivo que nos propusimos no sólo es el registro histórico de la elección más grande de la historia de México, sino señalar los grandes temas de la agenda en la transición que se está operando. Cada ensayo, desde la temática precisa que aborda, apunta aquellas cuestiones que se encaminan en la agenda.


      En ese sentido, el ensayo titulado “Morena toma todo”, de María Amparo Casar, es un estudio muy completo que parte de los resultados registrados de las diversas contiendas electorales de 2018. Con agudeza, Amparo Casar analiza con detalle los cómputos presidenciales y sus consecuencias novedosas. Indaga la transformación del sistema de partidos y sus secuelas en los partidos tradicionales. Constata no sólo cómo arrasó Morena, sino la dramática caída de la votación para el PRI, el PAN y el PRD. Fue tal el rechazo a los partidos tradicionales que el candidato independiente, el Bronco, con todas sus ligerezas, obtuvo casi tres millones de votos, con lo que superó de lejos al PRD, al PES, al Verde, a Movimiento Ciudadano y a Nueva Alianza. Hay un mapa político diferente de la nación y una nueva geometría política en el sistema de partidos, impensable hace tan sólo unos meses. Casar traslada su lente a las legislaturas y a las diversas entidades —especialmente en aquellas en las que estuvo en juego la gubernatura—. La prestigiosa académica afirma que si bien el triunfo es contundente y AMLO concentra potestades considerables, no podrá romper con los grandes poderes oligárquicos de México. Sin embargo, a diferencia de los últimos cuatro presidentes, AMLO contará con la ventaja del poder con pocas restricciones y su ascendiente de mando se ensancha. En “¿Hacia dónde?”, el último apartado, se pregunta por el destino de la democracia mexicana cuando en la mayoría de los países democráticos suelen carecer de mayorías y coexisten con contrapesos en la gobernabilidad. Por ello, afirma que el estilo político que imperará es el siguiente: “La visión concentradora y centralizadora del poder está cantada”. Agradezco a Héctor Aguilar Camín, director de la revista Nexos, haber accedido a utilizar la primera versión del ensayo de Amparo Casar, quien afinó y actualizó los datos que se presentan en las útiles gráficas.


      Por otra parte, Jenaro Villamil es contundente al afirmar con cierto dramatismo que las elecciones de 2018 han sido las más violentas que se han registrado en el México contemporáneo. Villamil posee el olfato de los grandes periodistas y nos trasmite con énfasis su preocupación por la violencia inaudita que se exhibió en el pasado proceso electoral. Los asesinatos a candidatos y políticos fueron incidencias a las que nadie le quiso entrar. Consulta Etellekt presentó siete informes sobre la progresión de los homicidios y ataques entre septiembre de 2017 y junio de 2018 en México, y concluyó que la violencia fue 11 veces mayor a la registrada en las campañas del 2011-2012: hubo un total de 774 agresiones contra políticos y 429 contra funcionarios. Cifra récord en la historia del país. El INE, la Fepade y la PGR hicieron muy poco frente a las arteras agresiones en decenas de municipios del país. Se la pasaban como el juego de la papa caliente. ¿Los casos van a quedar ahí impunes? No existe un mapa referencial, no se tienen claros los móviles concretos ni los intereses específicos ¿Alguien dará seguimiento de los políticos beneficiados con los decesos? Villamil afirma que el crimen organizado actúa como muchos empresarios que financian campañas para posteriormente verse favorecidos. ¿Qué grupos criminales están involucrados? No podemos como sociedad simplemente cruzar los brazos y aceptar como una fatalidad más de la violencia en México. Por ello, el sugerente ensayo de Villamil se titula “2018, el crimen también salió a ‘elegir’ ”.


      Otro tema relevante fue el uso faccioso de los programas sociales y la explotación electoral de la pobreza. La inclinación masiva por AMLO empequeñeció y menguó el peso de la compra y coacción del voto, pero no quiere decir que esta práctica nefasta haya desaparecido. Rogelio Gómez Hermosillo, con gran experiencia en temas de pobreza como consultor internacional, nos dimensiona esta aciaga tendencia a explotar electoralmente a los pobres. Su ensayo, “Lucro político con la pobreza: las prácticas de compra y coacción del voto en las elecciones de 2018 y su fracaso relativo”, sintetiza el nudo de corrupción que denigra la dignidad de los sectores más necesitados. Rogelio hace una revelación grave: en las elecciones de 2018 hasta un tercio de los votantes estuvieron sometidos a alguna oferta, promesa o amenaza para condicionar su voto. Aún recuerdo la desafortunada descalificación de Leonardo Valdés Zurita, entonces presidente del IFE, al declarar la compra y coacción del voto a los pobres como “mito folclórico”. La organización civil Acción Ciudadana Frente a la Pobreza realizó una encuesta nacional y calculó que un tercio de la ciudadanía —29 millones de personas— recibió una oferta, una promesa o una amenaza a cambio de su voto; sin embargo, la mayoría —15.5 millones— decidió rechazarla. Todo esto ante el disimulo de las autoridades electorales. Finalmente, el amplio margen del triunfo de Morena, el resultado electoral concluyente, mostró el fracaso de las acciones de clientelismo en esta ocasión, pero no se debe minimizar la necesidad de erradicarlas. La opacidad en los programas sociales sigue siendo preocupante. En el primer trimestre de 2018, las diversas secretarías sociales recibieron un incremento presupuestal notable. Los principales organismos del gobierno que operaron estos programas fueron Sedesol, Sagarpa, Sedatu, Semarnat y Hacienda. Todos los partidos recibieron denuncias, en especial donde son la fuerza que gobierna. Resulta relevante apuntar que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) revocó la resolución del INE que pretendía establecer criterios de imparcialidad sobre el uso de la propaganda gubernamental y sobre la ejecución de programas sociales. El Tribunal tiene una cuota de responsabilidad en la manipulación electoral de la pobreza. Rogelio Gómez Hermosillo, haciendo valer su trayectoria, propone lo siguiente: a) endurecer las sanciones electorales, b) acciones preventivas y sancionatorias del Sistema Anticorrupción y c) cerrar espacios de discrecionalidad y opacidad en asignación de apoyos o subsidios de programas.


      Ana Mercedes Saiz Valenzuela, en su ensayo “La casta electoral: el tumor que hizo metástasis en las autoridades de la democracia”, refiere que no debemos distraernos. El arrollador triunfo electoral de AMLO es el resultado ideal para cualquier árbitro electoral. Los errores y las omisiones de la autoridad electoral pasan a segundo término. Además, las impugnaciones y querellas postelectorales son de baja intensidad porque no se puede revertir una distancia apabullante de 30 puntos. Sin embargo, no podemos soslayar que hubo graves errores que no debemos pasar por alto, como la deficiente capacitación a ciudadanos, los pleitos entre el INE y el Tribunal Electoral, el alto porcentaje de sustitución de funcionarios de casilla y la partidización tolerada de supervisores y capacitadores. El nivel de credibilidad del INE ha decrecido notablemente y más a partir de la dudosa actuación del Consejo General en el caso de Coahuila y el Estado de México en 2017. Ana Saiz, como pocas personas, tiene toda la experiencia institucional en los órganos electorales y nos recuerda los orígenes del IFE, los pactos políticos de cuotas que conformaron el actual INE y, sobre todo, una rebuscada reforma electoral de 2014. Con pesar, Saiz reconoce el costoso modelo híbrido entre OPLE e INE porque se estorban, duplican funciones y complican la certera organización de las elecciones. Asimismo, también pone en evidencia la innegable colonización de las estructuras electorales por parte de los partidos políticos hasta niveles de descaro. Ni el INE ni el tribunal gozan de la confianza de la ciudadanía; se han burocratizado al grado de convertirse en una casta electocrática. Ana propone redefinir las estructuras electorales, simplificarlas y reducir sus altísimos costos. ¿Será una tarea prioritaria del nuevo gobierno? Ana Saiz se pregunta, incluso, si habría de suprimirse la figura del consejero ciudadano que se ha convertido en la extensión del partido. Marco Antonio Baños es el ejemplo más anticlimático de consejero ciudadano. También propone una reforma para simplificar el INE: adjudicar funciones de la fiscalización a la Auditoría Superior de la Federación, medios al Instituto Federal de Telecomunicaciones y las funciones de la Sala Superior del TEPJF a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como en otros países. La justicia social debe empezar por reforzar la certeza electoral que respete, sin trapacerías, con libertad, la voluntad del ciudadano.


      Del día a día del seguimiento periodístico de la política mexicana, Julio Hernández Astillero nos regala un examen agudo de lo que los franceses llaman le enjeux; es decir, las apuestas que están en juego entre las diferentes fuerzas políticas. La cascada de votos AMLO-Morena provoca un dislocamiento grave del sistema político mexicano, se quiebra la prolongada historia de avenimientos entre élites de partidos que se distribuían cargos y prerrogativas sin alterar “el sistema”. Las élites políticas fueron “allanadas” por Morena y, para Julio, se abre una inmejorable oportunidad para impulsar una cirugía mayor para una reforma política profunda, pensada para favorecer la auténtica participación ciudadana y no para defender el interés del partido mayoritario en turno. En su ensayo “Comportamiento y recomposición de los partidos políticos”, Astillero coloca al PRI en un futuro incierto: “No tiene ya banderas viables”, dice, “el nacionalismo revolucionario ha sido rebasado y el neoliberalismo salvaje ha provocado un gran daño al país y su arraigo social ha disminuido de manera contundente”. Vinculado a la corrupción retorcida y mal gobierno ¿cambio de piel? Por otra parte, el PAN, ahogado en sus propias contradicciones enfrenta escisiones como la de Margarita Zavala y una lucha sorda por hacerse del aparato ante un descenso del partido en caída libre. Astillero, con sarcasmo, coloca al PRD en la tercera división: ahora le toca sobrevivir. Por el contrario, el gran reto de Morena es convertirse en un partido con vida interna intensa, con preparación de cuadros no sólo para nutrir las filas gubernamentales, bien dispuesto a la crítica y a la autocrítica y distante a las tentaciones de caudillismo y centralismo. “¿Podrá AMLO gobernar con un movimiento social heterogéneo?”, se pregunta Julio. Esto se vivió en los primeros gobiernos postrevolucionarios con severos altibajos. La sociedad podrá convertir este triunfo en medidas firmes de cambio si se organiza y participa —por encima de lo electoral—, el nivel de acción ciudadana determinará con precisión el futuro. Sin el entusiasmo ciudadano no habrá Cuarta Transformación.


      Francisco Abundis es director de Parametría y ésta fue la empresa encuestadora que más se acercó tanto a los resultados previos como a los finales del proceso electoral 2018. Siempre dio a AMLO como puntero con amplio margen. Ahora, honra este libro con su contribución, titulada “La elección presidencial de 2018: el papel de las mediciones preelectorales”. El rol político de las encuestadoras es inevitable. El gremio ha tenido altibajos en su prestigio y credibilidad. En algún momento, alguna se ha prestado a ser instrumento de posicionamiento, mientras otras muchas han errado pronósticos por la desconfianza de los encuestados. Sin embargo, las encuestadoras de mayor prestigio se reivindicaron en este 2018. Aunque hay que diferenciar, entre éstas hubo diferencias, y grandes, tanto en la medición como en la colocación del segundo y tercer lugar en la elección. Pese a ello, las casas encuestadoras fueron tan puntuales, por ejemplo, en las mediciones sobre la muy baja aceptación del presidente Peña, que reflejaron el humor antisistémico preludio de su estrepitoso derrumbe político. Con su sobriedad y profesionalismo, Abundis nos cuenta la historia de las pasadas elecciones presidenciales desde las encuestas y series que fueron publicadas a lo largo de la contienda y las razones de voto que fueron observadas. Francisco denuncia el uso faccioso de encuestas sin el sustento metodológico; dicho de manera diferente, existió la proliferación de ejercicios realizados por empresas que no tienen ningún tipo de antecedentes ni mayor acreditación profesional. Sus resultados, además de imprecisos, fueron sesgados. Asimismo, ofrece un panorama del saldo de las encuestas a partir de los rankings derivados de las publicaciones realizadas. También registra las llamadas automatizadas para intentar hacer estimaciones de preferencias electorales y publicaciones diarias de tracking poll con este método. Resalta las publicaciones de Bloomberg, El País, Oraculus, Numérika, Nación 321 y CEDE, que se encargaron de recopilar las encuestas dadas a conocer y elaborar promedios. De igual forma, deplora otra práctica nociva, como fue la proliferación de noticias falsas o fake news.


      La escritora Juana Inés Dehesa nos describe de manera deliciosa la atmósfera y el estado de ánimo de la ciudadanía ante el proceso electoral. Juana Inés derrocha energía cultural, es una mujer de letras y de ideas. ¿Sabía usted que al interior de las familias el debate político se prohibió por las disputas álgidas que terminaban mal? También los amigos y familiares se dejaron de hablar o evitaban tocar un tema tabú: AMLO. Se le ama o se le odia, la polarización entre lopezobradoristas y antilopezobradoristas fue álgida en cultura de la calle. Llenó el debate no sólo en la plaza pública, también en las redes, en los debates televisivos, en los chats y en las mesas de las familias. Dehesa nos presenta una crónica inteligente en su aportación titulada “Laberinto de pasiones: mapa emocional de una campaña electoral”. Porque, en efecto, el debate político alcanzó niveles álgidos en el ciudadano de a pie. El chairismo alcanzó niveles homéricos, así como los debates casi escolásticos en las redes. Juana Inés nos explora “según el cual, quien abrazaba una causa política distinta a la mía lo hacía movido por una de dos fuerzas: la ignorancia o la maldad”; también registra con humor: “Lo que privó en la campaña no fueron los intercambios de argumentos y la exposición articulada de motivos, no; lo que circuló fueron gritos, sombrerazos y todo tipo de descalificaciones”. Muchos juraron que se irían del país si AMLO ganaba y sus antagónicos, aún hoy, esperan los autoexilios. Sin embargo, los debates en internet fueron álgidos y hasta insultantes, en extremo descalificadores. Se alimentaron a tal grado los discursos de pánico y de odio que bastaba asomarse a cualquier plataforma sociodigital para comprobar que la furia electoral estaba crecida. Más allá de las anécdotas y leyendas, Dehesa registra la efervescencia política que se vivió en el proceso electoral, así como el mayor grado de politización de los ciudadanos con mayor conocimiento y comprensión de lo político. Lo cual sin duda, más allá de los ánimos encendidos, es alentador, pues una ciudadanía politizada es el mejor contrapeso a los malos abusos del poder.


      En 2012, podemos afirmar categóricamente que las grandes televisoras favorecieron el triunfo del Enrique Peña Nieto. Su poder era descomunal porque dos de cada tres mexicanos se informaba en los medios electrónicos tradicionales. Todo eso ha cambiado, nos dice Daniel Moreno en su interesante texto “¿Puede la televisión imponer a un presidente?”. Asistimos a un notable decaimiento de los medios tradicionales, que incluyen la prensa. En contraparte, se registra un notable crecimiento de internet y redes sociales no sólo en volumen, porque la nube más espesa de los debates políticos de los ciudadanos pasó por medios alternativos. Moreno, galardonado con el reconocimiento Ortega y Gasset 2018 por su investigación “La estafa maestra”, nos indica que la elección 2018 vivió en un escenario mediático diferente, es decir: información más fragmentada, plural y, como nunca antes, crítica del régimen, lo que limitó la influencia del periodismo más oficialista. Facebook reportó más de 1 300 millones de interacciones, que involucraron a 64 millones de cuentas. La mitad de estas interacciones se dieron en personas entre 18 y 34 años. En las redes, se puede inferir que ahí se da la conversación y el debate político ciudadano, sin embargo, son frecuentemente contaminadas por campañas pagadas y de desinformación. La empresa española Alto Analytics, especializada en el análisis de redes sociales, realizó un estudio que revisó 15 282 538 comentarios de 1 120 558 autores de varias plataformas, como Twitter, Facebook, periódicos, blogs, foros y otras comunidades digitales, desde donde se distribuyeron 1 185 000 fotos, videos, memes y notas. La magnitud tiende a crecer. Sin embargo, no puede festejarse acríticamente la fuerza de internet, porque si bien ahí se publicó parte importante de las principales investigaciones, también es cierto que es terreno fértil para las noticias falsas y campañas sucias. Junto con 90 medios nace la plataforma Verificado 2018, encabezada precisamente por Daniel Moreno, que se dedicó a investigar las fake news durante todo el proceso electoral. Averiguó la veracidad o tergiversación de las noticias que circulaban no sólo en internet. Es un hecho que las noticias falsas envilecieron la atmósfera política, tanto en las elecciones de Estados Unidos como en las de México, pero parecieron no afectar la intención del voto hacia AMLO, blanco preferido de las campañas sucias. La debilidad de los medios tradicionales puede acreditarse con el siguiente ejemplo que coloca Daniel. A pesar los cuantiosos recursos que desplegó presidencia, cerca de 50 000 millones para publicidad oficial y la imagen del presidente Peña no tuvieron efecto frente a la avalancha de crítica en las redes. Su punto más bajo de aceptación fue en febrero de 2017, con 17% de aceptación. Se avecinan grandes cambios en la comunicación política.


      Ricardo Raphael es un intelectual agudo que, con mucha sensibilidad, encara las dificultades de nuestra época. Su ensayo, “La pluralidad es irreversible”, polemiza con aquellas voces que sostienen que AMLO será la reedición del PRI autoritario de los años setenta. Ricardo nos recuerda qué tanto ha cambiado el perfil de la sociedad mexicana para que tal proyecto tenga viabilidad. Es cierto, Peña Nieto quiso restaurar el viejo estilo priista, propio del Estado de México, pero no pudo. Ricardo resalta dos acontecimientos de su quiebre: los 43 estudiantes desaparecidos de Ayotzinapa y la Casa Blanca. Incapacidad de resolver demandas y corrupción. Peña no sólo no pudo restaurar el viejo priismo, sino que su gobierno fracasó estrepitosamente en el intento, contagiando el descrédito a su partido. El fracaso político es siempre una tragedia épica que obliga a la reconstrucción de significados. El principal defecto de Peña y de la clase política de las alternancias fue haberse alejado de la sensibilidad, los reclamos y las demandas de la ciudadanía. Se ha formado un dinamismo social muy diversificado, hay iniciativas organizadas en múltiples causas y soportes. AMLO y Morena están obligados a ser sensibles y acompañar en estos cambios y reivindicaciones a la sociedad.


      Finalmente, agradezco a Carmen Aristegui por sus palabras generosas y por el esfuerzo de prologar el libro y darse un espacio en su apretada agenda. A Sara Remedios Hernández, por haber elaborado las tablas del anexo estadístico y al equipo de Penguin Random House, por haberme apoyado con pasión y calidez en esta aventura editorial.


      NOTAS


      1 Enrique Krauze, “El Mesías Tropical”, en Letras Libres, publicado el 30 de junio de 2006. Disponible en https://www.letraslibres.com/espana-mexico/revista/el-mesias-tropical.


      2 Javier Tello, “La política del Éxodo de López Obrador” en Nexos, publicado el 1 de agosto de 2018. Disponible en https://www.nexos.com.mx/?p=38735.


      3 Michael Walzer, Exodus and Revolution, Basic Books, Nueva York, 1985.


      4 John Emerich Edward Dalberg-Acton (1834-1902) fue uno de los grandes historiadores ingleses del liberalismo. Una de sus grandes temáticas fue la historia de la libertad. Al respecto, escribió: “En la antigüedad, el Estado se arrogaba competencias que no le pertenecían, entrometiéndose en el campo de la libertad personal. En la Edad Media, por el contrario, tenía demasiado poca autoridad y debía tolerar que otros se entrometiesen. Los Estados modernos caen habitualmente en ambos excesos. El mejor criterio para juzgar si un país es realmente libre es el grado de seguridad del que gozan las minorías. La libertad, según esta definición, es condición esencial y centinela de la religión y será, precisamente, de la historia del Pueblo Elegido de la que tomaré los primeros ejemplos sobre el tema. El gobierno de los israelitas era una federación, que se mantenía unida no por una autoridad política, sino por la unidad de raza y fe, y se basaba no en la fuerza física, sino en una alianza voluntaria. El principio del autogobierno se cumplía no sólo en cada tribu, sino en cada grupo de al menos 120 familias; no había ni privilegios de rango ni desigualdades ante la ley”, véase John Emerich Edward Dalberg Acton, Ensayos sobre la libertad y el poder, Unión Editorial, Madrid, 2011.


      Bernardo Barranco Villafán. Licenciado en Economía por la UNAM y con maestría en Sociología Política del Catolicismo Contemporáneo en L’École des Hautes Études en Sciences Sociales de París. Ha sido consejero de la Junta local del IFE del Estado de México 1999-2003; consejero General del IEEM 2005-2009; coordinador de la ONG Dictamen Ciudadano para la observación electoral 2011, consejero de la Junta Local del IFE/INE 2012-2017. Es articulista en La Jornada, Milenio Estado de México, Proceso. Conduce el programa Sacro y Profano de Canal Once de México. Es autor de varios libros, entre ellos, El evangelio social del obispo Raúl Vera (2014), Las batallas del Estado laico (2016), coordinador de Norberto Rivera, el pastor del poder (2017) y, recientemente, de El infierno electoral (2018), todos bajo el sello Grijalbo.

    

  


  
    
      La elección presidencial de 2018:

      El papel de las mediciones preelectorales


      Francisco Abundis Luna


      INTRODUCCIÓN


      En 2018 se realizó en México la elección más grande de nuestra historia en términos del número de cargos por los que se votó, así como de la cantidad de electores que pudieron ejercer su derecho al voto. Fue una elección inusual por el avance —sin precedentes— de un partido político de reciente creación y por una contienda electoral presidencial que se ganó con una diferencia de más de 30 puntos porcentuales entre el primero y el segundo lugar. Todos estos datos son inéditos en la historia democrática del país, lo cual amerita un análisis a profundidad.


      Las elecciones en México y en el resto del mundo son cada vez más complejas y por ende difíciles de entender y analizar. Ello se debe —entre otras razones— a nuevos contextos locales, al comportamiento del electorado, a la aparición de nuevos partidos políticos, a otras formas de comunicación o a la cambiante legislación electoral, por mencionar sólo algunas razones. Todas estas variables impactan de alguna forma en el proceso de elección de los votantes y para quienes llevamos a cabo mediciones representan nuevos campos de estudio y retos para medir de manera más adecuada la opinión pública y las preferencias electorales.


      Por lo anterior, el objetivo de este texto es narrar parte de la historia de las pasadas elecciones presidenciales tomando en consideración lo siguiente: a) el contexto en el que se desarrollaron, b) las encuestas y series que fueron publicadas a lo largo de la contienda, c) las razones de voto que observamos y d) el debate de algunos mitos, como el de los electores indecisos, los tamaños de la muestra o el financiamiento o patrocinio de las mediciones, por mencionar algunos. Finalmente, se tuvo un panorama del saldo de las encuestas a partir de las evaluaciones que se derivaron de las publicaciones realizadas. Es necesario analizar no sólo el proceso de campaña, sino también el cambio social que vivimos en estas elecciones y aportar un punto de vista más allá de los lugares comunes.


      Cada una de las series publicadas por diferentes consultorías es en sí misma la historia de esta elección o —vistas también en conjunto— las series promediadas representan una historia. Es importante distinguirlas y saber qué aspecto revela cada serie. Aquí retomamos la historia de Parametría con aluciones a series de algunos colegas.


      EL CONTEXTO ¿AMBIENTE ANTISISTÉMICO O AMBIENTE ANTIGOBIERNO?


      Para entender la elección presidencial de este año es necesario tomar en consideración el contexto en el cual se realizó. Resulta relevante recordar que el actual presidente, Enrique Peña Nieto, registra una aprobación de gobierno históricamente baja. A partir de 2015, la desaprobación a la actual administración siempre fue más alta que la aprobación, así, el registro más alto de ciudadanos que dijeron desaprobar la forma como el presidente de la república realiza su trabajo ocurrió en enero de 2017 con 84% que así lo afirmaron por sólo 15% que aprobaban el gobierno en turno.


      La única serie o dato con una aprobación más baja fue la de Reforma publicada por Lorena Becerra: 12 puntos de aprobación del presidente Peña Nieto, la más baja en la historia del país.


      Este escenario inédito tuvo implicaciones en otras instituciones. Los mexicanos no estábamos acostumbrados a evaluar de manera negativa al presidente, supuesto que cambió con este gobierno. Los registros que tenemos de Vicente Fox y Felipe Calderón muestran cómo ambos expresidentes tuvieron siempre más opiniones positivas que negativas aun cuando hubiera polémicas en sus gobiernos. Ser críticos con nuestros mandatarios no era una de nuestras costumbres, comparados con otros países de la región o incluso del mundo.


      En el año de la elección, la desaprobación presidencial estuvo por arriba de 65% y la aprobación nunca subió de 29 por ciento.


      En México no sólo la economía y la seguridad empezaron a ser temas relevantes para la ciudadanía. La corrupción empezó a ganar terreno como uno de los problemas prioritarios para atender. Precisamente pudo ser una de las causas que propició estas malas evaluaciones.


      Recordemos que durante el actual sexenio se hicieron públicos diferentes escándalos de corrupción en el gobierno federal con el tema de la Casa Blanca. En los gobiernos locales el caso más visible fue el de Javier Duarte, exgobernador de Veracruz. En las elecciones intermedias de 2015, la corrupción se agregó como una variable causal de voto registrada en la encuesta de salida como uno de los temas prioritarios para el electorado.


      Es importante analizar si en las elecciones de 2018 lo que estuvo presente en las urnas fue un voto antigobierno o antisistema. El segundo sería más delicado pues se trata del cuestionamiento de todas las instituciones como el sistema de partidos o el sistema legal de representación pública. El primero sólo cuestionaría la administración y su partido.


      De acuerdo con encuestas nacionales realizadas cara a cara por Parametría, ocho de cada 10 mexicanos consideran que, durante estos años de gobierno, el presidente Enrique Peña Nieto ha hecho menos de lo que se esperaba de él. Ello confirma un tema de expectativas no cumplidas del mandatario en turno, muchas de las cuales se originaron con las reformas estructurales y fueron el sello de la administración.


      Con el tiempo fueron cada vez más criticadas dichas expectativas por los ciudadanos. El descontento llegó incluso con aquellas que les habían representado algunos beneficios, como la reforma a telecomunicaciones o la reforma educativa. En este sentido, cuando la gente no observa una perspectiva de mejora en el futuro está dispuesta a tomar decisiones más riesgosas.


      Un dato importante es que antes de las elecciones, el único candidato que generaba opiniones positivas entre la ciudadanía era Andrés Manuel López Obrador. De acuerdo con la medición realizada en junio, AMLO contaba con 48% de opiniones efectivas, la cual resulta de la resta de opiniones positivas menos las negativas, mientras que Meade tenía 0% y Anaya -2 por ciento.


      De igual forma, otra variable importante en tiempos electorales es la identidad partidista, porque este apego emocional que los ciudadanos tienen por los partidos políticos los motiva a otorgar su voto a cierto partido o candidato postulado. En este sentido, las series históricas de Parametría muestran que, a sólo cuatro años de su fundación, Morena es el partido con el que más personas dijeron identificarse.


      Tres de cada 10 mexicanos se reconocen como morenistas, fenómeno inusual o contraintuitivo ya que la identidad partidista en su definición tradicional se va construyendo con el tiempo e implica arraigo, tradición y experiencias cívicas. En este caso se ve un hecho inédito no sólo del crecimiento electoral de un partido político, sino también de su consolidación ideológica.


      LAS PREGUNTAS DE ESTA ELECCIÓN


      Respecto al papel que desempeñan las encuestas electorales, en nuestro país es cada vez más común que durante los procesos electorales se den a conocer mediciones sobre las preferencias ciudadanas. En esta elección —como suele suceder en cada proceso— se sumó la proliferación de ejercicios realizados por empresas que no tienen algún tipo de antecedentes en mediciones y que aparecen solamente en época electoral.


      Un elemento nuevo fue la proliferación de noticias falsas o en nuestro caso Fake Polls, fenómeno ya visto en otras contiendas electorales como la estadounidense, cuyo impacto se sigue analizando hoy en día. La publicación de encuestas sin sustentos metodológicos en redes sociales fue un nuevo actor. Para fortuna, los resultados de la elección terminaron por ponerlas en su sitio.


      También tuvo lugar la utilización de llamadas automatizadas para intentar hacer estimaciones de preferencias electorales y publicaciones diarias de tracking poll con este método. Un método hoy prohibido en países como Estados Unidos tuvo su espacio en la discusión pública en nuestro país.


      EL SALDO DE MEDICIONES PREELECTORALES


      Para iniciar con el análisis de las encuestas en estas elecciones, es importe referir que existen diferentes formas de medir y reportar las preferencias electorales de la ciudadanía. Por ello, se pueden publicar tomando en cuenta candidaturas, partidos políticos, coaliciones, careos entre los candidatos, diferencia porcentual entre los lugares, preferencias efectivas —las cuales no consideran las opciones “ninguno”, “no sabe” y “no contesta”— o preferencias brutas. Cada una de estas variables mide algo distinto y puede haber incluso diferencias entre ellas; por ejemplo, puede pasar que la preferencia por cierto partido sea significativamente menor o mayor que por el candidato o candidata que lo abandera.


      También es relevante mencionar que, aun cuando hay coincidencia en la mayoría de las encuestas sobre el orden en el que quedarían los contendientes, cada serie dada a conocer por las encuestadoras cuenta una historia y algunas historias de las series publicadas no se parecen entre sí. Entre las preguntas que intentan responder estas series estarían ¿cuándo empezó la elección?, ¿fue o no una elección que inició empatada? y ¿hubo desde el comienzo un claro ganador.


      Algunas mediciones en su conjunto muestran que hubo un crecimiento exponencial de las preferencias por Morena en el último mes. De otras se puede leer que se le consideraba una elección competida al inicio. Las menos precisas indican que hubo un crecimiento continuo de José Antonio Meade respecto a Ricardo Anaya y que incluso iba cerrando la brecha con Andrés Manuel López Obrador. Al final los datos oficiales corroboraron que dicho candidato quedó en el tercer lugar de la contienda.


      La serie de Parametría muestra que Morena y su candidato Andrés Manuel López Obrador eran punteros de la elección desde diciembre de 2017, y se posicionaba desde ese entonces con un importante margen, alrededor de 11 puntos. A partir de entonces, AMLO tuvo un crecimiento constante y de abril a mayo de 2018 se registró su crecimiento más significativo al pasar de 39 a 45%, sólo de mayo a junio su preferencia electoral no tuvo cambios. La última encuesta de Parametría mostraba que Obrador contaría con 53% de las preferencias, sólo .16% menos del resultado que finalmente mostraron los cómputos oficiales.


      Respecto al segundo lugar, únicamente la medición de diciembre de 2017 presentó un empate entre Ricardo Anaya y José Antonio Meade, no obstante, en enero de 2018 la encuesta de Parametría ya indicaba que Anaya ocupaba el segundo puesto. Este candidato empezó su descenso en abril hasta llegar a 19%. La última encuesta electoral que presentamos indicaba que dicho aspirante obtendría 22 por ciento.


      En cuanto a José Antonio Meade, inició en el primer registro de diciembre de 2017 con 20% de las preferencias electorales; sin embargo, fue descendiendo medición tras medición. En siete meses, Meade perdió cinco puntos porcentuales y con 15% llegó a la tercera posición. La última medición de Parametría registró 18% de preferencias por dicho candidato, una sobrestimación de poco más de un punto porcentual.


      Una de las diferencias más importantes entre los resultados de las encuestadoras presentadas en dicha contienda se relaciona con qué candidato ocupaba el segundo puesto. Si bien la mayoría colocaba a Anaya en esta posición, había algunas encuestas, como la realizada por Suasor publicada en El Heraldo de México, Pop Group, El Financiero o la hecha por GEA ISA, que tenían a Meade en segundo lugar o empatado en margen de error con Anaya.


      De acuerdo con otra encuesta llevada a cabo por Innovación a 15 días de la elección, Meade acortaba distancia con el abanderado puntero Andrés Manuel López Obrador con sólo 11 puntos de diferencia. La encuesta de Numerus, publicada en junio en el medio 24 Horas, mostraba una diferencia de ocho puntos entre Meade y Obrador y el ejercicio de Conteo SC, publicado en La Razón, también revelaba una diferencia de 8% entre ambos.


      LOS CUESTIONAMIENTOS A LAS ENCUESTAS PUBLICADAS


      Algunos de los argumentos expuestos para entender las diferencias entre encuestas preelectorales y los resultados finales se vinculan con variables como el voto estratégico de los mexicanos, la no respuesta, los indecisos, la tasa de rechazo o el tamaño de la muestra. Sin embargo, los resultados de la encuesta de salida realizada por Parametría muestran un escenario distinto sobre cómo y cuándo decide su voto el electorado en el país.


      Las encuestas de salida aún son el mejor y único recurso con el que contamos para entender los motivos de los votantes. A diferencia de las encuestas preelectorales, la muestra contempla a las personas que acuden a las urnas: hablamos de electores que dan a conocer sus puntos de vista después de haber elegido al candidato o partido de su preferencia, aquellos que deciden quién encabezará el próximo gobierno.


      Saber cuándo deciden los electores el partido o candidato por el que votarán permite identificar cuánta importancia tiene la identidad partidista, el peso específico de los candidatos propuestos o la eficacia de las campañas políticas. Esta misma variable permite conocer el porcentaje de aquellos que deciden a quién otorgar el sufragio el mismo día de la elección, es decir, el porcentaje de voto volátil de último minuto.


      De acuerdo con datos de la encuesta realizada a la salida de las urnas el pasado 1 de julio, poco más de uno de cada tres electores (36%) decidió su voto durante la campaña. Entretanto, otro tercio (30%) supo por quién votar cuando se enteraron de quiénes eran los candidatos y sólo uno de cada cinco votantes (19%) manifestó que siempre elige al mismo partido. Es decir, la identificación partidista pasó al tercer lugar de las razones del electorado para elegir a los representantes.


      Hace 15 años, casi la mitad de los electores dijo que siempre votaba por el mismo partido (47%); a partir de entonces vemos cómo elección tras elección ha ido descendiendo el voto duro de los partidos. La pendiente más pronunciada se presentó de la contienda de 2015 a la de 2018 al disminuir 12 puntos quienes así manifestaron siempre votar por la misma institución política. Los electores que deciden su voto durante la campaña cada vez son más y han pasado de 19% en 2003 a 36% en la elección más reciente.


      La selección de candidatos también fue ganando terreno al convertirse en una variable significativa para los votantes: transitó de 20 a 30% los que decidieron por quién votar después de saber que Andrés Manuel López Obrador, José Antonio Meade, Ricardo Anaya y Jaime Rodríguez El Bronco serían los contendientes.


      Por último, un dato significativo es que los votantes volátiles se han mantenido estables en los procesos electorales al oscilar entre 8 y 14% quienes deciden su voto el mismo día de la jornada electoral. El mito de los votantes volátiles se ha ido derrumbando y con él una de las justificaciones para tener encuestas preelectorales y resultados finales tan diferentes.


      LOS NUEVOS ACTORES DE LAS ELECCIONES 2018


      Elección tras elección vemos cómo se difunden cada vez más encuestas que reportan las preferencias electorales de los mexicanos a lo largo de las contiendas. De acuerdo con el informe realizado por el Instituto Nacional Electoral (INE), encargada de aplicar la reglamentación vigente en el país y de recopilar los estudios de septiembre de 2017 a junio de 2018, se dieron a conocer 513 encuestas originales, 255 reproducciones y 2 460 citas, lo que da un total de 3 228 piezas referentes a encuestas.1


      La Secretaría Ejecutiva del INE menciona que recibió 210 estudios que respaldan 410 publicaciones; además, recibió 67 estudios publicados en medios distintos de los monitoreados. Asimismo, informa que las personas físicas y morales dieron un cumplimiento de 80% de las encuestas que se dieron a conocer. Este es un dato importante de analizar es: ¿quiénes son ese 20% que no cumplió con lo establecido en la ley electoral en nuestro país en lo referente a la publicación de encuestas electorales? Probablemente sean las encuestas que nacen sólo en época electoral sin antecedentes de hacer este tipo de ejercicios, así como las que estuvieron más alejadas de los resultados finales.


      La autoridad electoral recibe los estudios que se hacen públicos en los que se debe informar el patrocinador, la metodología y entregar la base de datos correspondiente. Si bien esto no garantiza calidad en la medición, por lo menos permite realizar una supervisión y saber que la medición sí se realizó. La ciudadanía, los académicos, los medios de comunicación y los actores políticos pueden revisar los estudios enviados que se publican en la página de la institución electoral y corroborar la información. No obstante, es importante señalar que la legislación no alcanza a los estudios publicados en redes sociales, una fuente de información cada vez más utilizada por la ciudadanía, donde no se cumple con la entrega de estudios al INE ni con la reglamentación.


      En estas elecciones vimos publicarse una gran cantidad de encuestas difundidas sólo por redes sociales —Facebook y Twitter, principalmente—, lo que representa otro elemento importante de estudiar. Dichas encuestas burlaron la legislación prevista en las leyes mexicanas y contribuyeron de forma importante a la generación de noticias falsas; además, algunos representantes de estas encuestas manifestaron que no respetarían el periodo de “veda electoral”. Vale la pena mencionar que estas encuestas estuvieron más lejos de los resultados oficiales.


      En este apagón informativo que obliga a la ciudadanía a no tener información acerca de las preferencias electorales cobra relevancia que la única fuente de información disponible sea la que se da a conocer por redes sociales, la cual muchas veces no es verificada ni se sabe su origen o confiabilidad. Es decir, por un lado, la ley obliga a las firmas a dejar de publicar encuestas tres días antes de la elección y entregar los estudios correspondientes publicados antes del periodo de veda, pero no tiene forma de controlar lo que ocurre en internet en esos días de “reflexión”, en la única fuente de información disponible.


      Otro elemento novedoso de dicha elección presidencial fue la presencia de concentradores de información. En esta categoría se hallan las publicaciones de Bloomberg, El País, Oraculus, Numérika, Nación 321 y CEDE, que se encargaron de recopilar las encuestas dadas a conocer y elaborar promedios con aquéllas. Los promedios entre ellas son distintos ya que usaron encuestas diferentes, lo cual propicia variaciones porcentuales.


      Algo común que observamos en estos ejercicios es la sobreestimación del candidato José Antonio Meade, pues en cuatro de esas concentradoras de información la diferencia entre él y Ricardo Anaya fue mínima o se encontraban en empate, cuando los resultados finales mostraron una diferencia de seis puntos entre ambos. En el último promedio, la concentradora Nación 321 tenía a AMLO con 49% de las preferencias, Anaya con 28% y Meade con 20%, es decir, había una subestimación de AMLO y una sobreestimación de los otros dos candidatos, aun cuando el orden de los competidores fuera el correcto.


      Este tipo de ejercicios son útiles para la ciudadanía porque contienen información concatenada en una sola fuente; sin embargo, es importante mencionar que la precisión de esta información depende de las encuestas consideradas para generar los datos, lo que impactará en la realización de los promedios.


      EL SALDO FINAL


      Después del 1 de julio, como sucede generalmente, se realizó una especie de corte de caja para evaluar la información dada a conocer por las encuestas durante el proceso electoral. Diferentes medios como SDP Noticias, El Financiero, Reforma y Animal Político llevaron a cabo rankings para valorar el trabajo realizado por las encuestadoras. Para efectuar estos rankings se tomaron en cuenta las encuestas publicadas contra los resultados finales.


      En los cuatro medios aparecieron en los tres primeros lugares como ejercicios más acertados la encuesta realizada por Parametría, que se publicó en el periódico The New York Times, la realizada por El Financiero, publicada en ese medio, la de LSR-Enkoll, publicada en La Silla Rota y la de Berumen publicada por Coparmex. En los rankings realizados por Reforma, Animal Político y SDP Noticias, Parametría es considerada la encuestadora más acertada, mientras que en la lista de El Financiero aparece en primer puesto la encuesta realizada por ese medio.


      Por otro lado, en la clasificación de encuestas realizadas por SDP Noticias se muestra que los ejercicios menos acertados fueron los llevados a cabo por El Financiero y México Elige al invertir el segundo y el tercer lugar y la de Suasor al subestimar de manera significativa la diferencia entre el primer y el segundo lugar.


      En la tabla creada por El Financiero en lo que denominó error promedio, las encuestas menos exactas fueron las de Pop Group, Conteo SC y Hora Cero. En el caso de Reforma, coincide con que Pop Group fue la encuesta menos acertada, seguida de Conteo que publicó en el medio La Razón y Numerus, que se dio a conocer en 24 Horas.


      Como se observa, existen algunas coincidencias en estas clasificaciones, pero también diferencias entre ellas: la explicación es que cada uno toma en consideración encuestas distintas para contrastar los resultados finales en contraposición a los preelectorales. Sin embargo, tal vez valdría la pena tener un criterio unificado para saber qué encuestas se utilizarán para realizar estas valoraciones. Lo que es un elemento común es que los ejercicios realizados por empresas poco conocidas —como Pop Group, Conteo SC, Hora Cero y Numerus— fueron las menos acertadas.


      COMPARACIÓN CON 2012


      Se ha dicho que en esta elección hubo una especie de reivindicación de las encuestas, pues la mayoría de las publicadas acertaron tanto en el orden de los competidores como en los resultados finales o las diferencias fueron mínimas y dentro de los márgenes de error. En mi opinión, es necesario que el gremio continúe esforzándose por explicar lo que hacemos y cómo lo hacemos. El debate entre el segundo lugar en esta contienda electoral presidencial, así como la distancia entre las diferentes consultorías no son un tema menor, además de las diferencias más evidentes en los porcentajes que cada partido obtendría en el Congreso.


      Ello obliga a ser autocríticos de la metodología utilizada para realizar las mediciones, así como a revisar si nuestra ley electoral vigente es una herramienta que inhiba la publicación de encuestas sin ningún tipo de sustento como ha sido el caso de las dadas a conocer en redes sociales. Más importante aún es la diferencia en la lectura realizada por parte de los medios de comunicación.


      En las elecciones presidenciales de 2012, las encuestas fueron fuertemente cuestionadas pues a pesar de colocar en el lugar correcto al candidato que resultó ganador, al segundo y al tercer lugar, la diferencia entre el porcentaje que obtuvo el primer lugar y el resultado oficial fue menor que la estimada. La sobrestimación de Enrique Peña Nieto generó una serie de descalificaciones a los ejercicios realizados, hoy lo que vemos es un escenario diferente; no por la calidad de las mediciones o la cercanía de los datos, sino por una lectura distinta del trabajo efectuado por las firmas.


      Finalmente, resulta necesario recordar los códigos de ética por el que nos regimos en el gremio de la estadística y opinión pública. Por ello, los códigos creados por WAPOR, AAPOR y ESOMAR son una guía para tener mejores prácticas que sigan dando valor a la labor que realizamos y que los datos que damos a conocer sean una fuente de información confiable para la ciudadanía, la cual debe contar con datos para tomar mejores decisiones. Además, se debe recordar que la transparencia es un principio fundamental para validar la información que damos a conocer.


      CONCLUSIÓN


      El proceso electoral de 2018 permite analizar diversos fenómenos del cambio social en México. Las encuestas pueden dar una narrativa desde el comportamiento electoral del ciudadano hasta los nuevos actores institucionales, medios de comunicación, reguladores (INE), consultorías, partidos políticos, candidatos, etcétera.


      La historia de esta elección tendrá muchas interpretaciones y está todavía por narrarse. En tal sentido, las encuestas forman una parte constitutiva de esta historia, lo cual es un trabajo académico por realizar.


      NOTAS


      1 11º Informe Mensual del Instituto Nacional Electoral.


      Francisco Abundis Luna. Es director asociado de Parametría, candidato a doctor en Ciencia Política por la Universidad de Connecticut y maestro por la Universidad de Oxford y la Universidad de Columbia.

    

  


  
    
      ¿Puede la televisión imponer a un presidente?


      Daniel Moreno


      Hace apenas seis años, en la elección presidencial de 2012, la pregunta era obligada. Y si bien la respuesta no podía reducirse a un simple sí o no, una revisión de las coberturas informativas en los años previos a aquella elección permite afirmar que la respuesta estaba más cerca del “sí” de lo que debía esperarse en cualquier sistema democrático.


      No es casual que el movimiento estudiantil #YoSoy132, nacido en la Universidad Iberoamericana en mayo de 2012 y que pronto se extendió a otros recintos académicos, haya centrado sus protestas en Televisa y en la exigencia de que hubiera una cobertura informativa equilibrada. Los estudiantes organizaron más protestas en las instalaciones de Televisa que en las oficinas de cualquier partido político o autoridad electoral.


      Hay números para justificar estas protestas: desde 2005, siete años antes de la elección, se documentó que Televisa y Televisión Azteca ofrecieron una “sobrecobertura” de Enrique Peña Nieto, entonces gobernador del Estado de México. El mandatario se volvió una figura habitual en los espacios informativos y en los programas de entretenimiento.


      La empresa de monitoreo de medios Medialog demostró que aun cuando Peña era “sólo” un gobernador más, en 2010 y 2011 fue el político al que más horas se le dio en los noticieros de Televisa y el que más menciones “positivas” obtuvo.


      Gracias a esta “sobrecobertura”, cuando Peña Nieto terminó la gubernatura y aún faltaba un año para la campaña presidencial, era conocido por 90% de la población y poco más de la mitad tenía una opinión positiva de él, de acuerdo con la encuesta publicada por el periódico El Universal de mayo de 2011.


      Los medios contribuyeron de forma decisiva a construir la imagen de un candidato ganador, con una trayectoria de funcionario eficiente, capaz de resolver los principales problemas del país, que le permitió a Peña Nieto arrancar la campaña electoral con casi 30 puntos de ventaja.


      Sin embargo, seis años después, los medios de comunicación tradicionales —particularmente las televisoras— no jugaron, o no pudieron jugar, ese papel. Su peso puede calificarse incluso como marginal en la definición del ganador de los comicios.


      La televisión, no hay duda, sigue siendo el principal medio por el que se informa la gente. Pero en contraste con 2012, los comicios de 2018 estuvieron lejos de la unanimidad del pasado.


      Una encuesta de la empresa Parametría lo ilustra: hace seis años, la televisión fue el medio en el que dos de cada tres personas encontraron la información “más objetiva” sobre las elecciones, pero en 2018 menos de la mitad de la población consideró lo mismo. En este sentido, internet, que incluye desde redes sociales hasta medios digitales, creció de 10 a 25 por ciento.


      Asimismo, la encuesta ofrece un dato adicional clave: los simpatizantes de López Obrador “le creían” considerablemente más a internet que los seguidores de Ricardo Anaya o José Antonio Meade, que preferían informarse en la televisión abierta.


      El dato no sólo ilustra la preferencia por una plataforma sobre otra: el crecimiento de internet significa que la elección se vivió en un escenario mediático fragmentado, plural y, como nunca antes, crítico del régimen, lo que limitó la influencia del periodismo más oficialista, presente sobre todo en los medios tradicionales y determinante en elecciones anteriores. También implica que, a diferencia del pasado, el debate estuvo en las redes sociales e incluso hay elementos para sostener que los medios digitales lograron imponer su agenda informativa, marcada por las denuncias sobre corrupción, violencia e impunidad.


      Lo anterior constituye un nuevo escenario mediático, por si fuera poco, dominado por Morena y por los críticos de un anquilosado y corrupto sistema de partidos, y ambos supieron aprovecharlo hasta volver dominante la consigna de que era urgente un nuevo régimen y de que el gobierno de Enrique Peña Nieto simplemente había fracasado. Esto último, por supuesto, no quiere decir que la televisión ya no importa, porque aún es el principal medio informativo, pero no sólo hay una considerable baja en su influencia, sino además los números permiten confirmar que, en contraste con 2012, este medio no apostó abiertamente por un candidato.


      El monitoreo que realizó la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM para el Instituto Nacional Electoral muestra que hubo más información de López Obrador e incluso más notas “positivas” acerca de él que de sus adversarios. Pero este mismo monitoreo sirve para matizar ambas afirmaciones.


      Entre el 30 de marzo y el 27 de junio de 2018, la radio y la televisión dedicaron 1 309 horas al tabasqueño, una cifra 20% superior a la de sus dos principales adversarios; además, López Obrador también tuvo más notas “positivas” que sus rivales. Pero antes de sacar conclusiones, cabe decir que también fueron más las notas negativas: casi el doble que las de Anaya o Meade. Este “equilibrio” contrasta con lo sucedido en 2012.


      La elección de 2018, hay que insistir, se desarrolló en este nuevo escenario mediático, en el que al menos hubo tres elementos novedosos sobre los que todavía faltan más estudios cualitativos que sirvan para entender sus consecuencias.


      El primero fue la presencia de medios digitales, que tuvieron una presencia inédita en el debate público. El segundo fue la publicación de notas falsas. Y el tercero el impacto de las redes sociales.


      Sobre las noticias falsas no hay todavía estudios que permitan conocer su peso en la definición del sentido del voto de los electores, pero sí hay datos que nos aproximan a una conclusión: Verificado 2018, una iniciativa de casi 90 medios, universidades y organizaciones de la sociedad civil, detectó una presencia significativamente mayor de notas falsas en contra de López Obrador (casi 10 veces más que las que hubo sobre Ricardo Anaya o José Antonio Meade), si bien este candidato obtuvo más de la mitad de los votos totales en la elección presidencial.


      Con base en este contraste (más ataques en contra de AMLO, pero también más votos) puede concluirse que las noticias falsas, igual que ocurrió en otros países, confunden y polarizan a los ciudadanos, minan la confianza en los medios y distorsionan el contenido del debate público, pero no necesariamente definen el sentido del voto de los ciudadanos. Eso no significa que el daño sea menor, pero faltan estudios concluyentes.


      El tercero es el impacto de las redes sociales, que son ya la plaza pública donde los ciudadanos debaten —de manera ríspida, no necesariamente informada, confusa e incluso con una presencia importante de bots— en relación con los temas de su interés.


      En la campaña electoral, Facebook reportó más de 1 300 millones de interacciones, que involucraron 64 millones de cuentas. La mitad de estas interacciones se dieron en personas entre 18 y 34 años, de acuerdo con el reporte difundido por esta red. Sin embargo, estos números no permiten conocer las preferencias de quienes interactuaron, porque Facebook no hizo un estudio cualitativo —o al menos no lo hizo público— que permitiera conocer el sentido del voto de los usuarios o si las interacciones les hicieron cambiarlo.


      Los datos al menos permiten ilustrar dónde estuvo el debate público. Frente a estos números, es válida la pregunta de cuál fue el papel que desempeñaron los medios de comunicación —electrónicos, tradicionales o digitales— en el resultado final de la elección y cómo sirvieron para formar opinión.


      La hipótesis es que la fragmentación del escenario mediático y la fuerza que adquirieron los medios digitales permitieron documentar el fracaso del gobierno federal en los temas de mayor interés para los ciudadanos (corrupción, inseguridad y economía) y, particularmente, que estos ciudadanos tuvieran acceso a la información.


      Medios electrónicos e impresos tardaron en consignar los fracasos de Peña Nieto, pero el nacimiento de los digitales —su interacción con las redes sociales— abrió el espacio a la crítica y particularmente a la investigación periodística sobre los temas más sensibles y polémicos.


      La empresa española Alto Analytics revisó comentarios en redes sociales en mayo de 2018 y demostró que seis de los 10 medios que generaron más comentarios en redes, más lecturas y mayor viralidad eran nativos digitales, incluidos dos abiertamente proclives a López Obrador: Regeneración y RevoluciónTresPuntoCero, otra prueba de que los seguidores de López Obrador supieron aprovechar el nuevo escenario mediático y la caída en la credibilidad de los medios tradicionales.


      La presencia de nuevos contenidos críticos y la difusión de hechos informativos que afectaron la popularidad de Enrique Peña Nieto tienen fecha: el segundo semestre de 2014. En septiembre de ese año desaparecieron los 43 normalistas de Ayotzinapa y dos meses después se reveló la compra de la llamada Casa Blanca.


      Ambos temas, que recibieron amplia cobertura en medios alternativos (en los medios tradicionales apenas tuvieron presencia) y fueron debatidos una y otra vez en redes sociales, deterioraron notablemente la popularidad presidencial.


      Es indispensable recordar que Peña Nieto arrancó su sexenio como el mandatario reformador, con respaldo internacional y de los medios de comunicación tradicionales. Basta recordar aquella famosa portada de la revista Time, que en febrero de 2014 lo presentó como el “salvador” de México.


      En diciembre de 2012, Consulta Mitofsky consignó que 54% de la población aprobaba al nuevo mandatario y que sólo 35% se le oponía. Para noviembre de 2014, los números se habían invertido: 57% se oponía a Peña y lo respaldaba 41 por ciento; sin embargo, la caída no se detuvo. En febrero de 2017, Peña Nieto vivió su peor momento y sólo contaba con el respaldo de 17%, el número más bajo que haya obtenido cualquier presidente desde que se realizan estas mediciones, que empezaron a publicarse al inicio del sexenio de Ernesto Zedillo. La caída ocurrió a la par del crecimiento de Andrés Manuel López Obrador, quien desde agosto de 2015 era ya el precandidato mejor posicionado, aun cuando faltaban casi tres años para la elección presidencial. Un dato adicional es que quienes mejor calificaban a Peña Nieto eran los que menos consumían medios de comunicación o incluso quienes no tenían acceso a internet: mayores de 50 años, con menor grado académico y residentes en comunidades rurales. Los jóvenes citadinos, con educación media o superior, consumidores de medios independientes o usuarios de redes sociales eran, en contraste, quienes peor calificaban al presidente.


      De acuerdo con Roy Campos, presidente de Consulta Mitofsky, la peor evaluación regional del presidente Peña en 2017 ocurría en la Ciudad de México y el Estado de México, “donde vive la gente que está más atenta a los medios de comunicación, la que está más informada, la que platica más de lo que pasa”.


      Y habría que insistir: en esta caída, los medios —en especial los digitales— jugaron un papel clave. No uniforme (el oficialismo, en particular de los medios impresos, estuvo debidamente impulsado por un gasto de unos 50 000 millones de pesos en publicidad oficial), pero sí imparable.


      Los medios tradicionales no estuvieron fuera de la crítica; por ejemplo, dos años antes de la elección cambió el conductor del principal noticiero de la televisión abierta. Denise Maerker sustituyó a Joaquín López Dóriga y hubo un cambio en los contenidos del programa. Se abrió la puerta a la denuncia y se dejó de lado la mera reproducción de versiones oficiales. Las piezas informativas sobre violencia, por ejemplo, se volvieron algo común en el programa.


      Estos datos no implican que se eluda la necesaria crítica al periodismo en México, marcado por su dependencia económica en la publicidad oficial o su cercanía con el poder, pero el periodismo y la difusión de sus investigaciones en medios digitales y en espacios significativos de medios electrónicos e impresos fue capaz de documentar corrupción, violencia y desigualdad y contribuyó con ello a la caída en la popularidad presidencial.


      En el caso de los medios digitales hay datos para documentar su fuerza creciente: la Estafa Maestra, un reportaje que reveló una trama de corrupción multimillonaria del gobierno federal, fue publicado por Animal Político en septiembre de 2017. El caso no ocupó la atención de los principales noticieros de Televisa o Televisión Azteca, pero aun así la información fue consultada por más de 750 000 lectores sólo en Animal Político y, más aún, reproducida total o parcialmente por 26 medios escritos y digitales y en una veintena más de programas radiofónicos. La información apareció en periódicos como El Diario de Yucatán o el noroeste de Sinaloa, en medios digitales como Sopitas o Vice.


      Estos contenidos se tradujeron, como muestran las encuestas, en que los electores llegaran a las urnas con la convicción de que los partidos tradicionales no eran capaces de resolver los principales problemas.


      Una prueba de ello es que un año antes de la elección, una encuesta del periódico Reforma reveló que 80% de los ciudadanos ya habían decidido que el PRI no podía seguir gobernando y Morena, el partido de López Obrador, se había consolidado en el primer lugar de las preferencias.


      Unos meses después, en noviembre de 2017, el mismo periódico confirmó no sólo que López Obrador ampliaba su ventaja sobre sus oponentes, sino también que era percibido como el aspirante mejor capacitado para enfrentar los principales problemas.


      Las encuestadoras ofrecieron datos similares. Incluso reportaron que durante 2018 el único candidato que creció fue el tabasqueño.


      Diferentes analistas han insistido que López Orador supo leer el momento. Se necesitaba un cambio de régimen y fue capaz de personificarlo. El periodismo, los medios independientes, las redes sociales y hasta algunos medios tradicionales fueron fundamentales para consolidar la idea en el elector de que el cambio de régimen era necesario.


      Si en algo contribuyó la información en el resultado de la elección, también habría que mencionar el otro lado de la moneda: las noticias falsas.


      Habría que decir primero que noticias falsas han existido siempre. Una noticia falsa es desde una abierta mentira hasta la propaganda que medios oficialistas publicaban acerca del presidente, pero la elección presidencial en Estados Unidos alertó a todos en cuanto a la presencia de las noticias falsas y su difusión masiva, vía buscadores y redes sociales.


      Las primeras evaluaciones de aquel proceso electoral concluyeron que esas noticias falsas pudieron modificar el sentido del voto de un sector de los electores estadounidenses, una conclusión “alarmante” que sirvió en un primer momento para explicar el inesperado triunfo de Donald Trump.


      Las noticias falsas, concluían los estudios, impidieron el ejercicio libre e informado del derecho al voto. Análisis posteriores a la elección estadounidense permitieron precisar más el impacto de las noticias falsas: si bien pueden modificar el sentido del voto en sectores muy específicos e incluso relativamente pequeños de la población, su mayor “daño” es que profundizan las diferencias, vician el debate, enconan a quienes piensan distinto y dañan, por tanto, la democracia.


      También está claro que tales noticias falsas aprovechan que todo ciudadano es susceptible de creerlas y difundirlas si éstas confirman sus propias ideas. Pero ante la duda de cuál es el efecto real de las noticias falsas, lo cierto es que en México —como ocurrió en otros países— era importante diseñar estrategias para evitar cualquiera que fuera el daño que provocan. Desde el periodismo, la respuesta fue Verificado 2018. Animal Político, Pop Up Newsroom y AJ+ Español que diseñaron esta plataforma con el objetivo de dar ese servicio a los lectores. La carta-invitación que se envió a medios, universidades y organizaciones de la sociedad civil para que se unieran a esta iniciativa decía:


      En la elección más grande en la historia de México y con tres candidatos competitivos en busca de la Presidencia, el mundo digital y las redes sociales tendrán un peso inédito en la decisión de por quién votará cada ciudadano.


      Como nunca, las noticias falsas tendrán un papel determinante en las estrategias de campaña para influir en el elector. Ya ocurrió en otros países: Estados Unidos, Francia, Alemania, Reino Unido… En México son más de 60 millones de usuarios de internet y otras tantas cuentas de redes sociales, en las que los “amigos” gozan de más credibilidad que algunos medios de comunicación tradicionales. A ello se suman 35 millones de usuarios de WhatsApp, desde donde todos los días se intercambia información, un campo fértil para la difusión de noticias falsas.


      En este contexto —se planteó a quienes se buscó como aliados— “los medios de comunicación podríamos jugar un papel clave: servir al lector y darle herramientas para saber qué es cierto y qué es falso, sin importar el origen. Podemos contribuir a que las estrategias de campaña basadas en mentiras o las páginas de internet que buscan hacer negocio con noticias falsas tengan menos impacto del que han tenido en otros países”.


      La propuesta sumó a casi 90 aliados, que durante cuatro meses revisaron redes sociales, buscadores y páginas de internet para encontrar noticias falsas y desmentirlas.


      El trabajo cotidiano de Verificado permitió confirmar que en redes sociales la distribución (viralidad) de las noticias falsas se podía contar en cientos de miles.


      El primer desmentido que se publicó fue de un video que usaba datos falsos para acusar a Andrés Manuel López Obrador de recibir recursos económicos de Venezuela. El video alcanzó, en apenas un par de días, las 600 000 reproducciones. La verificación obligó al autor del video a eliminarlo de Facebook.


      A continuación se dan más ejemplos: una fotografía que “mostraba” a uno de los hijos de Andrés Manuel López Obrador a bordo de un Lamborghini fue compartida 138 000 veces en Facebook; una nota que “documentaba” los supuestos lazos familiares de Ricardo Anaya y Carlos Salinas de Gortari se compartió 173 000 veces.


      Un video editado de un noticiero ruso en el que supuestamente se informaba del apoyo del presidente ruso Vladimir Putin a López Obrador tuvo más de 5 000 comentarios en redes sociales.


      Estos números dejan en claro la fuerza de estas noticias, compartidas por aquellos simpatizantes o detractores del candidato aludido.


      Sin embargo, aun cuando hay que insistir en que no existen estudios a profundidad del tema, lo cierto es que a pesar de que circularon más noticias falsas de López Obrador que de cualquier otro candidato, éste no perdió votos. Lo que sí ocurrió, para confirmar las hipótesis que circulan en Estados Unidos, es que fueron utilizadas para viciar el debate democrático y sobre todo para profundizar las diferencias.


      En Twitter y Facebook una somera revisión de los debates entre simpatizantes y detractores de López Obrador muestra los niveles de encono. Puede documentarse que sí cumplieron con esa misión. Verificado también encontró a un público lector ansioso por buscar información confiable: las redes sociales de esta página sumaron pronto más de 200 000 seguidores en cada una. En poco menos de cuatro meses, Verificado.mx recibió cinco millones de visitas, pero como los contenidos que ahí se publicaban eran también difundidos por los casi 90 aliados, esta cuenta se queda corta.


      La marca se volvió una referencia para el lector y fue citada con regularidad por candidatos de todos los partidos para validar su discurso. En WhatsApp se recibieron mensajes de 10 000 números telefónicos distintos que tuvieron el mejor efecto: las noticias falsas disminuyeron en número y viralidad conforme avanzó la elección. Hacia el final de la campaña, Verificado no detectó notas que fueran compartidas más de 5 000 veces, una cifra considerablemente menor de lo que sucedía al empezar el proceso.


      Quizá la conclusión más “ruidosa” de la elección estadounidense fue la llamada “injerencia rusa”, que incluyó acusaciones del FBI contra 11 ciudadanos rusos, denunciados por conspirar para interferir en el proceso electoral de Estados Unidos con “fábricas de trolls” que utilizaban las redes sociales para influir en la opinión pública, particularmente en estados donde la elección se preveía cerrada, como Nevada o California.


      En México no hay pruebas de que algo parecido haya ocurrido. En el caso mexicano, las noticias falsas —según pudo confirmar Verificado 2018— tuvieron una explicación “más simple”: ganar dinero o ser parte de una estrategia de comunicación de los equipos de campaña local. Respecto al dinero: ArgumentoPolitico.com, elMexicanoDigital.com, TodoInforme.com y una veintena más de páginas de internet, algunas creadas dos o tres meses antes del inicio de las campañas, generaron noticias falsas en los meses previos a la elección para ganar el mayor número de clicks posible y así monetizaron su trabajo. Es decir, aprovecharon el modelo de negocios predominante en la web: insertas banners publicitarios y ganas dinero por cada clic.


      Pero el dinero no lo fue todo.


      Hubo también páginas generadas por simpatizantes o detractores de alguno de los candidatos presidenciales, sobre todo grupos en Facebook que contribuyeron a estas campañas de desinformación.


      Y en las semanas previas a la elección hubo medios de comunicación que pudieron documentar que de los equipos de campaña de los principales candidatos salieron recursos económicos para empresas de marketing digital dedicadas a crear y difundir estos contenidos.


      Desde Facebook, equipos de campaña y simpatizantes difundieron noticias falsas para afectar a sus oponentes. Lograron miles de seguidores, pero con frecuencia esas noticias no salieron del círculo de simpatizantes que las seguían. Algo similar a esto último ocurrió con las redes sociales. Si bien fueron el principal espacio para la deliberación ciudadana, también estuvo contaminado. Desde comités de campaña de candidatos a diferentes cargos salieron órdenes —y recursos— para falsear el debate con cuentas falsas.


      Morena fue, con iniciativas novedosas como Abre Los Ojos, quien ganó la carrera en redes sociales. Logró fijar una agenda y anular las campañas negativas en su contra.


      Pero este partido también fue el que utilizó más bots.


      La empresa española Alto Analytics, especializada en el análisis de redes sociales, presentó un análisis titulado “El rol de los candidatos, sociedad civil, medios nacionales y foráneos, en el debate público digital”, que reunió información del 14 de mayo al 2 de junio de 2018.


      La empresa revisó 15 282 538 comentarios de 1 120 558 autores de varias plataformas, como Twitter, Facebook, periódicos, blogs, foros y otras comunidades digitales, desde donde se distribuyeron 1 185 000 fotos, videos, memes y notas.


      La firma española reveló que 0.5% de los usuarios con afinidad hacia Morena crearon 121.6% de los mensajes relacionados con el partido, es decir, desde 163 cuentas que produjeron una cantidad “extraordinariamente anormal” de retuits: más de 2 000 mensajes en 20 días, algunas más de un retuit por segundo.


      Esos usuarios eran perfiles anónimos (87.7%), que sólo publicaban política mexicana (82.9%), capaces de retuitear mensajes de otras cuentas más de una vez por segundo, “posibles síntomas de cuentas automatizadas o comportamientos no humanos”.


      La actividad anormal durante ese periodo se dividió así: 75.03% a favor de Morena, 14.17% a favor de Ricardo Anaya, 4.17% a favor de José Antonio Meade.


      A pesar de ello, este estudio y otros realizados por especialistas en el tema como Atlantic Council no encontraron actividad anormal que viniera desde el extranjero en un número significativo.


      Lo que hallaron es que Morena dominó ampliamente el debate en redes sociales: 43.6% y dos medios digitales vinculados con este partido (revoluciontrespuntocero.mx y Regeneracion.mx) contribuyeron con la mayor parte de los contenidos que dominaron la escena.


      El estudio también confirmó que los medios digitales —esos que publicaron las principales investigaciones sobre corrupción y violencia)— tuvieron un papel determinante en el debate público y llegaron a dirigirlo “al menos con la misma eficacia” que los medios tradicionales.


      En una elección presidencial que se resolvió con un ganador que duplicó la votación del segundo lugar es difícil determinar el peso de la influencia de los medios.


      Quizá habrá que esperar nuevos procesos y estudios más puntuales. Hacen falta estudios cualitativos que permitan entender los resortes que movieron a los electores y cómo la información contribuyó a esto. Pero los datos permiten ver que los medios electrónicos ya no fueron determinantes para moderar la conversación pública y que la irrupción de medios digitales y redes sociales permitió que el debate público corriera por otros carriles.


      Sobre todo puede afirmarse que, aun cuando la crítica al periodismo tradicional sigue siendo válida, las investigaciones periodísticas y su difusión por canales alternativos contribuyeron a debilitar el viejo sistema de partidos.


      Los medios, hay que subrayar, destaparon casos de corrupción y violencia que fueron posibles en un gobierno ineficiente y corrupto. No fue una “campaña” intencional. Y está claro que el candidato que supo aprovechar esto fue Andrés Manuel López Obrador.


      Quedan temas pendientes por revisar en próximos procesos; por ejemplo, no puede festejarse acríticamente la fuerza de internet, porque si bien ahí se publicaron parte importante de las principales investigaciones, también es cierto que es terreno fértil para la propaganda y las noticias falsas. En el caso de las redes, puede presumirse que ahí se da la conversación, pero ésta se halla frecuentemente contaminada por campañas pagadas y desinformación.


      Internet, por supuesto, no puede idealizarse. Aun así, lo central sería destacar que un escenario mediático fragmentado y plural y un periodismo crítico son útiles y cada vez más indispensables.


      Los actores políticos tendrán que entender que ya no pueden comunicarse con sus audiencias con las mismas formas del pasado. Morena, el partido del presidente electo, lo entendió temprano y sus rivales se quedaron fuera. Esta nueva “democracia digital” llegó para quedarse y será la dominante en los nuevos procesos. Periodistas, comunicólogos y políticos deben adaptarse, aprender a convivir y dialogar ahí, pero también advertir que no son, ni de lejos, el mundo ideal y la democracia pura.


      NOTAS


      1 “Peña, al alza en el PRI”, El Universal, encuesta realizada el 16 de mayo de 2011.


      2 Parametría, encuesta sobre credibilidad de los medios, julio de 2018. Disponible en http://www.parametria.com.mx/carta_parametrica.php?cp=5057.


      3 INE, “Monitoreo de programas de radio y televisión”, 27 de junio de 2018.


      4 Nyhan, Brendan, “El verdadero efecto de las noticias falsas”, The New York Times, 16 de febrero de 2018.


      5 El Universal, “Reporte sobre elecciones en Facebook”, 2 de julio de 2018.


      6 “La Casa Blanca de Enrique Peña Nieto”, Aristegui Noticias 9 de noviembre de 2014.


      7 Consulta Mitofsky, “Evaluación de gobierno”. Disponible en http://consulta.mx/index.php/estudios-e-investigaciones/evaluacion-de-gobierno/item/1009-evaluacion-21-trimestres-de-gobierno-de-enrique-pena-nieto.


      8 “López Obrador es el candidato mejor posicionado para 2018: encuesta”, Animal Político 2 de agosto de 2015.


      9 Consulta Mitofsky ofrece otro dato significativo en una encuesta realizada en mayo de 2017: Vicente Fox tenía 54% de aprobación cuando habían transcurrido cuatro años y medio de su gobierno, Felipe Calderón estaba en 49% y Enrique Peña Nieto tenía 19 por ciento.


      10 “La Estafa Maestra”, Animal Político 2 de septiembre de 2017.


      11 Para consultar la evolución de las encuestas se sugiere visitar Oraculus.mx, una página que concentró los resultados de los principales estudios de opinión.


      12 El País.


      13 “Usuarios afines a Morena…”, Animal Político 5 de julio de 2018.


      Daniel Moreno. Nació en la Ciudad de México el 14 de julio de 1964. Cursó la carrera de Estudios Latinoamericanos en la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM). Es periodista en diversos periódicos y revistas desde 1990. En 2010 fundó Animal Político, una publicación digital independiente nacida en México que se enfoca en la información política del país. Una de sus investigaciones más reconocidas, junto con otros medios, fue “La estafa maestra”, que ganó el Premio Ortega y Gasset de 2018. Durante las elecciones de 2018, encabezó Verificado 2018, un valioso esfuerzo contra las fake news al que se sumaron otros 90 medios.

    

  


  
    
      La casta electoral

      el tumor que hizo metástasis en las autoridades

      de la democracia


      Ana Mercedes Saiz Valenzuela


      El balance entre la independencia y la profesionalización de las autoridades electorales era la clave de la confianza y la credibilidad que tuvieron en sus primeros años de vida independiente, sobre todo el Instituto Federal Electoral (IFE). La evolución institucional marcada por la captura de estas instituciones por los partidos políticos ha provocado que no se hayan remontado sus niveles de confianza, ni siquiera acercarse remotamente a los de 2005.1


      Durante la jornada electoral de julio de 2018, los votos por el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) inundaron el complejo sistema electoral que nos rige, al grado de dejar neutralizadas a las autoridades electorales y exhibir el sinsentido de muchas de sus complicadas reglas.


      En este artículo se exploran las causas de la desconfianza que genera el Instituto Nacional Electoral (INE) y que se extienden a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) y se esbozan algunos cambios para recuperar la credibilidad y la confianza, lo cual, a diferencia de lo que han afirmado después de la elección algunos de sus operadores, no basta con un resultado electoral contundente, ni la alternancia del partido en el gobierno para recuperarlas.


      EL CONTEXTO PREELECTORAL


      Según el informe de Latinobarómetro 2017, el cual se realiza en México desde hace 20 años, preocupa que en la región el declive de la democracia se agudizó en 2017, “con bajas sistemáticas del apoyo y la satisfacción de dicho sistema, así como de la percepción de que se gobierna para unos pocos”.2 México no está fuera del contexto regional; sin embargo, sí se reporta para nuestro país el descenso más significativo de toda la región.3


      La mayor pérdida de apoyo hacia la democracia se documenta para México, al registrarse en la encuesta la caída de 10 puntos porcentuales (es decir, pasó de 48% en 2016 a 38% en 2017), de tal modo que el apoyo a la democracia en América Latina fue de 53% en este periodo.


      En cuanto a la aprobación del gobierno, dicha encuesta regional reporta para México una disminución que involuciona de 46% en 2013 a 35% en 2015 y de 25% en 2016 hasta 20% en 2017; además, que el promedio regional para este indicador en 2017 fue de 36%.4 También cabe destacar que en México los partidos políticos sólo generan confianza a 9% de las personas encuestadas,5 únicamente por encima de El Salvador y Brasil.


      Para 90% de las personas encuestadas por el Latinobarómetro existe la percepción de que el país está gobernado por unos cuantos grupos poderosos en su propio beneficio y que no defienden los intereses de la mayoría,6 mientras que el promedio en la región es de 75 por ciento.


      Si bien el presidente Enrique Peña Nieto fue electo con un cómodo margen de seis puntos porcentuales (38.21% frente a 31.59% de Andrés Manuel López Obrador),7 su elección quedó marcada por el asunto de Monex. En junio, faltando unos cuantos días para la jornada electoral de julio de 2012, tanto los representantes del PRD, Ricardo Monreal, como del PAN, Roberto Gil Zuarth, denunciaron la utilización de tarjetas bancarias distribuidas a través del Banco Monex y exigieron al Instituto Federal Electoral su investigación. Dicha denuncia la resolvería el TEPJF dos años después.8


      La popularidad del presidente Peña Nieto, que inició con 54% de aceptación entre la población, decreció a 22% en agosto de 2017, justo antes de que iniciara el proceso electoral 2017-2018, según Consulta Mitofsky,9 y llegó al nivel más bajo de los últimos cinco presidentes de México.


      El trabajo de investigación periodística “La Casa Blanca de Enrique Peña Nieto”, dado a conocer en noviembre de 2014 por Carmen Aristegui, que evidenció los vínculos del presidente Peña Nieto con la constructora Grupo Higa después de la cancelación de la licitación del tren de alta velocidad México-Querétaro, ganada por China Railway Construction Corporation, propiedad del gobierno chino y en la que figuraban esa constructora y dos más vinculadas con el PRI y con Peña por una casa en Las Lomas con valor de siete millones de dólares, dio otro golpe a la credibilidad del presidente y provocó la salida del aire de dicha locutora.10


      Aunado a lo anterior, meses antes del inicio del proceso electoral de 2017-2018 había 16 exgobernadores de diferentes entidades del país bajo procesos de extradición, presos, prófugos, con procesos judiciales o investigados11 por cargos como peculado, abuso de autoridad, enriquecimiento ilícito, delincuencia organizada, lavado de dinero, defraudación fiscal y tráfico de influencias, buena parte de ellos vinculados directamente con el PRI y con Peña Nieto. Cabe mencionar que durante las distintas etapas de estos procesos de procuración e impartición de justicia se han evidenciado las complicidades y torpezas de distintas instancias del país.


      Otro rasgo de este sexenio han sido las violaciones a los derechos humanos documentadas y denunciadas por los relatores del sistema de Naciones Unidas y por las organizaciones de la sociedad civil.


      LAS INSTITUCIONES ELECTORALES


      El INE se creó como parte del Pacto por México, acuerdo suscrito al iniciar el gobierno por el propio presidente Peña con los representantes de los distintos grupos parlamentarios en el Congreso de la Unión (PAN, PRI, PRD y PVEM), los secretarios de Estado, los gobernadores, los gobernadores electos y el jefe de gobierno electo de la Ciudad de México.


      El día en que se promulgó la reforma en materia político-electoral se realizó un evento en el Alcázar de Chapultepec, en el que el presidente resaltó la nueva posibilidad de formar gobiernos de coalición, la igualdad de género, la reelección legislativa y la creación del Instituto Nacional Electoral. Esta institución que proviene del IFE, explicó Peña Nieto, ahora tendrá nuevas funciones y mayor participación en los procesos electorales locales y en su relación con los organismos estatales, su Consejo General estará integrado por 11 consejeros, “será imparcial, objetivo, autónomo y ciudadano y tendrá la facultad para atraer asuntos de la competencia de los órganos electorales locales, incluso la organización total de las elecciones…”12


      La reforma electoral de 2014 se aprobó con el Consejo General del INE mermado, pues dos meses antes había renunciado Sergio García Ramírez, exsecretario general del PRI, quien votó en contra el proyecto de sanción por el asunto de Monex, exonerando así a su partido de una multa de 75 millones de pesos, aun cuando se había excusado previamente de participar en la discusión por relaciones de amistad con una familia vinculada con las empresas intermediarias señaladas en la investigación.13


      Los últimos seis meses de vida del IFE transcurrieron con un Consejo General incompleto, integrado por Marco Antonio Baños, Lorenzo Córdova Vianello, María Marván Laborde y Benito Nacif Hernández, Consejo que funcionó con una presidencia rotativa, con la limitación de ser número par y, en consecuencia, incapaz de tomar acuerdos en casos de empate.


      Después de varios meses de negociaciones y acorde con el nuevo texto del artículo 41 constitucional, el Consejo General quedó integrado en abril de 2014 por 11 personas y presidido por Lorenzo Córdova, designado para un periodo de nueve años. Se mantuvieron como consejeros Marco Antonio Baños y Benito Nacif, a los que se sumaron Enrique Andrade, Adriana Favela, Beatriz Galindo, Ciro Murayama, José Roberto Ruiz, Pamela Sanmartín, Arturo Sánchez y Javier Santiago con los votos del PRI, PAN, PVEM, Nueva Alianza y una mayoría del PRD, con el voto en contra de Movimiento Ciudadano, PT y de algunos perredistas.


      Cabe mencionar que no se consideró en la negociación a Andrés Manuel López Obrador, quien había obtenido el segundo lugar como candidato a la Presidencia de la República en dos ocasiones, una por la Coalición por el Bien de Todos en 2006 y otra por el Movimiento Progresista en 2012, ambas formadas por los partidos de izquierda PRD, PT y MC. Al momento de las negociaciones, el ahora presidente electo encabezaba el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) como asociación civil, el cual obtendría su registro como partido político nacional dos meses después de la designación de los nuevos integrantes del Instituto Nacional Electoral.


      Resulta interesante observar que ni en la exposición de motivos de la reforma constitucional, ni en la iniciativa de la LEGIPE presentada por el PAN aparece argumento alguno sobre el aumento de nueve a 11 integrantes del órgano máximo de dirección. Esto nos lleva a suponer que se debió simplemente a lograr una negociación por cuotas partidistas.


      La creación del INE y la integración de su Consejo General sucedió, por un lado, con el asunto Monex, pendiente de resolución por el TEPJF y un mes después de la presentación del informe de la llamada “Comisión Monex” formada en la Cámara de Diputados,14 la cual concluyó que el presidente Peña Nieto había gastado en su campaña 13 veces más del tope permitido por la ley, es decir, más de 4 500 millones de pesos.15 Por el otro, esto ocurrió no sólo sin el aval, sino también con el recelo de Andrés Manuel López Obrador y una historia previa de desencuentros con el IFE.


      Vale la pena recordar que el Consejo General que calificó las elecciones presidenciales del año 2000 estaba presidido por José Woldenberg e integrado por un grupo de conocedores de la materia electoral, básicamente académicos: José Barragán, Jaime Cárdenas, Alonso Lujambio, Mauricio Merino, Juan Molinar, Jacqueline Peschard y Emilio Zebadúa, excepto Jesús Cantú, que era periodista. Esta integración gozó del aval de todos los partidos políticos, a diferencia del Consejo General del INE, y generó confianza entre la ciudadanía.


      Una vez instalado ese Consejo General del IFE de 1996, sus integrantes se avocaron a formar los consejos locales y distritales en las 32 entidades y en los 300 distritos electorales, para lo cual viajaron a cada entidad de la República a entrevistarse con actores clave. Una vez integrados, se estrenaron con las elecciones intermedias de senadores y diputados y la primera en el Distrito Federal, en la que resultó electo Cuauhtémoc Cárdenas como primer jefe de gobierno, quien había sido el candidato derrotado en la elección presidencial de 1988, que dio como ganador, una semana después de la llamada “caída del sistema”, a Carlos Salinas de Gortari.


      A diferencia del INE, el IFE autónomo arrancó con el pie derecho. El acuerdo político lo respaldaba, los contrapesos funcionaban y la reforma electoral de 1996 empezaba a rendir frutos. La institución se preparaba así para la elección presidencial del 2000.


      Las decisiones que se proponían al Consejo General por las áreas ejecutivas de la institución las discutían los integrantes del Consejo en comisiones y se votaban en Consejo. Así, se aprobó por primera vez que se llevara a cabo el PREP de manera interna en la institución, que se contara con un sistema de información durante la jornada electoral que permitiera tener datos oportunos acerca del desarrollo de la jornada electoral, la creación de una red informática propia y hasta se decidieron las históricas multas al PRI por el asunto conocido como “Pemexgate” de 1 000 millones de pesos y a la Coalición Alianza por el Cambio —la cual llevó al presidente Vicente Fox a la victoria—, formada por el PAN y el PVEM, por el asunto de “Amigos de Fox” de 545 millones de pesos.16


      Ahora bien, en un principio la reforma político-electoral de 2014 parecía perfilarse como una ambiciosa transformación a una única autoridad electoral nacional, pero después de las negociaciones acabó en la división de facultades entre el INE y los organismos públicos electorales locales OPLE y la coexistencia simultánea de un sistema nacional con mayores atribuciones que las que tenía en el IFE y 32 sistemas electorales de las entidades.


      La estructura en la que se basa el complejo sistema electoral mexicano, retomada y engrosada por la reforma político-electoral de 2014, consiste a grandes rasgos en una autoridad nacional, con estructura y oficinas en las 32 entidades del país y en los 300 distritos electorales; además, existen a la par de las 32 autoridades electorales, que al igual tienen sedes en los distritos electorales locales e incluso en muchos casos en algunos municipios. Todo ello se traduce en costosas estructuras espejo o duplicadas en los niveles federal y local.


      El diseño institucional del IFE, retomado ahora para el INE, acabó de formarse en 1996 cuando se le dotó de autonomía del Poder Ejecutivo, reconocida a nivel constitucional, y se ideó que estuviera sostenido por dos pilares: uno de carácter ejecutivo/técnico y el otro integrado por ciudadanos independientes con conocimientos electorales elegidos por las dos terceras partes de la Cámara de Diputados. Debido al desarrollo y la complejidad de las normas electorales, resultaba importante que los consejeros contaran con un equipo de apoyo que les funcionara para realizar de manera informada la toma de decisiones.


      El órgano superior —el pilar “ciudadano” del instituto— es el Consejo General, el cual funciona en pleno y en comisiones, mientras que la Junta General Ejecutiva —el pilar técnico de la autoridad electoral— está integrada por el secretario ejecutivo y los directores ejecutivos titulares de las áreas técnicas, como la dirección de organización electoral, la de capacitación electoral y educación cívica, la de prerrogativas y partidos políticos, la del Registro Federal de Electores, la de administración, la Unidad de Fiscalización, etc. Esta estructura se replica, con algunas diferencias, en cada entidad federativa, en cada uno de los 300 distritos electorales plurinominales y en cada uno de los 32 OPLE.17


      En todo ello se tomaron en cuenta sólo a las autoridades administrativas, ya que las jurisdiccionales electorales están compuestas por el TEPJF, el cual tiene una Sala Superior cuya sede está en la Ciudad de México, que es la máxima autoridad en la materia, cuyas decisiones son definitivas e inatacables. Asimismo, existen cinco salas regionales y la sala regional especializada, cada una integrada por tres magistrados, además de que cada una de las 32 entidades de la República tiene su propio tribunal electoral, integrado por tres a cinco magistrados, cada uno con su ponencia o equipo de trabajo constituido por secretarios de estudio y cuenta y oficiales.


      Ese complicado entramado pretendió establecer contrapesos que generaran confianza en los actores políticos y en la ciudadanía. Con ello se buscó la participación como consejeros de personas con perfiles profesionales que garantizaran independencia y conocimientos relevantes en materia de ciudadanía, democracia, ciencias sociales y asuntos electorales.


      Ahora bien, una de las nuevas atribuciones que ejerció el recién integrado Consejo General del INE durante 2015 y 2016 fue designar a los titulares de los OPLE. El procedimiento que se aprobó buscaba tomar como criterios de selección las credenciales académicas y, sobre todo, los conocimientos técnicos en materia electoral. Para ello los instrumentos fueron una convocatoria para que las juntas locales integraran los expedientes de los aspirantes y los remitieran a la Comisión de Vinculación, formada por miembros del Consejo General. Así se verificaba el cumplimiento de requisitos, se aplicó un examen de conocimientos en materia electoral, la elaboración de un ensayo presencial, una valoración curricular y, por último, una entrevista. Finalmente, esta etapa fue discrecional y la que más ponderación recibía en la evaluación, al grado de convertirse en un mecanismo para influir en la decisión supuestamente objetiva y dar paso a las cuotas partidistas, así como a la colonización de las autoridades electorales.


      Con dicho método se seleccionó a los integrantes de los órganos de dirección de los 32 OPLE durante 2014 y 2015. Este mecanismo tuvo como acierto garantizar la paridad de género en la integración de los consejos de los OPLE, pero los criterios de selección privilegiaron a los burócratas electorales, conocedores de las minucias del complejo sistema electoral que se ha desarrollado hasta un grado ridículo. Sin embargo, el método deja de lado la garantía de independencia en el desempeño de los seleccionados como consejeros que son expertos operadores electorales que pasan del ámbito jurisdiccional y administrativo a los órganos de dirección.


      Finalmente, la Sala Superior del TEPJF con su tesis jurisprudencial 1/201818 decretó la inconstitucionalidad del requisito que la LEGIPE y antes el Cofipe solicitaban para desempeñar el cargo de consejero electoral: no haber sido miembro del Servicio Profesional Electoral Nacional durante el último proceso electoral celebrado en la entidad, por ser una restricción desproporcionada que no persigue finalidad legítima, pues, por el contrario, se garantizan los principios de la función electoral y la profesionalización de las autoridades electorales.


      De esa manera se fortaleció aún más una enorme burocracia, una electocracia, tanto federal como local, a la que prácticamente se le puede identificar como una casta electoral que desechó los contrapesos entre los órganos directivos y técnicos de las autoridades electorales. Tal fue la diferencia entre los primeros consejeros del IFE y los del INE y los OPLE. Los primeros, por su trayectoria profesional y el acuerdo político que los respaldó, garantizaron un grado de independencia que no se detecta en los nombrados recientemente, lo cual con toda seguridad se reflejaba en los niveles de confianza de los que gozaba la institución.


      Como ejemplo de lo anterior, basta recordar la designación de los tres consejeros electorales del Consejo General del INE en marzo de 2017. Ello ocurrió después de un procedimiento supuestamente imparcial ideado por la Jucopo y puesto en práctica por el Comité Técnico de Evaluación19 cuando se renovaron tres consejeros.


      Igual que como se describió para la designación de los consejeros de los OPLE, para seleccionar a los nuevos integrantes del Consejo General del INE se aplicó un examen de conocimientos en materia electoral y después una entrevista, de nuevo un mecanismo en el que se cuelan los vicios descritos: la reproducción de las cuotas partidistas y la colonización de las autoridades electorales, de tal modo que de nueva cuenta se dejó fuera del acuerdo a Morena.20 Después de este proceso se eligieron a Jaime Rivera, exdirector de Organización Electoral en el INE y consejero del OPLEE de Michoacán, quien —según una entrevista concedida a La Jornada— no reparó en señalar que fue una carta del PAN.21 Dania Paola Ravel, exasesora del consejero electoral Marco Baños y consejera en el órgano electoral de la Ciudad de México, impulsada por la bancada del PRI22 y por el propio consejero Baños, y Beatriz Zavala, expresidenta también del IEDF y exsecretaria de estudio y cuenta del magistrado de la Sala Superior del TEPJF, Salvador Nava, impulsada por el PRD.23


      De nuevo se reitera la designación por cuotas partidistas, dejando fuera de la negociación al ahora partido que representa la primera fuerza electoral en el país y usando como pretexto la profesionalización, sin que hayan obtenido resultados sobresalientes, como lo hizo ver en tribuna Rocío Nahle, coordinadora de Morena en la Cámara de Diputados.


      Los mismos vicios en la designación de los consejeros del Consejo General del INE son perfectamente aplicables a los integrantes de la Sala Superior del TEPJF cuya actuación ha generado desconfianza profunda de la sociedad por la inconsistencia de sus fallos y decisiones parciales y erráticas.24


      El INE inició el proceso electoral 2017-2018 el 8 de septiembre con muy poco respaldo ciudadano. En la encuesta de confianza en las instituciones realizada por Consulta Mitofski presentaba su índice histórico más bajo desde septiembre de 2004. Según esta casa encuestadora, la institución electoral obtuvo 5.7 de calificación entre los entrevistados y pasó de una institución de categoría media a baja en cuanto a su confianza, aunque su peor momento fue en octubre de 2017 de 14 años medidos.25


      Según el reporte de Confianza en las Instituciones, de la Encuesta Nacional Trimestral de marzo de 2017 rendido por Buendía y Laredo, las personas que confían poco o nada en el IFE / INE aumentaron de 43 a 56% entre mayo de 2010 y marzo de 2017.26


      El 8 de septiembre de 2017 inició el proceso electoral en el que se eligieron más cargos simultáneamente por primera ocasión después de la homologación de los calendarios electorales: 18 299 entre la Presidencia de la República, diputaciones federales, senadurías, ocho gubernaturas y la jefatura de gobierno de la Ciudad de México, presidencias municipales, alcaldías, concejales, regidurías y juntas municipales. El reto de organizar este megaproceso electoral sucedió cuando el INE cumplía tres años de vida y contaba con la experiencia de poner en marcha la reforma electoral durante la elección federal de diputados y senadores y 22 elecciones estatales de gobernador27 en 2015 y 2016.28


      El desenlace fue diametralmente distinto del de la elección del Estado de México, descrito en El infierno electoral, pero el desarrollo del proceso electoral fue tristemente similar marcado por la violencia y plagado de prácticas de compra y coacción del voto.29 Apenas un mes antes de la jornada electoral se evidenciaron las limitaciones del sistema de fiscalización del INE por la investigación “Dinero bajo la mesa: financiamiento y gasto ilegal de las campañas políticas en México”.30


      A pesar de la megaestructura “profesionalizada”, en la parte técnica este último proceso electoral tampoco arrojó mejores resultados que los procesos electorales anteriores. Como ejemplos basta decir que a cinco días de la jornada electoral se registraba 34% de sustituciones de funcionarios de casilla y faltaba conformar 10% de las casillas, porcentajes altos respecto a otros procesos electorales. El avance del Programa de Resultados Electorales Preliminares fue el más lento comparado con procesos electorales anteriores y llegó apenas a 50% de las actas capturadas alrededor de las 5:30 de la mañana y a 70% cerca de las 10:00 de la mañana, mientras que en los dos procesos anteriores dichos porcentajes se habían alcanzado a las 2:00 y a las 4:00 de la madrugada, respectivamente. En este proceso electoral, el PREP cerró con 93.5% de casillas capturadas, mientras que en 2012 se logró 98.95% y en 2015, 98.63 por ciento.


      El INE, contrariamente a las declaraciones triunfalistas de su consejero presidente, esta vez corrió con suerte.


      CONCLUSIONES Y PROPUESTAS


      Como se mencionó, el sistema electoral mexicano se ha complicado de manera exponencial. Las reglas se han complejizado de tal modo que, en vez de brindar claridad y certidumbre, se traducen en una rigidez y opacidad que no genera confianza en la ciudadanía. Así, las autoridades electorales están colonizadas e integradas por una casta electoral con ingresos millonarios, plagada de duplicidades y compuesta por cuotas partidistas.


      No es válido suponer que la solución sea integrar a Morena al acuerdo y darle posiciones dentro del INE y de la Sala Superior del TEPJF. Más bien, se tiene que reformar profundamente el sistema electoral para simplificarlo y devolverle la legitimidad, así como extirparle los tumores que lo han contaminado.


      Un camino sería adelgazarlo, además de quitarle facultades para reducir la carga política. Por ejemplo, toda la labor de fiscalización de los recursos de partidos y candidatos podría pasar a la Auditoría Superior de la Federación, la cual ha demostrado tener una solidez técnica y una actuación independiente del Poder Ejecutivo y de los partidos políticos; de ahí los embates que ha recibido recientemente. Las facultades relativas a los medios de comunicación podrían estar a cargo del Instituto Federal de Telecomunicaciones, que es un órgano constitucional autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios.


      Las funciones de la Sala Superior del TEPJF, podrían incorporarse a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como mantenerse las salas regionales y la especializadas como parte de la estructura del Poder Judicial de la Federación para resolver todas las controversias en materia electoral y desaparecer la Sala Superior y los tribunales electorales de los estados, que en realidad funcionan como una costosa instancia de trámite antes de que los asuntos se resuelvan en el ámbito federal.


      Se debe dar el paso que no se dio en la reforma de 2014, terminar con las duplicidades y las simulaciones y tener una sola autoridad de carácter nacional que absorba a los mejores elementos de los OPLE. Asimismo, deben desaparecer el Consejo General del INE y los OPLE, que son estructuras costosísimas que ya no ofrecen contrapeso alguno.


      Imagino tener a una persona encargada de dirigir el INE, designada con el consenso de todas las fuerzas políticas, dedicado básicamente a las labores del Registro Federal de Electores, organizar la elección, los cómputos y dar resultados, con instancias colegiadas integradas por los directores y representantes partidistas con voz para participar en las decisiones técnicas —sin remuneraciones extras por su desempeño en el INE— y un consejo consultivo honorario, similar al de la CNDH, IFETEL o Conapred.


      Dicha autoridad electoral debería tener una sola delegación por entidad y por distrito para dar a todos certidumbre y una calidad similar en la organización de los procesos electorales y trabajar para consolidar un sistema profesional electoral, en el que sus capacidades y conocimientos técnicos sostengan a sus integrantes en su encomienda y con posibilidades de ascenso.


      Finalmente, otro contrapeso necesario para el sistema electoral se lograría con una Fiscalía Electoral provista de independencia real del Poder Ejecutivo y con una observación electoral permanente y fortalecida.
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      2018, el crimen también salió a “elegir”


      Jenaro Villamil


      El martes 10 de julio de 2018, a poco más de una semana de la intensa jornada de los comicios federales y estatales, el presidente del Instituto Nacional Electoral, Lorenzo Córdova, afirmó con optimismo ante el periódico El Universal que los “teóricos del fraude se quedaron sin materia y lo que hoy tenemos es la reivindicación de que México probó una vez más de manera consistente, irrefutable desde mi punto de vista, que las condiciones democráticas de nuestro sistema electoral estaban dadas”.1


      El optimismo del presidente del INE fue desbordado. Todo parecía haber salido mucho mejor que los escenarios más optimistas, incluso. Hubo un claro ganador, los otros adversarios admitieron su derrota y se puso en operación una transición “tersa” del gobierno saliente de Enrique Peña Nieto hacia el futuro presidente Andrés Manuel López Obrador.


      La fiesta democrática de aquel domingo 1 de julio opacó el otro rostro de las campañas que se fue documentando a cuentagotas, como una realidad que desbordaba a los partidos, a los candidatos y, por supuesto, a los cuerpos de seguridad responsables de procurar justicia.


      Lorenzo Córdova no mencionó en esa ni en ninguna otra entrevista el fenómeno que manchó toda la precampaña y la campaña electoral: la contienda de 2018 fue, con mucho, la más violenta en la historia reciente del país. El mismo 1 de julio se registraron al menos 138 agresiones y siete asesinatos en 26 entidades del país, según el informe de Consulta Etellekt, un organismo que acaparó la atención con sus siete informes sobre progresión de los homicidios y ataques entre septiembre de 2017 y junio de 2018.2


      “Situación que puede comprometer a futuro la seguridad personal de las nuevas autoridades y funcionarios principalmente del nivel municipal”, advirtió la consultora.


      El séptimo informe sobre violencia política de Etellekt reveló que la violencia en 2017-2018 fue 11 veces mayor que la registrada en las campañas de 2011-2012: hubo 774 agresiones contra políticos y 429 contra funcionarios no electos, es decir, funcionarios designados cuyos cargos de responsabilidad no dependían del proceso electoral.


      Estas agresiones sumaron 152 asesinatos a políticos, 48 de los cuales fueron precandidatos y candidatos a distintos cargos locales (alcaldes, regidores y diputados locales) y 371 funcionarios asesinados, una cifra récord en la historia reciente del país. De esas 774 agresiones, 20% fueron homicidios, 36% amenazas e intimidaciones, 16% agresiones físicas, 8% agresiones con armas de fuego y 6% asaltos con violencia.


      La explicación de las autoridades federales, como la del propio comisionado nacional de seguridad pública, Renato Salas, o la del presidente Enrique Peña Nieto, responsabilizaba este nivel de violencia a la disputa generalizada entre los cárteles del crimen organizado en todo el país. Era el “clima de violencia general” y no el proceso electoral lo que explicaba este fenómeno que llamó la atención mundial.


      El mismo día que el presidente Enrique Peña Nieto lanzó su vigésimo discurso de automotivación política —en el cual dijo que los mexicanos “nos autoflagelamos, decimos que estamos mal y en un escenario crítico”—, tres aspirantes a puestos de elección popular se sumaron a la lista de 102 asesinatos contra políticos y candidatos políticos de todo el país.


      Ante la Asociación Nacional de Usuarios de Riesgo (ANUR), Peña Nieto insistió en que existen avances y presumió cifras de generación de empleo, mientras el sindicato patronal de la Coparmex y el Consejo Coordinador Empresarial (CCE) exigieron a su gobierno frenar la violencia y el crimen “nunca antes vistos”.


      “La inseguridad está causando un severo daño económico, un impacto sobre la capacidad de nuestro país para atraer inversiones, generar empleos y desarrollar un círculo virtuoso de pacificación a partir de la generación de riqueza”, advirtió Gustavo de Hoyos Walther, presidente de la Coparmex.


      El reproche para el primer mandatario fue muy claro: la violencia generalizada no se trata de “flagelación” sino de una realidad tremenda. El cierre del sexenio de Peña Nieto es el peor en cuanto a niveles de violencia, inseguridad y crímenes en los últimos 18 años: hay 90 ejecuciones diarias, 25% más que en el mismo lapso de 2017; el robo a combustible creció 34% en marzo y el robo a mercancías es 108% mayor que en el primer trimestre de 2016 y 65% más que en 2017, respectivamente.


      Esta violencia, por supuesto, permeó las campañas electorales, pero se insistió en minimizar su vinculación con la narcopolítica y la corrupción que permeaba a los distintos niveles de gobierno. ¿Cómo iban a admitir el presidente de la República o el consejero presidente del INE que el crimen también “jugó” con sus propias apuestas en esta contienda?


      Las mismas cifras y datos aportados por Renato Sales, consejero de seguridad pública, contrastaron con el recuento de consultoras como Etellekt o el seguimiento de los medios impresos. El 14 de junio, Sales dijo que los políticos asesinados sumaban 95 —de los cuales 41 eran candidatos—, cuando Etellekt afirmó que tenía un total de 113 homicidios a políticos, 44 de ellos candidatos.


      MATAR PARA IMPONER


      Matar adversarios políticos se convirtió en un peligroso “negocio” y en un modus operandi que tiñó de un color rojo imparable a toda la contienda federal y a los comicios estatales y municipales, especialmente en 11 entidades del centro-sur del país.


      La misma presidenta de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Janine Otálora Malassis, advirtió en entrevista con Proceso que este nivel de violencia era más preocupante que el conflicto poselectoral porque “demostraba que de antemano los grupos criminales estaban dispuestos a imponer funcionarios, en especial alcaldes y regidores afines”, desde antes de las urnas.


      En algunos casos los crímenes se cometieron en acuerdo con los partidos políticos. En otros, el homicidio o la agresión fue el mensaje intimidatorio para los partidos o para quienes apoyaban a los candidatos.


      Los estados con mayor número de crímenes a aspirantes a cargos de elección popular fueron Puebla y Guerrero. En el primero, la disputa por la gubernatura y las alcaldías demostró el nivel de agresividad del cacicazgo de Rafael Moreno Valle. Ahí hubo 125 agresiones a políticos, de los cuales 15 fueron asesinados.


      En Guerrero, el número de homicidios a políticos se elevó a 29, incluidos varios candidatos a alcaldes y regidores, con un elevado número de mujeres asesinadas: cinco candidatas.


      Guerrero también es la entidad con mayor número de cárteles de la droga y grupos armados que se disputan regionalmente la entidad. Un reporte del gobierno de Héctor Astudillo, del 27 de junio, reveló que existen 19 “grupos civiles armados” que operan en 50% del territorio estatal —40 de los 81 municipios—, donde 18 bandas criminales se disputan el control de las zonas de producción, trasiego y venta de drogas en las siete regiones de la entidad.3


      Además de la fuerte presencia de la Coordinadora Regional de Autoridades Comunitarias (CRAC), que aglutina a policías comunitarias de 15 municipios de la costa chica y 19 de la montaña de Guerrero, existen bandas dedicadas al secuestro, extorsión y tráfico de drogas identificadas como “Los Marín”, “Los Carrillo”, “Los Añorve” y otras bandas que emergieron tras desmembrarse el cártel de los Beltrán Leyva, como “Los Rojos”, “Los Guerreros Unidos”, “Los Ardillos”, entre otros.


      En Acapulco, la plaza más importante en la disputa de las bandas regionales, existe una confrontación continua entre los remanentes del cártel de Beltrán Leyva y el Cártel Independiente de Acapulco, donde también operan las policías comunitarias de las CRAC y los grupos de autodefensa de la UPOEG.


      A su vez, en la zona centro de la entidad están confrontados “Los Rojos” y “Los Ardillos”, con sus respectivas extensiones armadas conocidas como “autodefensas”, así como las guardias comunitarias en Mezcala, Tlacotepec, Chihihualco, Petaquillas y Chilapa.


      En las regiones norte y Tierra Caliente de Guerrero operan grupos como La Familia Michoacana, Gente Nueva y Los Rojos, así como los Caballeros Templarios y el Cártel Jalisco Nueva Generación, todos ellos grupos criminales emergentes tras el desmembramiento del Cártel de Sinaloa, encabezado por Joaquín El Chapo Guzmán.


      Todos estos grupos tienen sus intereses en el control de los municipios. En algunos casos financiaron campañas y en otros simplemente eliminaron a aspirantes a cargos de elección popular que no se comprometieron a defender sus intereses.


      En Guerrero fue asesinado el 20 de mayo en la carretera Tlapa-Puebla el representante del INE en la entidad, Jorge Nájera García. Hasta que ocurrió este homicidio, el consejero electoral del instituto, Marco Antonio Baños, admitió la urgencia de mejorar las condiciones de seguridad de los cerca de 36 000 funcionarios del organismo en todo el país.


      Un reportaje publicado en el portal Animal Político relató casos como los siguientes en Guerrero: en Ciudad Altamirano, cabecera municipal de Pungarabato, el aspirante a alcalde de Morena, Luis Avellaneda, era un fantasma. Su nombre apareció en las boletas electorales, pero él nunca hizo campaña porque un grupo criminal lo amenazó y prefirió irse del territorio. Por otro lado, su padre, el empresario melonero Jesús Avellaneda Chávez, fue asesinado en 2012 en Rivapalacio, Michoacán.


      Lo mismo ocurrió en municipios como Arcelia, Apaxtla de Castrejón, Eduardo Neri y Quechultenango, donde un precandidato a alcalde de Movimiento Ciudadano fue asesinado en noviembre de 2017. El mensaje enviado fue muy claro para la mayoría de los partidos.


      El 1 de junio de 2018, el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Guerrero (IEPCG) admitió que se registraron 440 renuncias a candidaturas, 5% de los postulados, 63 casos más que en los comicios estatales de 2015.4


      Igualmente, Rodrigo Salado Agatón, candidato a regidor del PRI en el municipio de San Marcos, de la costa chica de Guerrero, fue asesinado el 31 de mayo en la región de Los Amates. Lo mismo le ocurrió al candidato a diputado local del distrito 17 de Tierra Caliente y alcalde con licencia de Coyuca de Catalán, Abel Montúfar Mendoza, también del PRI.


      Asimismo, el dirigente del Partido Encuentro Social (PES), Gabriel Hernández Alfaro, fue asesinado el 18 de enero; la precandidata del PRD por el distrito 25; Antonia Jaimes Moctezuma fue ejecutada el 21 de febrero; cuatro días después asesinaron a la candidata priista por el distrito 25 (Chilapa), Nayeli Rebaja Pedro, y el precandidato a la alcaldía de Zihuatanejo por el PRD, Homero Bravo Espino, también fue asesinado el 25 de febrero.


      A su vez, el 15 de junio, a unas cuantas semanas de las elecciones, 10 candidatos del PRD en Guerrero renunciaron ante la presunta presión de grupos criminales.


      Junto con Guerrero, Oaxaca y Michoacán concentraron 50% de los asesinatos a candidatos y candidatas desde septiembre de 2017 a junio de 2018.


      Pamela Terán Pineda, aspirante a segunda concejal de la coalición Todos por México en Juchitán, fue asesinada a principios de junio. Era hija de Juan Terán, presunto líder del cártel de Juchitán y quien fue detenido en 2017 por cometer los delitos de portación de armas de fuego, extorsión y lesiones contra la salud.


      Cinco días antes de los comicios del 1 de julio sumaban cinco candidatos asesinados en esta entidad. El caso más destacado fue el crimen del aspirante a diputado local por Morena en el distrito 21, Emigdio López Avendaño, junto con otras cuatro personas más que fueron balaceadas en el municipio de San Vicente Coatlán, en la región de los valles centrales.


      A su vez, en una sola semana, en Michoacán asesinaron en junio a Fernando Ángeles Juárez, candidato del PRD a la presidencia municipal de Ocampo; a Alejandro Chávez Zavala, candidato a alcalde de Taretan por la coalición del PAN-PRD-MC, y a Omar Gómez Lucatero, aspirante independiente a la alcaldía de Aguililla, ultimado cuando regresaba de un mitin político.


      De manera excepcional, el exdiputado Miguel Amezcua Manzo, candidato a alcalde priista por Tangamandapio, fue atacado a tiros el 18 de junio, pero salió ileso.


      Otra entidad con un fuerte repunte de la violencia electoral fue Guanajuato. Ahí fue asesinado Jesús Nolasco Acosta, de 42 años, candidato suplente a segundo regidor de la coalición Morena-PES-PT del ayuntamiento de León; además, el 11 de mayo fue asesinado el candidato a alcalde de Apaseo el Alto, José Remedios Aguirre, también de la coalición Morena-PES-PT.


      TENDENCIAS DE LA VIOLENCIA


      La violencia de la campaña electoral no estaba al margen de la ola de homicidios que convirtieron a 2017 en el más violento y mucho menos de la situación en el primer semestre de 2018. A nivel nacional se cometieron 13 738 homicidios dolosos entre enero y junio de 2018, 15% más que en 2017.


      La violencia escaló a tal grado que la situación particularmente grave fue la de Guanajuato, entidad que pasó de una tasa de 8.8 a 20.2 homicidios por cada 100 000 habitantes, la más alta de la historia de esta entidad gobernada por panistas desde hace más de dos décadas.


      El especialista Asael Nuche apuntó, en su artículo “Se buscan tecnócratas en seguridad”, lo siguiente:


      Hoy la mayoría de los titulares de seguridad pública estatales son civiles y únicamente cinco de los 32 provienen de las fuerzas armadas.


      Por otra parte, 75% de los secretarios de seguridad tienen menos de dos años en el cargo; es decir, quienes encabezan las instituciones de seguridad promedian pocos años al frente de ellas. Por otro lado, en su trayectoria es fundamental que cuenten con experiencia operativa relevante; sin embargo, en este rubro, del total de los secretarios de seguridad actuales, sólo 13 cuentan con experiencia en instituciones de seguridad pública estatales o federales.5


      Esta inexperiencia o escaso conocimiento con los antecedentes y el contexto real de lo ocurrido en cada entidad explica por qué las instancias de seguridad pública fueron rebasadas por la ola de violencia que se disparó en 2018.


      Por otra parte, el quinto y el séptimo informes de la consultoría www.entellekt.com constituyeron un dramático recuento del panorama más anormal que se vivió en unos comicios federales y estatales, a saber:


      a) Comparado con las elecciones federales de 2015, el número de homicidios a candidatos y precandidatos entre septiembre de 2017 y mayo de 2018 representó 385% más: 112 asesinatos en este periodo, contra 21 de 2015.


      b) De los 112 asesinatos cometidos a políticos y aspirantes a cargos de elección popular, 83% han sido ejecuciones “con el sello característico del crimen organizado”, advirtió la consultoría. A esta cifra hay que sumar 44 atentados contra familiares de políticos.


      c) Del total de asesinados, 17 corresponden a precandidatos, 17 a exalcaldes, 13 a regidores, 13 a militantes, 12 a presidentes municipales en funciones, nueve a dirigentes partidistas, seis a candidatos y seis a excandidatos.


      d) La entidad que encabeza el mayor número de ejecuciones y agresiones a políticos es Guerrero (22), que junto con Oaxaca, Jalisco, Michoacán, Colima y Nayarit suman 50% ciento de los casos, mientras que 85% de los casos pertenece al ámbito municipal.


      e) La segunda zona de mayor riesgo es la del centro del país, donde Puebla, Hidalgo, Estado de México y Guanajuato suman 25 asesinatos contra políticos.


      A su vez, en el norte, Chihuahua registra cinco casos de asesinatos:


      a) Además de los asesinatos, la consultora hizo una suma de agresiones globales registradas en 2018, que ascienden a 357, de las cuales 72% se ha dirigido a políticos opositores. Cabe señalar que Puebla es la entidad que encabeza esta lista con 47 agresiones, seguida de Guerrero con 44, Veracruz con 33, Oaxaca con 32, Estado de México con 31 y Michoacán con 21.


      b) El mismo reporte advierte que “entre el 8 y el 26 de mayo de 2018 se produjo un total de 52 agresiones contra políticos y candidatos, 20 de las cuales se dirigieron al partido Morena en 12 entidades del país: Zacatecas, Ciudad de México, Chihuahua, Puebla y Nuevo León, principalmente”.


      c) Por alianzas electorales, los asesinatos se distribuyeron de la siguiente manera: la coalición PAN-PRD-MC registró 37 homicidios, mientras que la coalición oficialista del PRI-PVEM-NA cuenta 36 asesinatos de sus políticos y la coalición Morena-PT-PES registró 16.


      d) En el séptimo informe, el número de políticos asesinados se elevó de 112 a 152, de los cuales 28 eran precandidatos, 20 candidatos a puestos de elección, es decir, un total de 48. De los 20 candidatos asesinados, 15 aspiraban a puestos de elección municipal, cuatro a diputados locales y uno a diputado federal.


      e) Durante todo el proceso electoral, al menos 161 candidatos fueron víctimas de amenazas y actos intimidatorios. Los 774 ataques se presentaron en las 32 entidades y en 440 municipios del país (18% del territorio nacional).


      f) El día de la elección, el 1 de julio, se registraron al menos 138 agresiones globales en 27 entidades, en las que Puebla registró el mayor número con 28, seguida de Guerrero con 16, Michoacán y Sinaloa con 11 cada uno, y Chiapas y San Luis Potosí con siete cada uno.


      Al menos 115 de estas agresiones fueron contra políticos y militantes de oposición y electores, respecto a los partidos gobernantes en cada entidad.


      De tales agresiones, 50 fueron cometidas por comandos armados, 30 por grupos de choque, 31 por militantes de partidos políticos (incluidos funcionarios y policías municipales), nueve por secuestradores, dos por crimen organizado y otras 16 por anónimos, asaltantes y pobladores. Veamos:


      a) En la recta final del proceso electoral se agudizaron los homicidios entre partidos políticos en el ámbito local, que dejaron al menos 10 militantes asesinados. De éstos, cinco eran del PRD en el Estado de México, tres del PRI en Michoacán, uno del PRI en Guerrero y uno más de Morena en Chiapas. Otros seis militantes fueron asesinados por comandos armados y desconocidos en los estados de Puebla (dos), Michoacán (uno), Quintana Roo (uno), Tabasco (uno) y Guerrero (uno).


      b) La consultora concluyó que 69% de los 152 asesinatos y más de 70% de las agresiones contra políticos se dirigieron contra integrantes de partidos de oposición vinculados con los partidos gobernantes en cada una de las entidades donde ocurrieron estos ataques.


      c) La persistencia de la violencia a nivel municipal “responde a la pérdida de controles verticales de parte de los gobernantes para amortiguar dichas prácticas, sobre todo a raíz de los procesos de alternancia desde el 2000”. Los lentos avances para transformar la cultura cívica y democrática en los municipios “puede provocar la conformación de esquemas de gobernabilidad autoritarios en el ámbito local y reproducir las conexiones con grupos delictivos y de presión”.


      d) Las agresiones en todo el proceso electoral estuvieron presentes en 26% de los municipios del país, en 27 de las 32 capitales de las entidades federativas.


      e) Puebla fue el estado con mayor número de agresiones contra políticos y candidatos a nivel nacional durante todo el proceso electoral con 125 casos (16% del total nacional) y muy por encima de la media nacional (24 agresiones). Esta violencia se disparó de forma clara el 1 de julio (dos de cada 10 agresiones de las reportadas en el país ocurrieron en esta entidad).


      f) También destaca el repunte de la violencia en Guanajuato, en especial contra funcionarios no electos, sobre todo agentes policiacos. Curiosamente, Puebla y Guanajuato fueron las dos únicas entidades de las nueve gubernaturas en disputa donde no hubo alternancia. En ambas entidades, el crecimiento de grupos delictivos vinculados con el robo de combustibles (huachicoleros) “continuará representando el principal factor de riesgo para las autoridades constituidas a nivel estatal y municipal”.


      


      Esta tendencia obliga a hacer una pregunta: ¿es la violencia electoral uno de los recursos utilizados para frenar la alternancia a niveles estatales y municipales, así como para perpetuar los acuerdos con grupos criminales?


      La palabra la tienen aún las autoridades ministeriales y los investigadores que todavía no rinden informes de los principales responsables de estas agresiones.


      NOTAS


      1 Publicado en El Universal, el 10 de julio de 2018, p. 6A.


      2 Disponible en www.etellekt.com.


      3 Reportaje de Ezequiel Flores publicado en Proceso, el 27 de junio de 2018.


      4 Reportaje de Itxaro Arteta publicado en Animal Político, 12 de junio de 2018.


      5 Publicado en El Heraldo, el 1 de agosto de 2018.


      Jenaro Villamil. Periodista y escritor especializado en política y medios de comunicación masiva. Estudió Ciencias Políticas en la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM). Muy activo en redes sociales, desde 2011 dirige el blog especializado en temas de comunicación y telecomunicaciones, www.homozapping.com.mx, que tiene un alto impacto. Fue colaborador de La Jornada con su célebre columna dominical “República de Pantalla”. Es reportero especializado en análisis político de la revista Proceso desde 2004. Sus últimos libros son Peña Nieto: el gran montaje (Grijalbo, 2012). La caída del telepresidente (Grijalbo, 2015). Cleptocracia: el nuevo modelo de la corrupción (Grijalbo 2018).

    

  


  
    
      Lucro político con la pobreza

      las prácticas de compra y coacción del voto

      en las elecciones de 2018 y su fracaso relativo


      Rogelio Gómez Hermosillo M.


      En las elecciones de 2018 hasta un tercio de los votantes estuvo sometido a alguna oferta, promesa o amenaza para condicionar su voto. El resultado final con el contundente triunfo de López Obrador y su coalición, que mostró el fracaso de las acciones de clientelismo en esta ocasión, no debe minimizar la necesidad de combatirlas.


      Las prácticas de compra y coacción del voto generan múltiples efectos negativos, que no deben permanecer impunes. Veamos:


      • Violan la ley y afectan el resultado de elecciones más competidas, como parece ser el caso de la gubernatura de Puebla y algunas elecciones en Chiapas y otros lugares.


      • Son inmorales porque lucran con la necesidad de las personas y afectan la calidad de la democracia tanto para quienes las practican pero sobre todo para quienes las padecen.


      • Si no fuera poco, pervierten las acciones de política social destinadas a enfrentar la pobreza, mientras que el clientelismo explica mucha de la inefectividad y opacidad de miles de programas y acciones de los tres órdenes de gobierno.


      Para enfrentar las prácticas clientelistas se requieren cambios sustantivos. En la normatividad electoral, se requiere generar sanción electoral directa a partidos y candidatos que realizan prácticas de compra y coacción; además, es necesario el funcionamiento efectivo del sistema nacional anticorrupción. Y también urge “blindar” la política social por su propio mérito y no sólo por razones electorales.


      El presente texto está basado en los resultados del proyecto de observación electoral “Democracia sin Pobreza”, realizado por Acción Ciudadana Frente a la Pobreza en convenio con Alianza Cívica.


      En el primer apartado se presentan los conceptos básicos sobre compra y coacción y su vertiente jurídica. El segundo apartado recoge la evidencia y los datos acerca de las acciones de compra y coacción en las elecciones de 2018. El tercer apartado documenta indicios de los preparativos realizados para la compra y coacción del voto en esta elección. El apartado final resume las propuestas para enfrentar las prácticas clientelistas con mayor éxito, pues hasta ahora han quedado en la impunidad.


      ¿QUÉ ES LA COMPRA Y COACCIÓN DEL VOTO?


      El clientelismo político es un mal de las democracias en todo el mundo. Es un fenómeno político global que presenta distintas formas de operación, determinadas por los contextos políticos, culturales e institucionales de los diferentes países.


      En México, la “compra y coacción del voto” agrupa distintas prácticas clientelistas que se combinan de diversas maneras:


      • Entrega de dinero u otros bienes, como materiales de construcción y despensas de alimentos a cambio de compromisos de voto.


      • Ofertas o promesas de ingreso a un programa social gubernamental, cumplidas antes de la elección o no.


      • Amenazas con quitar algún programa o apoyo gubernamental.


      • Identificación de programas con candidatos o partidos.


      • Las promesas y sobre todo las amenazas se pueden también aplicar para quienes requieren permisos, concesiones o incluso empleos que dependen del gobierno.


      Todo ello ocurre a cambio del compromiso del voto y con diferentes maneras de exigir ese compromiso. Con acciones como la inscripción en listas de compromiso, registrar datos o tomar fotos de credencial para votar, asistencia obligatoria a eventos, retención de la credencial o el compromiso verbal. En nuestro país estas prácticas son ilegales, aunque su realización permanece impune.


      En el artículo 134 de la Constitución se incluyó en 2013 una disposición muy clara: “Los servidores públicos… tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la competencia entre los partidos políticos”. También se incluyó la prohibición de usar propaganda gubernamental para promover “nombres, imágenes, voces o símbolos” que implique promoción personalizada o que no tengan carácter institucional y fines informativos.1 Sin embargo, no hay manera de aplicar esta disposición constitucional porque la ley reglamentaria no ha sido aprobada, pese a diversos intentos.2


      El Consejo General del INE aprobó un acuerdo previo al arranque del proceso electoral de 2018 para establecer criterios destinados a promover la equidad y evitar el uso de programas sociales. A pesar de ello, el acuerdo fue revocado por el Tribunal Electoral, como se explicará más adelante.


      Las disposiciones contra prácticas de compra y coacción del voto están tipificadas como delitos electorales. Actos como “recoger credenciales”, “solicitar votos por paga, ofrecer promesa de dinero u otra contraprestación”, “amenazar con suspender beneficios de programas sociales”, “condicionar la prestación de un servicio público, el cumplimiento de programas gubernamentales, el otorgamiento de concesiones, permisos, licencias, autorización, franquicias, exenciones o la realización de obras públicas, a la emisión del sufragio”, entre varias más, son delitos electorales.3


      Al estar tipificados como delitos, pareciera que la sanción es mayor y muy severa. Formalmente así es, la gran mayoría puede tener pena de cárcel; sin embargo, en la práctica esto produce su inoperancia y nula efectividad en el terreno electoral. En primer lugar porque al tipificarse como delitos, requieren los procedimientos de procuración de justicia de tipo penal. La incapacidad estructural de las procuradurías y fiscalías para enfrentar el delito en general, con investigación y procedimientos forenses y técnicos adecuados, está más que documentada. Entonces se puede imaginar la precariedad de la Fiscalía para la Atención de Delitos Electorales (Fepade). Hasta donde se sabe, a la fecha no tiene consignaciones relevantes en este campo en toda su historia.


      Por otra parte, al ser delitos, la sanción no tiene efecto electoral y es muy probable que en el remoto caso de que haya personas procesadas por alguno de estos delitos se trate de los autores materiales. Los indiciados serían los promotores y operadores electorales de campo, a quienes se les podría imputar directamente la comisión de estos delitos. Con altísima probabilidad quedarían impunes los responsables reales, dirigentes partidistas y candidatos, que en realidad son los actores intelectuales y los beneficiarios de las acciones de compra y coacción.


      En ese sentido, las acciones clientelistas de compra y coacción del voto afectan además la cohesión social y las políticas públicas frente a la pobreza y la desigualdad. Así, recursos millonarios que deberían servir para generar equidad, para garantizar derechos sociales (como la educación, la salud, la alimentación, el trabajo o la vivienda) se usan en realidad con propósitos clientelistas.


      La finalidad social de miles de programas gubernamentales, especialmente de los ejecutados por gobiernos estatales y municipales, en realidad son una simulación. El 90% de los programas de gobiernos estatales no cumplen con los mínimos de institucionalidad.4 En el mejor de los casos, se trata de ocurrencias y actos de promoción personal, porque en gran parte son en realidad programas diseñados para repartir “cosas” y construir clientelas políticas.


      La pobreza es la base material de la compra y coacción del voto. Esto es muy grave en un país donde la mitad de la población carece de ingreso suficiente para adquirir lo más básico y donde 70% tiene al menos una carencia social.5 Esta realidad de carencias, bajos ingresos y desigualdad abre un amplio campo para realizar acciones clientelistas.


      La dependencia económica de personas con bajos ingresos y sus carencias sociales explican la geografía y la logística de las acciones de compra y coacción. Los operadores del clientelismo se focalizan en zonas y localidades donde se concentran personas en pobreza en sus diversas expresiones. En todos los casos se trata de actos basados en la subordinación y la asimetría de poder entre quienes las realizan y quienes las sufren. En este orden de ideas, establecen formas corruptas y autoritarias de relación entre sujetos con poder y ciudadanía con carencias.


      Los operadores políticos lucran con la necesidad y con la falta de información. Por ejemplo, pretenden engañar cuando dicen que si la persona entregó fotocopia de su credencial para votar o se registraron los datos de la credencial en una lista de compromiso de voto (con o sin firma), ya quedó comprometido su voto. Como esto es falso, las personas pueden no cumplir y votar por quien quieran, pero en algunos procesos electorales y en algunos sectores el engaño funciona. El eslabón débil para el clientelismo es que las personas pueden aceptar la dádiva o asumir la presión y después votar con libertad, por el candidato o la candidata de su preferencia.


      Las acciones de compra y coacción no pueden garantizar el voto, por lo cual pueden o no influir en el resultado, pero en todos los casos son actos ilegales e ineficaces, como se demostró en estas elecciones en la mayoría de los casos; no obstante, son graves como delitos electorales, pero sobre todo como delitos de corrupción y como gravísima responsabilidad de servidores públicos que los propician o los toleran. Asimismo, son una afrenta, dadas las grandes carencias que vive la mayoría de la población.


      Por lo anterior, la solución frente a la compra y la coacción no debe provenir sólo del campo de la normatividad y la autoridad electoral, sin excluirla. Más bien, se requieren dos pinzas más: el sistema anticorrupción y una política social con mecanismos objetivos de asignación de apoyos y subsidios, en forma de padrón único y con enfoque de derechos, conforme al artículo 1 de la Constitución. En la última sección explicaremos esto.


      EVIDENCIA SOBRE COMPRA Y COACCIÓN EN LAS ELECCIONES DE 20186


      En las elecciones de 2018 se realizaron múltiples acciones de compra y coacción del voto por parte de diversos actores políticos. Reportes de organizaciones civiles, notas y reportajes de investigación periodística y denuncias de la ciudadanía y de diferentes actores políticos ofrecen suficiente evidencia sobre operativos de compra y coacción del voto.


      Desafortunadamente, el sustento no siempre es sólido para establecer una contabilidad adecuada; además, no hay una fuente única u oficial de información sobre actos de compra y coacción.


      En la Fepade se reciben denuncias por todo tipo de delitos, no únicamente los relacionados con compra y coacción. Además, en muchos casos las denuncias carecen de sustento y son parte de las campañas políticas.7


      Afortunadamente, la Acción Ciudadana Frente a la Pobreza, una coalición de organizaciones de la sociedad civil, plural y apartidista, creada en 2015, promovió un proyecto de observación electoral centrado en disuadir, documentar y denunciar actos de compra y coacción del voto, retomando la experiencia y en convenio con Alianza Cívica, la organización civil de observación con mayor experiencia en materia de compra y coacción del voto y uso político de programas sociales.


      El proyecto, denominado “Democracia sin pobreza”, consideró diversas formas de investigación y observación, entre las cuales las más relevantes fueron una encuesta nacional y una aplicación (app) para recibir reportes ciudadanos. El proyecto también incluyó estudios de gabinete sobre las acciones de preparación, como un análisis de variaciones en los presupuestos y un monitoreo de prensa de medios de todo el país.8


      Esta sección se basa en los resultados generados por el proyecto “Democracia sin Pobreza” de Acción Ciudadana Frente a la Pobreza.9


      Datos de la encuesta nacional


      Una encuesta con representatividad nacional arroja resultados que permiten dimensionar el alcance de las acciones de compra y coacción en estas elecciones.10 La mala noticia es que hasta un tercio de la ciudadanía, 29 millones de personas, recibió una oferta, una promesa o una amenaza a cambio de su voto. La buena noticia es que la mayoría, 15.5 millones, decidió rechazarlas. 11


      También es buena noticia saber que, incluso entre los 9.1 millones de personas, de quienes recibieron algún regalo, servicio, favor o trabajo, ofrecido por un partido político, 79% expresaron que no votar por quien que les ofreció ese “regalo, servicio, favor o trabajo” no representa algún problema. Es decir, dijeron que eso no compromete su voto.


      Con los datos de dicha encuesta se puede asumir que en esas elecciones al menos tres de cada cuatro personas, 22.7 millones de los 29 millones que recibieron ofertas, promesas o amenazas no condicionaron su voto por ello.


      La situación más grave la vivieron 2.3 millones de personas, 2.5% de los encuestados, quienes informan que les retuvieron su credencial, con lo cual se inhibió su derecho a votar en estas elecciones. También es significativo que a casi 10 millones de personas les habían pedido foto, copia o datos de su credencial para votar.


      La responsabilidad de estas acciones es compartida por todos los actores políticos. En la mayoría de los casos, respecto a alrededor de dos tercios de personas que refieren haber recibido regalos, ofertas, promesas o amenazas no se reporta el responsable o se recibieron de varios partidos. Cuando hay mención al responsable, aparecen casi empatadas las coaliciones del PRI y del Frente, con muy pocas menciones a Morena.


      Estaríamos entonces frente a un fenómeno de muy alta incidencia, frecuente y “normalizado”, aplicado por casi todos los actores políticos en gobierno.


      Evidencia de reportes ciudadanos


      El proyecto “Democracia sin Pobreza” recibió 707 reportes ciudadanos voluntarios acerca de acciones de compra y coacción del voto, uso de programas sociales y actos similares, presenciados directamente por la persona que hace el reporte, por medio de una app.


      De los 707 reportes recibidos entre el 5 de abril y el 1 de julio:


      • 43% se refieren a entrega de dinero en efectivo.


      • 31% de los reportes aluden al reparto de cosas, principalmente despensas.


      • 19% mencionan el condicionamiento para ingresar o dejar de recibir programas sociales.


      • 7% se refieren a la entrega de tarjetas electrónicas con promesa de pago.


      Asimismo, de 658 que detallan el tipo de condicionamiento:


      • 54% son a cambio de entregar la credencial o sacarle foto.


      • 38% a cambio de votar por un candidato.


      • 5% por acudir a un mitin o evento.


      • 3% se refieren a otras situaciones (no especificadas).


      En 322 reportes se detalla la cantidad de dinero ofrecido:


      • 8% son $200.


      • 7% son $300.


      • 38% son $500.


      • 14% son $1 000.


      • 10% son $1 500.


      • 5% son $2 000.


      • El resto son denominaciones variadas.


      El caso de mayor cantidad se refiere a entrega de dinero en efectivo en las oficinas del PRI por $10 000. Este caso fue corroborado por investigación periodística.


      Los responsables del conjunto de acciones, según los reportes recibidos, fueron por igual los partidos de la coalición del PRI (PRI–PVEM y PANAL) en 45% de los casos y del Frente (PAN–PRD–MC) en 46% de los casos. Morena fue reportado sólo en 4% de los casos, aunque habría que revisar los casos de Chiapas atribuidos al PVEM.


      Evidencia de fuentes periodísticas


      El proyecto “Democracia sin Pobreza” también incluyó un monitoreo automatizado de medios, realizado en colaboración con el Laboratorio Nacional de Políticas Públicas del CIDE.


      El monitoreo consistió en la aplicación de una herramienta electrónica de búsqueda, a partir de palabras clave —como “programas sociales”, “compra de votos” y “coacción”— en dos diarios de cada entidad federativa y siete medios considerados nacionales.


      Dicho monitoreo captó 2 670 notas periodísticas que incluían las palabras clave, en el periodo del 5 de abril al 29 de junio.


      A nivel de entidades, la Ciudad de México aparece mencionada en 1 203 ocasiones. También tienen un número importante de menciones el Estado de México (407), Guerrero (290), Veracruz (265), Chiapas (245), Puebla (208), Coahuila (203), Oaxaca (173) y Nuevo León (152). Las restantes entidades federativas tienen menos de 150 menciones cada una.


      En las notas, las referencias a palabras clave más frecuentes fueron “programas sociales” (1 508 menciones), “compra de votos” (852), “entrega de dádivas” (632), “condicionamiento” (449), “coacción” (381) y “uso electoral” (374).


      En muchas notas no hay mención a institución (1 298), aunque las instituciones más mencionadas —lógicamente y sin que eso implique responsabilidad— son el INE con 606 menciones y la Fepade con 460. En tercer lugar —lo cual es significativo— aparece la Sedesol (320 menciones) y también con muchas menciones aparecen Hacienda (165), el DIF (67) y Sedatu (46).


      A nivel de partidos, en 1 083 notas no hay mención a partidos específicos. Luego aparece el PRI (991 menciones), en segundo lugar Morena (880), le siguen el PAN (626), PRD (595), PT (264), MC (252), PVEM (248), PANAL (208) y PES (196). Las menciones no por fuerza implican responsabilidad en los actos, sino también se pueden referir a quien emite la denuncia.


      Este monitoreo confirmó lo descubierto en la encuesta nacional y en los reportes ciudadanos.


      INDICIOS DE LOS PREPARATIVOS REALIZADOS PARA LA COMPRA

      Y LA COACCIÓN EN 2017–2018


      Las acciones de compra y coacción del voto realizadas desde instancias del gobierno tienen una ruta de preparación. En el año y los meses previos hubo preparativos que fueron necesarios para facilitar las acciones de condicionamiento y las diversas formas de coacción con base en programas de apoyo, trámites, concesiones, permisos o servicios del gobierno, en sus tres órdenes: municipales, estatales y federal.


      El reporte del proyecto “Democracia sin Pobreza” también documenta los preparativos del gobierno federal para las elecciones de 2018. La estrategia federal incluyó cuatro acciones preparatorias destinadas a facilitar las acciones directas de compra y coacción ejecutadas posteriormente por operadores en campo durante la campaña. Asimismo, aunque la estrategia fue infructuosa en su impacto en el resultado electoral, constituye violaciones graves a la normatividad que no deben quedar impunes, y sobre todo su análisis ha de servir para evitar su repetición en el futuro.


      Las acciones documentadas son:


      • Debilitamiento de instituciones.


      • Nombramiento de operadores en puestos clave.


      • Bolsa de recursos: variaciones en programas y partidas presupuestales.


      La cuarta acción preparatoria se refiere a la multiplicación de eventos masivos de encuentro directo entre los operadores nombrados en el gobierno y las estructuras operativas y la base beneficiaria de los programas. Esto lo realizaron de manera constante el titular y diversos funcionarios de Sedesol.


      A continuación, se documentan las tres acciones mencionadas que muestran la gravedad de la problemática de compra y coacción, que requiere ser investigada y en su caso sancionada para evitar su repetición hacia el futuro.


      Debilitamiento de instituciones


      De acuerdo con el informe de Acción Ciudadana Frente a la Pobreza, el debilitamiento de instituciones tuvo varias vías:


      a) Falta de nombramientos del fiscal general, del fiscal anticorrupción y de los magistrados del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, responsables de sancionar los casos de corrupción.


      b) Desestabilización de la Fiscalía Especializada en la Atención de Delitos Electorales, al remover a su titular seis meses antes de la elección y de la Auditoría Superior de la Federación, que estuvo sin titular durante tres meses, al inicio de 2018.


      c) Captura de los órganos internos de control de Sedesol, del Instituto Nacional de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) y del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, por el PRI.


      d) Reducción de más de 80% de fondos para la observación electoral nacional respecto a 2012 y ausencia de misiones internacionales de gran impacto.


      En especial, el caso del Tribunal Electoral resulta muy relevante pues revocó la resolución del INE que pretendía establecer criterios de imparcialidad, en cuanto al uso de la propaganda gubernamental y sobre la ejecución de programas sociales durante el proceso electoral.


      La resolución INE/CG398/2017 aprobada por unanimidad por el Consejo General del INE establecía como criterios para establecer el uso electoral de programas sociales las siguientes situaciones:


      a) Programas sociales sin reglas de operación o que no las siguen.


      b) Programas sociales sin padrón de beneficiarios y que no notifiquen al INE la convocatoria para su integración.


      c) Ejecución de programas no contemplados en el presupuesto o creación de nuevos programas en periodo electoral.


      d) No informar al INE acerca de las reglas de operación, padrones de beneficiarios, mecanismos y calendarios de pago de programas sociales.


      e) Modificar el padrón de beneficiarios con fines distintos de los establecidos en sus reglas de operación.


      f) Entregar tarjetas durante el proceso electoral que impliquen el ofrecimiento de un beneficio personal directo o la incorporación a un programa social condicionado a un resultado electoral específico.


      Este acuerdo del INE fue revocado por el Tribunal Electoral en octubre de 2017 ante una queja presentada por el PRI y el PVEM.


      Nombramiento de operadores en puestos clave


      El informe del proyecto “Democracia sin Pobreza” también documenta movimientos de ocupación de espacios por operadores políticos del PRI y de ocupación de candidaturas por funcionarios de Sedesol.


      Entre los más relevantes del primer tipo (del PRI a Sedesol) aparecen, por ejemplo: Eviel Pérez Magaña, cuadro del PRI de Oaxaca sin experiencia previa en desarrollo social, como titular de Sedesol; el delegado del PRI en Oaxaca, Arturo Osornio S., como subsecretario de Desarrollo Social y Humano (subsecretario A de Sedesol); de la coordinación de delegados del PRI en Oaxaca, Antonio Amaro Cancino, como coordinador de delegaciones; de la Secretaría de Administración de Finanzas del CEN del PRI, Vicente Agustín Mercado Z., como oficial mayor.


      En sentido inverso, se mueven desde Sedesol hacia puestos políticos el titular previo de Sedesol, José Antonio Meade, quien asumió la candidatura presidencial; el siguiente titular de Sedesol, Luis Miranda, quien pasó a delegado del PRI en Chiapas y candidato a senador; la coordinadora de Prospera, Paula Hernández, pasó a ser candidata a diputada; el director general de Liconsa, Héctor Pablo Ramírez Puga, pasó a candidato a senador, y el subsecretario de Desarrollo Social y Humano previo, Ernesto Nemer, ya había pasado como coordinador de campaña de Alfredo del Mazo en la elección del Estado de México en 2017.


      Bolsa de recursos: variaciones en programas y partidas presupuestales


      La investigación realizada por Acción Ciudadana Frente a la Pobreza documenta las siguientes variaciones inexplicables en el ejercicio de partidas del presupuesto federal:


      • El gasto en ADEFAS (adeudos de ejercicios fiscales anteriores) ejecutado en el primer trimestre creció en 164% en 2018 respecto al mismo periodo del año anterior, con un monto total de 62.1 mil millones de pesos (mdp). Esto es un incremento de 38.7 mil mdp en relación con 2017.12


      • El gasto ejercido entre enero y mayo de 2018 en la partida de materiales y suministros creció 38% respecto a 2017. Esto es un incremento de 42.3 mil mdp.13


      • Las delegaciones de Sagarpa, Economía, SEP, Trabajo, Sedatu, Semarnat, Sedesol, Sectur y PGR incrementaron en 63% su ejercicio presupuestal en el primer trimestre de 2018 respecto al mismo periodo de 2017.


      • Las unidades de comunicación social del conjunto del gobierno federal incrementaron 52% su gasto en comunicación social en el primer trimestre de 2018 respecto al mismo periodo de 2017. Los principales aumentos ocurrieron en Sedatu (142%) y Hacienda (248%).


      • Varias unidades de Sedesol tuvieron incrementos inexplicables de gasto por un total de 6 884 mdp más durante el primer trimestre de 2018, comparado con el mismo periodo del año anterior. Por ejemplo, la Coordinación de Prospera se incrementó 37% al subir de 14 302 mdp en 2017 a 19 592 mdp en 2018. La Dirección General (DG) de Participación Social gastó casi tres veces más al pasar de 298 mdp en 2017 y 882 mdp en 2018, un incremento de 585 mdp. A su vez, la Delegación en el Estado de México se incrementó a 202 mdp al pasar de 142 en 2017 a 344 en 2018; mientras que la Delegación en Chiapas multiplicó seis veces su gasto al pasar de 31 mdp en 2017 a 194 en 2018. Por otra parte, la Delegación en Oaxaca multiplicó ocho veces su gasto al pasar de 18 mdp en 2017 a 162 mdp en 2018.


      • En Sagarpa las variaciones fueron aún más notorias, al comparar el gasto ejercido en el primer trimestre de 2018 respecto al mismo periodo de 2017. A su vez, en 10 unidades administrativas de Sagarpa, el gasto conjunto se multiplicó por 5 al pasar de 3 454 mdp en 2017 a 21 378 mdp en 2018. Por ejemplo, en la DG de Productividad y Desarrollo Tecnológico el gasto se incrementó de 79 mdp en 2017 a 4 212 en 2018, o sea, 50 veces más. Por su parte, la DG de Fomento a la Agricultura subió de 569 mdp en 2017 a 3 690 mdp en 2018. El mayor cambio relativo sucedió en la DG de Atención al Cambio Climático en el sector agropecuario, el cual se incrementó 280 veces al pasar de 8 mdp en 2017 a 2 230 en 2018.


      • En Sedatu el gasto se duplicó en 10 unidades administrativas al pasar de 2 339 mdp a 5 073 mdp en los mismos periodos de referencia.


      • En el nivel de programas sociales de Sedesol hay incrementos notorios al comparar el gasto en el primer trimestre de 2018 respecto a 2017 en términos proporcionales; por ejemplo, en el Programa de Empleo Temporal (casi 15 veces más), pues ejerció 61 mdp en 2017 y 960 mdp en 2018; el Programa de Comedores Comunitarios, casi el triple, pues pasó de 310 mdp en 2017 a 883 mdp en 2018 y Prospera de 14 338 mdp en 2017 a 19 589 en 2018.


      PROPUESTAS PARA ENFRENTAR EL CLIENTELISMO Y LA COMPRA Y COACCIÓN DEL VOTO


      El fracaso del clientelismo en las elecciones presidenciales de 2018 no siempre es el caso, aunque en procesos electorales competidos pueden tener efecto electoral. Así parece ser el caso de la elección para la gubernatura de Puebla, donde el gobierno estatal operó abiertamente para la candidata, esposa del exgobernador Moreno Valle.


      También fue ése el caso sui generis en la elección local de Chiapas, donde el gobernador del Partido Verde trabajó por la coalición de Morena. En este rarísimo caso, la acusación recaería en un gobierno que formalmente fue aliado y parte de la coalición del PRI y en la práctica actuó a favor de la coalición ganadora.


      Además del efecto en el resultado electoral, dichas acciones generan graves perjuicios a la democracia y a la política social. Hacen falta tres cambios para enfrentar efectivamente la compra y la coacción del voto:


      • Sanción electoral.


      • Acciones preventivas y sancionadoras del sistema anticorrupción.


      • Cerrar espacios de discrecionalidad en la asignación de apoyos o subsidios de programas.


      Sanción electoral


      En el campo de la normatividad electoral se requiere generar sanción electoral directa a quienes realicen prácticas de compra y coacción del voto, especialmente con el uso electoral de programas sociales.


      La autoridad electoral debería contar con medidas cautelares, multas y en su caso revocación del registro o anulación de las elecciones. El INE intentaba avanzar en ese sentido y su acuerdo fue revocado por el Tribunal Electoral, como se mencionó antes.


      Mientras el castigo sea penal y no electoral, habrá doble impunidad: por la incapacidad generalizada de los procuración de justicia en materia penal y porque, en su caso, lo más probable es que se sancione a operadores electorales de campo, mientras que los beneficiarios principales, candidatos y dirigentes quedarían impunes.


      Acciones preventivas y sancionadoras del sistema anticorrupción


      El uso electoral de programas sociales, las diversas formas de discrecionalidad en el ejercicio de recursos públicos con sesgo político y electoral y otras formas de desviación de recursos a campañas electorales deben ser prevenidos y sancionados por el sistema anticorrupción.


      A su vez, los sistemas locales y nacional deben realizar acciones estratégicas bien diseñadas y orientadas con datos e inteligencia para atender con prioridad las áreas más sensibles y los usos más frecuentes. Sobre todo, hay que evitar la simulación de las acciones denominadas “blindaje electoral” que se realizan desde hace más de 10 años.


      Cerrar espacios de discrecionalidad en la asignación de apoyos

      y subsidios de programas sociales


      Quizá lo más relevante sea “blindar” efectivamente la política social. La posibilidad de incluir personas en programas para que reciban beneficios o de amenazar con excluir si no comprometen su voto es una de las “puertas” que deben cerrarse para enfrentar el clientelismo. Además, este cambio es urgente por su propio mérito y no sólo por razones electorales.


      Una de las herramientas principales sería un padrón único de beneficiarios, construido a partir de un registro nacional ciudadano, el cual sea la única y obligatoria puerta de acceso para asignar subsidios, transferencias y apoyos de los tres órdenes de gobierno.


      Por último, la imposibilidad de asignar discrecionalmente “apoyos” disfrazados de programas sociales para construir clientelas elimina de raíz los incentivos para proliferar programas y evita o al menos reduce mucho el margen para su condicionamiento en procesos electorales.


      NOTAS


      1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, art. 134.


      2 Ley de Comunicación Social, aprobada a principios de 2018, abre la discrecionalidad del gasto en comunicación social, en sentido inverso a lo dispuesto.


      3 Ley General en Materia de Delitos Electorales, arts. 7, 8, 9, 11, 13, 14 y 15, así como en el Código Penal Federal, arts. 403 y 407.


      4 Datos de la versión más reciente del Inventario de Programas Sociales de Coneval. Conforme al análisis de Acción Ciudadana Frente a la Pobreza, se refiere a 2 650 programas que no cuentan con documento normativo (como reglas de operación) ni se encuentran previstos en los presupuestos ni se reportan en la cuenta pública de su entidad federativa.


      5 Datos más recientes de la medición oficial de la pobreza de Coneval.


      6 El conjunto de datos y análisis ofrecidos en esta sección provienen del proyecto Democracia sin Pobreza realizado por la Acción Ciudadana Frente a la Pobreza. El informe final se puede consultar en http://www.cohesionsocial.mx/.


      7 La Fepade refiere tener 105 denuncias sobre delitos relacionados con la compra y coacción del voto, en su mayoría de Puebla, Coahuila y Oaxaca. En consecuencia, hubo 20 detenidos en relación con estos delitos, pero se desconoce el resultado final de cada denuncia.


      8 El informe del proyecto “Democracia sin Pobreza” elaborado por Acción Ciudadana Frente a la Pobreza se puede consultar en la página http://democraciasinpobreza.mx/presupuestos/Democraciasinpobreza-1julioACTUALIZADO.pdf


      9 El proyecto estuvo coordinado por Alberto Serdán Rosales, quien asumió la coordinación de la Acción a partir de enero de 2018. El autor fue coordinador del equipo operativo de la Acción desde su surgimiento en 2015 hasta febrero de 2017. A partir de esa fecha, se mantuvo mi participación como asesor del Comité Coordinador y del equipo. El diseño del proyecto es colectivo y su realización estuvo a cargo del equipo; además, el proyecto contó con la participación de otras organizaciones e instituciones en algunas de las actividades.


      10 La encuesta fue aplicada en junio por OPM Data con el auspicio de la Acción Ciudadana Frente a la Pobreza. Asimismo, tiene representatividad nacional con un margen de confianza estadístico de los datos de dicha encuesta, que es de 95% con un margen de error de +- 2.9 puntos porcentuales.


      11 Cfr. Acción Ciudadana Frente a la Pobreza, Informe Democracia sin Pobreza, op. cit., pp. 98-102.


      12 Las ADEFAS son un presupuesto del año previo —en este caso 2017—, que no se ejerce y se “etiqueta” para no ser devuelto a la Tesorería y ejecutarlo el año siguiente, esto es 2018. Requiere autorización de Hacienda y puede aplicarse a cualquier tipo de partida o rubro de gasto.


      13 La partida de “Materiales y suministros” equivale al capítulo 2000 e incluye gastos como alimentos, materiales de construcción, combustible, vestuario, papelería, entre muchos otros. Es decir, permite contar con despensas, tinacos, láminas, cemento, gasolina, camisetas, gorras y muchos otros de los objetos que se usan en la compra y coacción del voto.


      Rogelio Gómez Hermosillo M. Asesor del Comité Coordinador y del equipo operativo de Acción Ciudadana Frente a la Pobreza y asesor internacional experto en programas sociales.

    

  


  
    
      AMLO en su edén:

      la recuperación de valores éticos en la política


      Bernardo Barranco Villafán


      Las campañas presidenciales de 2018 mostraron un fenómeno intempestivo: la notable irrupción de lo religioso en los discursos y actitudes políticas de los candidatos. Como nunca, los contendientes hicieron propia la agenda moral y religiosa de la Iglesia católica y de algunas iglesias evangélicas.


      Los candidatos mostraron apegos conservadores a los valores religiosos y fueron conciliadores con la derecha religiosa e incluso la pentecostal. Dicho fenómeno no debe sorprendernos del todo si se tiene en cuenta la irrupción política en América Latina de un tipo de evangelismo político de corte neofundamentalista.


      En diciembre de 2017, en un acto de campaña, José Antonio Meade —candidato del PRI—, con tono catequético, explicó los tiempos de adviento que preparan la Navidad. Ante mujeres mexiquenses, resaltó la vela rosa y pidió rezar por los feminicidios en el Estado de México. Se definió en diversas entrevistas como un hombre de familia y de misa dominical. El entonces presidente del PRI, Enrique Ochoa, con la modulación de pastor encendido, decretó que todos los mexicanos éramos guadalupanos. En el caso de Anaya, las diferencias diametrales entre el PAN y el PRD en temas como el aborto, los matrimonios igualitarios y la eutanasia decidió encorchetarlas; sin embargo, los reproches fueron inevitables por posturas tan disímbolas. La joya de la corona fue el encuentro entre Ricardo Anaya y el ultraconservador Frente Nacional por la Familia, filial yunkista, dado a conocer a los medios; ahí el candidato Anaya se comprometió a rechazar el aborto, mientras que el candidato independiente Jaime Rodríguez El Bronco reconoció ser creyente pero no muy religioso. A pesar de ello, luego del temblor de septiembre de 2017, sorprendió al declarar: “Tendemos a estar demasiado liberales con la fe” y reconoció la presencia de un Dios castigador. A su vez, Margarita Zavala, candidata independiente, se declaró creyente y con orgullo proviene de una familia de tradición católica, mientras que Mikel Arriola en la CDMX no desperdició oportunidad en su campaña para mostrarse como un católico apegado a los principios doctrinales de la Iglesia.


      Andrés Manuel López Obrador fue el candidato que mayores alusiones y metáforas religiosas generó. Su campaña empezó justo el 12 de diciembre guadalupano. Sus alegorías religiosas se convierten en prédicas acerca de la moral de la política y el político tabasqueño lamenta la ruptura entre los principios y el ejercicio del poder en la política. Según sus malquerientes, lo califican de “redentor” o “mesías tropical”, término acuñado por el historiador Enrique Krauze. Pese a las críticas, AMLO proclama con recurrencia llevar la imagen de la virgen en su cartera para que lo cuide; sin embargo, el mayor estruendo fue provocado por el sorpresivo anuncio de la alianza electoral de Morena con el Partido Encuentro Social (PES) con base social evangélica, especialmente de iglesias neopentecostales.


      Dicho acuerdo político causó desconcierto en las bases seculares de Morena. Ante la asamblea del PES, AMLO ofreció organizar encuentros ecuménicos e interreligiosos, así como reuniones con creyentes y no creyentes. Ante la militancia pesetista, con tono de prédica, prometió la elaboración de una “Constitución moral” para auspiciar una nueva corriente de pensamiento, que promueva un paradigma moral de amor a la familia, al prójimo, a la naturaleza y a la patria.


      ¿Se reconfesionaliza la clase política? y ¿cuál será el papel de la religión de la vida pública? Rafael Díaz-Salazar, en su libro Democracia laica y religión pública, presenta dos formas de presencia pública de la religión y de las instituciones eclesiales. La primera busca una normativización moral del Estado y de sus leyes, acordes con determinada concepción de las relaciones entre la religión, la moral y el derecho. Advierte el autor que esto constituye una modalidad de fundamentalismo ético-religioso con implicaciones políticas heredadas de los integrismos tradicionales. La segunda vincula la inspiración religiosa de transformación social presente en las religiones intramundanas (Max Weber) con la producción de ciudadanía políticamente activa y la profundización de la democracia.1


      El objetivo del presente ensayo es abordar precisamente los nuevos retos que se abrieron en este proceso electoral 2018 respecto a la religión, las iglesias y la política en México.


      DUDAS FUNDADAS ACERCA DE LA PRESENCIA DEL VOTO RELIGIOSO

      EN LA ELECCIÓN DE 2018


      La existencia del voto religioso es una polémica que se ha acrecentado, sobre todo en el proceso de 2018. En las agendas de todos los candidatos se contemplaron estrategias para congraciarse con la Iglesia. ¿Es una falacia de la clase política el voto religioso, alejada de la sociedad, de analistas toscos y de actores religiosos que quieren sacar agua para su molino? o ¿efectivamente los principios religiosos son determinantes para el momento crucial de cruzar la boleta electoral? Sin embargo, las alianzas embrollaron las intenciones del supuesto voto clerical, como las constituidas por Morena con el PES y el frente constituido por el PAN y el PRD. En términos religiosos, las posturas de sus actores en el interior de esos partidos son antagónicas y crearon confusión pues se entreveraban posiciones irreconciliables.2


      La clase política parece haber comprado la existencia del voto religioso. En junio de 2016, Norberto Rivera y su semanario Desde la Fe celebraron la debacle del PRI en numerosas entidades debido al “voto de castigo católico”.3 Como respuesta punitiva a las posturas del presidente Enrique Peña Nieto en favor de los matrimonios igualitarios, la entonces dirigencia priista, en vez de analizar las causas del rechazo y el hartazgo ciudadano en las derrotas electorales, compró la tesis de la jerarquía católica y responsabilizó de las derrotas al presidente Peña Nieto. El voto religioso aquí fue maniobrado como ramplona justificación política.


      En ese orden de ideas, surge una primera pregunta: ¿qué debemos entender por voto religioso? Es aquel que ejerce el ciudadano creyente siguiendo los principios y doctrinas que las iglesias decretan. Dichos preceptos religiosos configuran la intención de un creyente para votar o no por un candidato o partido. Por ello, estaríamos ante el voto grupal, cuya convicción religiosa es determinante en la voluntad de los sufragantes. El voto religioso puede ser inducido por la estructura, sea un ministro de culto, una organización o también una comunidad de culto. Dicha persuasión política es estimulada por los aparentes designios de Dios, persuasión que puede ser sugestión, por presión o consigna: es el equivalente a un voto corporativo que el alto clero católico y el evangélico han tratado de vender a la clase política. En principio, hay que evidenciarlo, es una práctica antidemocrática y penada por la ley.4 El artículo 130, la Legipe y la ley de asociaciones religiosas y culto público prohíben tajantemente a las asociaciones religiosas inducir el voto a favor, en contra de algún candidato y mucho menos promover la abstención.


      En el siglo pasado, en especial, el voto corporativo era inducido por patrones o dirigentes sindicales, gremiales o laborales, quienes utilizaban su influencia para que sus subordinados o afiliados votasen con determinada orientación, con lo cual violaban uno de los principios básicos de la democracia, que establece que el voto debe ser “libre y secreto”.


      Pero el resultado en la elección de 2018 mostró que el voto religioso en cuanto tal no se hizo presente, es decir, no hubo un voto corporativo como tal inducido por las asociaciones religiosas que fuera determinante en el resultado final. Ni el voto religioso a favor ni el de castigo ni el voto católico ni el evangélico fueron distintivos en el balance final de las elecciones.


      Desde Vicente Fox, en aquella alternancia panista del 2000, ha operado la utilización política de lo religioso y la tradición liberal laicista de la clase política se ha venido erosionando. Predomina el pragmatismo y el cortoplacismo electoral que ha llevado a partidos y políticos a relacionarse con la Iglesia con el interés de conquistar nichos electorales. Se opera una impostura religiosa de políticos que quieren congraciarse con las feligresías como mercados de votos. Por ello, la clase política establece relaciones clientelares con ministros prominentes y miembros del alto clero como interlocutores. Los partidos establecen intercambio de bienes de servicios materiales, relacionales y de poder con diversos ministros de culto. En suma, la clase política busca la complicidad clerical para alcanzar niveles de legitimación que los liderazgos religiosos ofrecen, como los casos de Norberto Rivera, Onésimo Cepeda, Antonio Chedraui, Rosi Orozco y el mismo Hugo Erik Flores del PES. Por su parte, los religiosos buscan privilegios y plataformas que posicionen a sus iglesias y sus agendas, sobre todo en materia moral.


      Hablar del voto religioso en el caso de la Iglesia católica no es tarea sencilla. Como en casi todas las iglesias, la razón parece evidente, porque no es una estructura homogénea. El laberinto católico es espeso y muy diversificado. La Iglesia está filtrada o atravesada por todas las corrientes ideológicas y políticas presentes en la sociedad y aún más, está engarzada a corrientes teológicas concurrentes en la Iglesia a nivel mundial. En ese sentido, el conservador Frente Nacional para la Familia podrá incidir en un núcleo de feligreses de la Iglesia, pero no en toda. Por tanto, difícilmente podría demostrarse la incidencia contundente del clero en las preferencias electorales. De los más de 30 millones de votos que obtuvo AMLO, cabe suponer que aproximadamente 25 millones son de católicos, pero no podría afirmarse que AMLO fue el candidato católico ni que la Iglesia católica en tanto estructura operó a su favor. Diversos miembros del alto clero manifestaron sus reservas frente al fenómeno AMLO.5 Es tal la diversidad que militantes católicos de la ultraderecha católica encuentran más afinidades con Donald Trump que con AMLO y aun con el papa Francisco.


      Un obispo sostiene relaciones de privilegio con la clase gobernante y con los grupos de poder fácticos, por lo general muy alejados de su feligresía. Ése fue uno de los reproches de Francisco en Catedral a los prelados en febrero de 2016. El alto clero habla a nombre de su grey y ofrece a los políticos plausibilidad sin consultar siquiera las bases que dice representar. Con sus particularidades, las iglesias cristianas tampoco escapan a su diversidad.


      El tema del voto religioso se sube a la plaza pública en la alianza electoral que AMLO establece con el PES, un partido cuyas bases son evangélicas, en particular conformado por pentecostales. En el debate, dos elementos sembraban dudas sobre la efectiva existencia del voto colectivo de estos cristianos y se advertía la diversidad de modelos y liderazgos que se ejercen sobre todo en las iglesias pentecostales: primero, la mayoría de estas iglesias son pequeñas, en las cuales la influencia de los pastores es considerable en la vida y las familias de los feligreses. Dada la interacción directa ente los fieles y pastores, cabría suponer la inducción efectiva del voto. La segunda, son las experiencias de politización evangélicas en Sudamérica y Centroamérica, así como la notable irrupción evangélica en la vida política en países como Brasil, Colombia, Chile, Costa Rica, Honduras, El Salvador y Guatemala. Dicho ascenso de partidos de corte pentecostal se ha reflejado en poderosas bancadas legislativas. Si se ha operado en otros países, ¿por qué no en México también?


      El PES no alcanzó su registro, por lo cual —de manera paradójica— el voto evangélico no le alcanzó para mantener por lo menos su registro. Con la pérdida de registro del PES, el debate sobre el voto religioso hizo que la participación política de los evangélicos no se cancelara.


      Las paradojas del Partido Encuentro Social


      Los procesos electorales se han caracterizado por el pragmatismo político de los contendientes que buscan el voto y la conquista del poder a cualquier precio, aun a costa de sacrificar tradiciones, memorias e ideologías de los partidos. El PRI postuló a José Antonio Meade, un no militante; la izquierda perredista enarboló a Ricardo Anaya, integrante de la derecha yunkista del PAN, y Morena realizó una extraña alianza electoral con Encuentro Social, un partido ultraconservador creado con bases de Iglesia evangélica en 2015 e inspirado en el activismo político de los pentecostales en América Latina.


      Habría que distinguir que los llamados evangélicos, expresión genérica que conduce a los cristianos no católicos, están conformados por protestantes, por miembros de iglesias históricas y por los llamados neocristianos, o sea, aquellos provenientes de grupos pentecostales y neopentecostales. Estos últimos se han expandido entre los sectores populares desde mediados del siglo pasado. El partido, desde su nombre, tiene una connotación religiosa provocadora; por ello, el PES invoca al pez, el símbolo por excelencia de los cristianos primitivos. En ese sentido, el proceso de registro realizado por el INE desde 2014 deja muchas dudas, pues el espíritu constitucional del Estado laico no asienta la conformación de un partido confesional ni pararreligioso.


      La alianza del PES con Morena creó confusión y enojo entre la militancia del partido. No es casualidad que en el acto de anuncio de la alianza con el PES, tanto la dramaturga Jesusa Rodríguez como la escritora Elena Poniatowska se manifestaron públicamente contra dicha alianza, con un cartel improvisado que decía: “No al PES”. Esto mostró preocupación en Morena y opinadores ante los riesgos de retroceso en libertades como los derechos reproductivos de las mujeres y la diversidad sexual. En un país de creyentes, la convergencia entre Morena y el PES fue más allá de lo religioso, porque la alianza es netamente electoral, pragmatismo puro.


      Lo anterior se explica porque el PES está conformado por algunas iglesias pentecostales fundamentalistas y estuvo al frente de las marchas en contra de los matrimonios igualitarios, así como se unió a las organizaciones del Yunke. Los dirigentes del PES rechazan ser conservadores y se dicen tan pueblo como la mayoría de los simpatizantes de Morena, pero los hechos los contradicen: basta ver el contenido de sus iniciativas legislativas, es decir, las leyes evangélicas presentadas por el PES. En un recuento de sus iniciativas, la investigación de Ruiz Ramírez concluye: “Las iniciativas del PES tienen la finalidad de ajustar el marco normativo para establecer un orden moral único conforme a sus creencias, limitar la libertad de las personas para cuestionar ese orden moral, contar con medios para difundir sus ideas y controlar a las instituciones del Estado”.6


      El PES fue fundado por Hugo Eric Flores, de conocida trayectoria evangélica. Desde su fundación, trató de identificarse y atraer el universo evangélico. Flores es un personaje de largo linaje cristiano: nació en el seno de una familia vinculada con la Iglesia de Dios —agrupación de corte bautista—, estudió en una preparatoria presbiteriana y desde muy joven militó políticamente. Asimismo, trabajó en el PRI con el grupo de Colosio y fue asesor de Ernesto Zedillo, bajo la dirección de Liévano Sáenz. Erik Flores y el PES han tenido desde su constitución un comportamiento político oscilante.7


      Encuentro Social ha apostado por negociar en elecciones locales como estrategia de crecimiento. En 2003, antes de su registro federal, se alió exitosamente en Baja California con Convergencia. Tres años después se sumó a la campaña del PAN en 2005 en la candidatura de Felipe Calderón a la Presidencia, sirvió junto con Rosy Orozco y Casa sobre la Roca en ser los supuestos interlocutores de los cristianos no católicos y también se han aliado con el PRI. Por ejemplo, en las elecciones de 2017 se coaligó con el tricolor en el Estado de México y fue cómplice de uno de los mayores fraudes electorales en la historia reciente que llevó a la gubernatura a Alfredo del Mazo Maza. En 2018 se alió a Morena cuando unos meses atrás fue su adversario y victimario reciente en el Estado de México.


      El ascenso evangélico pentecostal es notorio en México y en América Latina. Su éxito se finca en los estratos más pobres de las áreas urbanas y rurales, sectores excluidos por el Estado, carentes de servicios básicos de salud y educación. Los descartados, como diría Francisco, han sido los nichos de diversos pentecostalismos; además, en torno de la teología de la prosperidad se han expandido masivamente en los últimos 30 años; sin embargo, es notorio el conservadurismo, en numerosas iglesias, en términos morales y de sexualidad: ¿son resabios del viejo catolicismo? El PES, integrado por diversos grupos de iglesias, ha sabido capitalizar este sector y le ofreció en alianza a Morena más de dos millones de votos a cambio de una negociación ventajosa en términos de numerosos escaños en las cámaras.


      El Partido Encuentro Social perdió su registro. Paradójicamente obtuvo cerca de 55 diputados federales, siete senadores, una gubernatura y varias alcaldías. Su porcentaje de voto a nivel nacional no alcanzó 3% requerido para mantener su registro. En términos porcentuales, al PES le fue peor que en las elecciones federales de 2015. En ese sentido, obtuvo 1 325 447 votos, es decir, cerca de 3.5% de las preferencias electorales. Asimismo, en el reciente proceso para presidente apenas llegó a 2.7%; además, en cuanto a diputados federales obtuvo 2.4%, lo cual es una caída estrepitosa e inesperada.


      El proceso electoral de 2018 dejó en claro varias lecciones: el PES no representa a todos los evangélicos, Hugo Eric Flores sobrevendió al PES y el voto evangélico pretendió erigirse como interlocutor sin contar con un liderazgo real. Como diría Carlos Martínez García, los votos ponen a cada uno en el lugar que le corresponde.8 La representación y liderazgos en el complejo tablero cristiano no católico queda aún vacante. Morena, a pesar de que hizo una desfavorable negociación con el PES, lanzó un poderoso guiño ante el mundo evangélico que votó por AMLO, pero no por el PES. Finalmente, la debacle de este partido no significa que se paralice la irrupción política de los evangélicos, sino que habrá reacomodos y los liderazgos se sacudirán: es el caso de la iniciativa denominada “Cristianos por el cambio”, encabezada por el sacerdote Alejandro Solalinde y el pastor presbiteriano Abner López, quienes se apuntan como nuevos interlocutores.9 Enseguida veremos varias rutas, en una de ellas, algunas iglesias evangélicas se presentarán como aliadas potenciales de la intransigencia ultraconservadora católica, como en otros países. En México tendrá sus modalidades propias.


      AMLO y su edén


      En una entrevista en vivo con atmósfera relajada, Elena Poniatowska leyó un poema de Carlos Pellicer a la virgen de Guadalupe y pregunta: ¿te consideras como él un socialista guadalupano? AMLO respondió: “Soy cristiano. En la expresión amplia de lo que significa el cristianismo. Soy un seguidor de la vida y de la obra de Jesús Cristo. Porque éste luchó en su tiempo por los pobres, por los humildes, por eso lo persiguieron los poderosos de su época. Por eso luchó todo el tiempo. Le tengo un profundo amor al pueblo”.10 De todos los candidatos a la Presidencia, AMLO destacó por su oferta abierta a los diversos mercados religiosos. Fue una oferta diferenciada, de ahí su indeterminación para definir con precisión su fe: se dijo “guadalupano”, “cristiano en sentido amplio”, se dejó hacer limpias santeras y se prestó a participar en ritos de sanación con pentecostales; ante los obispos se declaró católico e impulsó una audaz alianza con el conservador PES. En términos de acuerdo político fue ventajoso para el PES, pero AMLO se posicionó con apertura a las diversas comunidades evangélicas.


      Según los ofrecimientos de Hugo Eric Flores, el número de votos que aportaría sería mayor a dos millones, un mayor volumen de spots en radio y televisión para la alianza; también ofreció mayor presencia electoral en el norte del país. Sin embargo, dicha alianza fue extravagante: “contra natura”, expresarían muchos militantes molestos. Porque contradecía el patrimonio, la identidad y la naturaleza secular de la histórica militancia de izquierda presente en Morena. Mientras AMLO insistía con pragmatismo en su oferta: “Yo me hinco donde se hinca el pueblo, yo respeto la religión del pueblo”. No se puede soslayar, como hemos señalado, el fenómeno político de los movimientos pentecostales en América Latina; en este sentido, Brasil es el ejemplo paradigmático de las poderosas bancadas evangélicas. La irrupción de lo religioso en los procesos electorales es un fenómeno global, por ello, AMLO ha tomado una decisión política con riesgos que sólo se explican bajo la premisa o hipótesis de que en 2018 habría una elección cerrada.


      En la clase política —ante la ausencia de paradigmas plausibles—, los valores morales religiosos se erigen como alternativos ante la carencia de legitimidad. Algunos califican esta reespiritualización de la política como consecuencia de su pérdida de credibilidad en México y en otras áreas del mundo. En los comicios recientes, la impostura religiosa de los candidatos y actores políticos se ha hecho patente. Desde Peña Nieto hasta los gobernadores, especialmente los más corruptos (como los Duarte), recurren a la religión en busca de un nivel de legitimidad que el pueblo les rechaza secularmente. Hay una regresión a la Edad Media en la que Dios, y no el pueblo, otorga la legitimidad al gobernante.


      Diversas referencias en los planteamientos de AMLO aluden a cuestiones religiosas porque su discurso se sitúa muchas veces en el plano moral del bien y el mal (como la corrupción, la honestidad del político, el buen gobierno, la austeridad, los principios del servidor público, etcétera). Con insistencia alude López Obrador a la crisis ética de la clase política y al alejamiento de los valores sociales del ejercicio del poder. Por ello, ante grupos evangélicos propuso elaborar una constitución moral, ridiculizada por muchos. Quizá el instrumento no es el más adecuado porque toda constitución política supone o conlleva un marco ético; sin embargo, AMLO pone el dedo en la llaga: la separación entre la política y la moral, la fractura entre los valores y el servicio del poder. Sin que sea el instrumento idóneo, detrás de la propuesta de constitución moral está la necesidad de plantear un nuevo pacto entre sociedad, poder y quehacer político. En torno de la corrupción y la impunidad, AMLO levanta un discurso moralizador que provoca empatía con la ciudadanía y al mismo tiempo sacude los aspectos más vulnerables de la administración de Peña Nieto y de la clase política.


      En el pensamiento católico, el ejercicio de la política es la forma más elevada del amor y de la caridad y se retoma la concepción kantiana de la moral social como búsqueda del bien supremo. Paulo VI, seguidor del filósofo francés Jackes Maritain, afirma que la acción política es el servicio sublime a los demás. En el campo académico, en su texto La política como vocación, Max Weber aborda la cuestión y define dos vectores éticos de la política. Por un lado, lo que llamó la ética de la convicción y, por el otro, la ética de la responsabilidad, esto es, las perspectivas en que se asumen las consecuencias de las decisiones políticas. ¿Moral o política? Parecieran dos campos irreconciliables en los que al parecer AMLO quiere apostar, e incorporar algunos valores religiosos a la crisis moral del poder en México.


      Sin embargo, el riesgo de trasladar los principios religiosos al ámbito de la conducción del poder del Estado es alto. Recuperar valores y principios religiosos debe pasar por el tamiz de la laicidad de los principios históricos del Estado moderno mexicano. De lo contrario, el riesgo del fundamentalismo estaría latente. En el caso extremo están las dictaduras islámicas, en las que los principios religiosos son normas sociales y políticas, mientras que la teocracia es la peor de las regresiones en la modernidad.


      Nueva agenda político-religiosa


      En el siglo XXI nos encontramos ante un acontecimiento impensable para la tradicional cultura política secular: la repolitización de la religión. Las elecciones de 2018 en México muestran una forma pragmática de reconfesionalización de la clase política; además, los candidatos —en especial los presidenciables— fueron conservadores en materia moral y evitaron provocar la agenda tradicional de las Iglesias. A continuación, se exponen brevemente cuatro grandes tendencias que se derivan de este proceso electoral que ha trastocado la vida política del país.


      a) Nuevo mapa religioso de México


      La población de México es religiosa y, sin duda, mayoritariamente católica. En los últimos 25 años, la presencia de fieles de diversas Iglesias evangélicas se ha incrementado de manera notable: podrían ser entre 10 y 15 millones de mexicanos; por tanto, es una realidad que reconfigura nuevos mapas religiosos y conduce a una progresiva pluralidad religiosa. En consecuencia, es de lamentar que aún persista la discriminación y la intolerancia, como ha advertido el informe del Conapred.11 Por otra parte, México es un país tanto con una fuerte tradición laica en su cultura política como, al mismo tiempo, una sociedad crecientemente secularizada, en la cual las jóvenes generaciones urbanas se desarrollan alejadas y ajenas culturalmente de las doctrinas e instituciones religiosas. Todas estas constataciones reales del México contemporáneo nos sitúan en un complejo mosaico de convivencias que deben coexistir bajo un régimen de libertades. Ante todo ello, la libertad de conciencia y la libertad religiosa se abren paso persistentemente bajo la laicidad del Estado.


      b) En 2018, la irrupción política de los evangélicos


      En esta elección, los resultados mostraron que la votación masiva de electores —en su mayoría creyentes— se debió ante todo al hartazgo de la corrupción e impunidad más que al voto propiamente religioso. Los ciudadanos votaron por la expectativa de un cambio significativo en el timón del país y no por las doctrinas o mandatos divinos. Así, primó la esperanza de un mejor país que la inducción de los ministros de culto. En esta elección, el voto ciudadano es secular y la dimensión religiosa pasa por el tamiz de la secularidad que pone en entredicho el voto corporativo de las iglesias. A pesar de que el PES no alcance el registro, no significa que se cancela la irrupción de los grupos evangélicos en la política mexicana, porque la Iglesia católica sigue imbricada en el Estado. Como lo ha señalado Soledad Loaeza,12 busca privilegios y cobijo frente a la creciente competencia de otras iglesias cristianas y evangélicas. Por su parte, la irrupción de las nuevas iglesias se aleja de un modelo de mayor laicidad de las instituciones públicas y ahí inserta su agenda. Ahora las iglesias buscan competir con la Iglesia católica en su propio terreno, es decir, la paridad en los privilegios, la interlocución y ser favorecidas por el Estado. 13


      c) Alianza del conservadurismo intransigente católico mexicano con movimientos pentecostales fundamentalistas


      Desde las marchas multitudinarias contra los matrimonios igualitarios en septiembre de 2016, se percibió la confluencia de agendas entre los sectores religiosos más conservadores, es decir, ha habido el acercamiento de la ultraderecha católica tipo yunque con el fundamentalismo pentecostal.


      En ese orden de ideas, Rodrigo Iván Cortés Jiménez, presidente del Frente Nacional para la Familia, comenta a Proceso sus reparos hacia el candidato López Obrador, pero saluda la alianza con el PES de la siguiente manera: “Sí, ése es un buen gesto de López Obrador a favor de nuestra agenda, ya que el PES tiene principios muy similares a los nuestros; incluso en el frente participan organizaciones de iglesias evangélicas. Esperamos que esta alianza atenúe la agresividad de algunos miembros de Morena en contra nuestra, aunque también existe la posibilidad de que Morena se trague al PES y lo anule políticamente. Ya veremos qué sucede”.14


      En el fondo la presencia del PES plantea la resignificación de las derechas religiosas del país. Los grupos conservadores adquieren tintes ecuménicos, lo cual era impensable hace unos años, aunque estamos lejos de las derechas iracundas y obsoletas. No cabe duda de que los grandes cambios culturales y la globalización han tocado las puertas de los nuevos grupos conservadores, los cuales han logrado mutar, adaptarse e insertar en su agenda la conquista del campo público. Las derechas religiosas fundamentalistas —tanto la católica como las neopentecostales— tienen un mismo objetivo: imponer sus convicciones morales y religiosas en el ámbito público. En ese sentido, la irrupción del PES en 2018 lleva a reconsiderar nuevos retos de las nuevas derechas religiosas que veremos y la tentativa conservadora de incidir en la gobernabilidad del país.


      d) Reconfesionalización de la clase política


      Desde el año 2000, con la alternancia panista se presenta una tendencia cada vez más presente en la cultura política: nos referimos a la reconfesionalización de la clase política. Sea por convicción personal del político o funcionario, por posicionamiento o por pragmatismo, diversos actores políticos se reconocen creyentes y, en consecuencia, así actúan en la vida pública, contraviniendo los principios básicos de la laicidad y del principio histórico de separación entre Estado e Iglesia.


      Es oportuno recordar: en 2008 al “gober piadoso” Emilio González dando un “limosnazo” del erario para la edificación del templo cristero en Guadalajara, hecho que la sociedad reprobó. A su vez, el regalo de Enrique Peña Nieto a la Iglesia católica, al reformar el artículo 24 constitucional en 2011, se convirtió en un galimatías político. Por otra parte, los gobernadores Duarte, en Veracruz y Chihuahua, entregando con pasión fervorosa su gestión al Sagrado Corazón de Jesús y la inmaculada virgen María, hoy enfrentan severas acusaciones de peculado y lavado de dinero. Asimismo, hay muchos otros casos en que los políticos trastocan la tradición laica del Estado moderno mexicano. ¿Habrá que repensar en la laicidad del Estado mexicano? Están en juego la legalidad, la moralidad y la legitimidad. La repolitización de las esferas morales y la irrupción de lo religioso en el ámbito público presentan ahora otra paradoja: la dimensión laica del Estado también se ve amenazada por la clase política.


      NOTAS


      1 Rafael Díaz-Salazar, Democracia laica y religión pública, Taurus, Madrid, 2007.
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      6 José Manuel Ruiz Ramírez, “Las leyes evangélicas del Partido Encuentro Social”, Revista Nexos, octubre de 2016. Cfr. http://redaccion.nexos.com.mx/?p=7880.


      7 En una entrevista que concedió Hugo Eric Flores, expresó la imbricación de su fe con la política de la siguiente forma: “El gobierno civil es bíblico y el federalismo surge de la Biblia. En ello pensaban los que crearon la Constitución norteamericana. Hallaron inspiración en Moisés y su formación de líderes laicos”, Mariano Ávila Arteaga, Entre Dios y el César: líderes evangélicos y política en México (1992-2002), Desafíos/Basilea. Míchigan, 2008.


      8 Carlos Martínez García, Partido Encuentro Social: el filtro de las urnas, Kairós y Cronos, 15 de julio de 2018. Cfr. http://protestantedigital.com/magacin/45139/Partido_Encuentro_Social_el_filtro_de_las_urnas.


      9 Leopoldo Cervantes Ortiz, Algunos saldos de la elección presidencial de 2018 en México: el aspecto religioso, ALC, 6 de julio de 2018. Cfr. http://alc-noticias.net/es/2018/07/06/algunos-saldos-de-la-eleccion-presidencial-de-2018-en-mexico-el-aspecto-religioso/.


      10 AMLO explica por qué es cristiano y seguidor de Jesucristo, El Financiero, 2 de abril de 2017. Cfr. http://www.elfinanciero.com.mx/partidos/lopez-obrador-explica-por-que-es-cristiano-y-seguidor-de-jesucristo.


      11 2018-64 La Enadis 2017 arroja información fundamental para planear políticas públicas contra la desigualdad, 6 de agosto de 2018; Boletín Conapred, INEGI, CNDH, UNAM y Conacyt. Consúltese: http://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=boletin&id=1124&id_opcion=103&op=213.


      12 Cfr. Soledad Loaeza, La restauración de la Iglesia católica en la transición mexicana, El Colegio de México, 2013.


      13 Roberto Blancarte, “¿Por qué la religión regresó a la esfera pública en un mundo secularizado?”, Revista Estudios sociológicos de El Colegio de México, vol. XXXIII, núm. 99, septiembre-diciembre de 2015. Cfr. http://estudiossociologicos.colmex.mx/index.php/es/article/view/1394/1555.


      14 Rigo Vera, “Los católicos ultraconservadores ya tienen plataforma electoral”, Proceso, 10 de enero de 2018. Cfr. https://www.proceso.com.mx/517917/los-catolicos-ultraconservadores-ya-tienen-plataforma-electoral.
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      Comportamiento y recomposición

      de los partidos políticos


      Julio Hernández Astillero


      La inusual explosión de voluntades ciudadanas a favor de un singular candidato presidencial, Andrés Manuel López Obrador (AMLO) y de la inmensa mayoría de las fórmulas de su partido, Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), a los cargos legislativos y ejecutivos a elección el 1 de julio 2018 (1-J) generó un dislocamiento grave del sistema político mexicano (al extremo de parecer que podría significar su fin para dar paso a uno distinto), con un inmediato rediseño del mapa nacional de distribución de poderes y una urgencia de restauraciones o relanzamientos de cada una de las fuerzas partidistas que quedaron en condición damnificada después del mayor terremoto electoral registrado en México luego de la convocatoria de Francisco I. Madero a revolucionar al país en 1910.


      La cascada de votos AMLO-Morena quebró la prolongada historia de avenimientos entre élites de partidos que se distribuían cargos y prerrogativas sin alterar “el sistema” (sobre todo con los partidos Revolucionario Institucional y Acción Nacional como principales contrayentes y la “izquierda” electoral como paje, específicamente el Partido de la Revolución Democrática durante el sexenio de Enrique Peña Nieto). La acometida cívica del 1-J arrolló, además, dos de los pilares tradicionales de la fraudulencia electoral que significó durante décadas prosperidad para la clase política de pluripartidismo convenido: la alteración directa del proceso electoral, sobre todo durante su jornada específica de emisión y conteo de los sufragios, así como el uso de recursos públicos, en especial los etiquetados para asistencia social, utilizados a su vez para compra de votos y financiamiento de los equipos de acción electoral.


      MÁS ALLÁ DE LOS NUMERITOS


      Sin embargo, no es suficiente la visión netamente aritmética de lo sucedido el 1-J para suponer que los vicios y deficiencias de la vida democrática mexicana han sido superados. Hay un inédito punto de partida para recomponer al país, que debe aprovechar el desconcierto o el allanamiento de élites que generó el aplastante resultado numérico a favor de AMLO-Morena y, en esas circunstancias, impulsar una cirugía mayor en el modelo de lucha política de partidos y elecciones (una reforma política profunda, pensada para favorecer la auténtica participación ciudadana y no para defender el interés del partido mayoritario en turno) e implantar una cultura política mexicana, con una nueva actitud de los ciudadanos en lo individual, más analítica, crítica y demandante, así como menos panfletaria y manipulable.


      PRI: EL PARTIDO DE LA MÁXIMA DERROTA


      Una fotografía puede ayudar a entender lo sucedido con el partido que dominó la escena política nacional durante casi 90 años (con tres denominaciones distintas), excepto dos sexenios ocupados por la derecha partidista y que en 2018, antes del terremoto AMLO-Morena, mantenía la Presidencia de la República, el control del poder legislativo federal, la mayoría de las gubernaturas y una hegemonía política formal: 13 solitarios políticos, acompañados de unos cuantos funcionarios partidistas más, se tomaron un autorretrato con apariencia de entusiasmo. Era el puñado de virtuales ganadores de las senadurías (2018-2024) del Partido Revolucionario Institucional (PRI). Una minúscula representación, como de equipo futbolero de tercera división, numéricamente colindante con los minipartidos que a lo largo de varias décadas fueron sus satélites y parásitos.


      Apenas 10% de la totalidad del Senado (128 asientos disponibles), a tragicómico contrapelo de la condición de aplanadora política que durante décadas había tenido la bancada del PRI, cámara legislativa de incubación de gobernadores y secretarios de Estado, coto tricolor de implacable procesamiento mecánico de iniciativas, deseos y caprichos del presidente de la República durante los tiempos de un orgulloso imperio priista, ahora caído en bancarrota, desplazado y ridiculizado.


      La amplísima victoria de AMLO y su partido Morena, ha de entenderse en función de la aplastante derrota del Partido Revolucionario Institucional. Nunca, ni en sus peores pesadillas, el partido de la contradicción explícita (institucionalizar una revolución) había considerado obtener resultados en contra tan aplastantes: su candidato presidencial, José Antonio Meade Kuribreña, quedó en tercer lugar, derrotado por más de tres votos a uno por el morenista López Obrador, candidato de un partido creado cuatro años atrás, aunque ese movimiento lopezobradorista ya había participado en dos elecciones presidenciales, 2006 y 2012, en esas ocasiones a nombre del Partido de la Revolución Democrática. De los 64 asientos de mayoría en el Senado, en juego en julio de 2018, el PRI sólo obtuvo dos, aunque en esa cámara, como en la de diputados federales, donde la cosecha también le fue muy escasa, el Revolucionario Institucional obtuvo compensaciones mediante el mismo sistema que en su momento de gloria diseñó para dar cabida a expresiones minoritarias o marginales: las senadurías y diputaciones de consolación, por vías generosas de representación proporcional (o plurinominal) y de listas nacionales.


      La catástrofe del partido en el poder tuvo como principal causante a Enrique Peña Nieto, quien en 2012 había rescatado la casa presidencial de Los Pinos para su bandería luego de dos administraciones de la derecha política, con Vicente Fox Quesada y Felipe Calderón Hinojosa a nombre del Partido Acción Nacional. Peña Nieto provenía de la escuela regional mexiquense, con trascendencia nacional, de la corrupción y la impunidad. Como gobernador del Estado de México encabezó a un grupo, conocido como el “Sindicato de Gobernadores”, que le impulsó a la Presidencia de la República, cargo que adquirió casi en términos comerciales, con una enorme inversión de recursos tanto públicos como privados.


      El sello de la corrupción fue el distintivo de la administración peñista, en términos de voracidad y descaro nunca vistos en el pantanoso historial de los gobiernos priistas. Ello determinó el resultado electoral de su partido, el Revolucionario Institucional, a pesar de que a última hora la vieja organización desfondada pretendió realizar un extraño acto de simulación, habilitando a un personaje no afiliado al PRI (“externo” o “ciudadano”, se le decía), ligado a las dos administraciones derechistas anteriores (las de Fox y de Calderón), como presunto candidato de una continuidad que se avergonzaba de reconocerse como tal.


      José Antonio Meade Kuribreña, secretario de Estado en cinco ocasiones y, por tanto, corresponsable pleno de la crítica situación del país, no pudo levantar jamás como candidato de un PRI que de inmediato lo asimiló y condenó al fracaso. El falso triunfo de la tecnocracia en el Revolucionario Institucional se completó con la postulación de otro personaje “externo”, Mikel Arriola, quien dejó la dirección del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) para buscar la jefatura del gobierno de la capital nacional. Peña Nieto redondeó la desactivación del PRI, el desánimo de sus bases tradicionales, con la designación de otro tecnócrata desangelado, Aurelio Nuño, como coordinador de la campaña priista. Antes se había impuesto al priismo a un personaje sin mayor relevancia en el escalafón del partido de tres colores, Enrique Ochoa Reza, quien había sido director de la Comisión Federal de Electricidad.


      Con menos asientos legislativos y ejecutivos que nunca, sin tantos recursos públicos como siempre ha necesitado para sostenerse y cargado de una perdurable acusación social por corrupción y mal gobierno, en el PRI hay quienes creen posible cambiar de envase y etiqueta en una operación de mercadotecnia. No tiene ya banderas viables (el nacionalismo revolucionario ha sido rebasado y el neoliberalismo salvaje ha provocado un gran daño al país) y su arraigo social ha disminuido de manera contundente. No hay perspectivas favorables para la recomposición inmediata y eficaz del PRI, a menos que su mayor verdugo electoral, el lopezobradorismo, falle de manera escandalosa y haga volver los ojos al pasado.


      LÓPEZ OBRADOR, MÁS QUE MORENA (CON TODO LO QUE ELLO IMPLICA)


      A diferencia de 2006 y 2012, cuando se atuvo a esquemas operativos de poca contaminación política (se le acusaba de “purismo”), en 2018 apareció un López Obrador con un pragmatismo casi extremo, que formuló su campaña desde una estrategia de frente electoral amplio en el que sumó sin muchos filtros a políticos y personajes provenientes de todos los partidos, incluidas figuras antagónicas o distantes de los planteamientos del tabasqueño quisquilloso que había sido en sus dos anteriores intentos de alcanzar el poder.


      Hablar del partido Morena (planteado originalmente como Movimiento de Regeneración Nacional) es hablar de López Obrador. Él decidió el momento de romper con su anterior partido, el de la Revolución Democrática (al que había llegado luego de militar en el Revolucionario Institucional), de impulsar la creación de un nuevo partido (primero en 2011, se registró una asociación política nacional que en julio de 2014 se constituyó como partido formal) y de perfilar y decidir las candidaturas de Morena. Con una evidente dirección vertical, una acompasada participación de intelectuales y activistas de izquierda, además de una membresía dispuesta a impulsar la candidatura necesaria de López Obrador, aun a costa de detalles y circunstancias aparentemente menores, Morena fue el vehículo idóneo (todoterreno y monoplaza) para conducir al pasajero originario de Tepetitán, municipio de Macuspana, estado de Tabasco, a la Presidencia de la República.


      En el contexto de un hartazgo social a todo galope contra la administración priista de Peña Nieto y sin que hubiera prendido la construcción del panismo como verdadera oposición de última hora, Morena ganó de manera arrolladora, pero no por sus méritos (que los tiene, al verlo como un partido muy joven), sino por el arrastre personal de su fundador y jefe máximo, López Obrador. Hubo múltiples casos en que políticos de pasado reprobable saltaron a las candidaturas de Morena, aportando recursos y votantes, así como fueron llevados al triunfo a pesar de ellos mismos, jalados por la inercia del voto parejo (por todos los candidatos de Morena, fueran quienes fueran) que propuso el candidato presidencial.


      Ahora, transferidos sus principales cuadros al aparato administrativo federal y a las cámaras legislativas, o sembrados (con visión electoral) en las entidades federativas como súper delegados del gobierno lopezobradorista, el partido Morena corre el riesgo de convertirse en una copia del esquema histórico conocido como PRI-Gobierno, es decir, el binomio en que el partido “en el poder” se convierte en instrumento electoral, operativo y de respaldo acrítico a lo que haga o decida el gobierno o, más específicamente, el gobernante llevado al mando nacional.


      El reto principal de Morena estriba justamente en constituirse como un partido de una intensa vida interna, con preparación de cuadros no sólo para nutrir las filas gubernamentales, bien dispuesto a la crítica y a la autocrítica y distante de las tentaciones de caudillismo y centralismo que le permitieron lograr un triunfo histórico pero que, al mismo tiempo, pueden ser sus principales lastres, sobre todo si se toma en cuenta que pueden tener una rápida indigestión las extrañas mixturas realizadas durante el proceso electoral, en forma de alianzas y de candidaturas cedidas a personajes contrarios a la esencia de Morena.


      Morena, a la luz de los nuevos tiempos y del peligro de que el gobierno lopezobradorista sea torcido a la derecha plena desde ciertas posiciones cedidas a personajes y posiciones de tinte conservador o abiertamente reaccionario (Alfonso Romo, como poderoso jefe de la oficina presidencial; Germán Martínez, expresidente del PAN, como director del Instituto Mexicano del Seguro Social, por dar dos ejemplos), requiere una definición ideológica más precisa, más allá de los planteamientos centristas que le permitieron cruzar la arena electoral sin ser acribillada por presuntos tintes izquierdistas. Por el bien del proyecto original de López Obrador, su partido debería ser plataforma de impulso de posiciones progresistas y populares, así como de crítica y combate de las que pretendan estancar ese proyecto o desvirtuarlo.


      Las elecciones intermedias, en 2021, para renovar la cámara federal de diputados y algunas gubernaturas estatales, permitirán estimar el grado de implantación que el proyecto de AMLO-Morena haya conseguido y sostenido en la sociedad mexicana, más allá de su impresionante cosecha de votos en 2018 y en el marco de una evidente y explicable reacción en contra de los factores de poder amafiado que fueron desplazados por el mayor fenómeno electoral de los tiempos posteriores a la Revolución Mexicana.


      ACCIÓN NACIONAL: DIVIDIDO Y DEGRADADO


      Conforme a los resultados oficiales del 1-J, al Partido Acción Nacional le correspondería la equilibradora función de principal opositor de la efervescencia de Morena. Quedó en segundo lugar en la elección presidencial, retuvo y ganó una que otra gubernatura y mantuvo cierto aire de resistencia ante el avance casi militar de López Obrador. Mientras Enrique Peña Nieto y su programado relevo tabasqueño se mostraban en insólitas escenas de cordialidad y entendimiento políticos, con una fluidez operativa extraordinaria y el propio AMLO recibía en su casa, para desayunar y hablar de política a su anterior adversario, José Antonio Meade, lo cual fomentaba las versiones de previos acuerdos políticos entre PRI-Peña Nieto y Morena-AMLO (el PRIMOR, se decía), en Acción Nacional se mantenía una distancia un tanto resentida respecto al PRI y Los Pinos, que durante décadas habían sido aliados (a veces abiertamente, a veces con discreción) de este partido derechista.


      En realidad, el PAN resultó tan dañado como los demás partidos (con excepción, obviamente, de Morena). El férreo control de la estructura interna que había ejercido su joven dirigente, Ricardo Anaya Cortés (control que le permitió hacerse de la candidatura presidencial pasando por encima de todo y de todos), significó la siembra, el cultivo y la cosecha, a la vez, de los resentimientos y el revanchismo.


      La escisión más importante de la era Anaya ocurrió cuando Margarita Zavala Gómez del Campo, esposa del exocupante de Los Pinos, Felipe Calderón Hinojosa, renunció a Acción Nacional en protesta porque no pudo ser candidata presidencial (en busca de una suerte de reelección por la vía conyugal, señalaban los adversarios de la pareja Calderón-Zavala). El conflicto interno venía desde 2010, cuando el calderonismo perdió el control de Acción Nacional (con Felipe Calderón todavía en Los Pinos), hasta convertirse en una corriente quejumbrosa, sin poder real más que para negociar algunas cuotas de candidaturas. A final de cuentas, la escindida Margarita Zavala ni siquiera pudo consolidar una candidatura presidencial sin partido, a la cual declinó al constatar que no tenía ninguna posibilidad de competir decorosamente.


      A diferencia de lo sucedido con las coaliciones electorales formadas en torno a los otros candidatos presidenciales (Morena, con el ultraderechista Partido Encuentro Social y el acomodaticio Partido del Trabajo; el PRI con el Verde Ecologista de México y Nueva Alianza), el derechista Acción Nacional nunca procesó bien la alianza con el disminuido Partido de la Revolución Democrática, que había sido el partido emblemático de la izquierda electoral hasta que AMLO lo desfondó al crear Morena. Otro aliado del panismo fue el partido minoritario denominado Movimiento Ciudadano.


      Los frentistas (el lema de la coalición PAN-PRD-MC fue Por México al Frente) tuvieron en su máxima creación —es decir, en la candidatura de Anaya Cortés— su peor obstáculo operativo. El político oficialmente nacido en Querétaro jamás asumió definiciones firmes, más allá de consolidarse como un maniquí corredizo, que aparecía en un extremo u otro de un escaparate ideológicamente vacuo. Además, cargó con secas acusaciones que minaron su pretensión de asumirse como el único opositor viable al PRI y a Peña Nieto: los reportes acerca del tren de vida que había llevado su familia en Atlanta, Estados Unidos y, sobre todo, la difusión del expediente de un negocio inmobiliario en Querétaro que habría significado para Anaya una ganancia de decenas de millones de pesos, en el contexto de una triangulación internacional de fondos que Anaya, dotado de una capacidad retórica firme, pero no por ello convincente, denunció por sistema como un ataque del gobierno federal para frenar su presunta ruta ascendente hacia la victoria electoral.


      A final de cuentas, el Partido Acción Nacional ha quedado dolido por sus conflictos internos, estigmatizado por una vocación evidente de sus principales personajes al enriquecimiento y despojado de varias de sus antiguas banderas electorales.


      A final de cuentas, ¿qué queda (o parece quedar)?


      Las elecciones del 1 de julio de 2018 desmadejaron el sistema de partidos, pero no necesariamente hicieron tambalear o están por tumbar el sistema político vigente desde la institucionalización de la Revolución Mexicana. En realidad, el reconocimiento del triunfo de Andrés Manuel López Obrador y de Morena ha constituido la mayor oxigenación para ese sistema político, debido a la esperanza de cambios no traumáticos e incluso de la reivindicación plena de la vía electoral como forma de participación decisoria en los asuntos de la nación. A pesar de los evidentes y constantes indicios de recurrencia a las tretas tradicionales de defraudación electoral (uso de recursos asistenciales, compra del voto, manejo de dinero en efectivo, violencia selectiva, etcétera), el sistema emergió con una careta de limpieza y efectividad, con los dos presidentes de los órganos antes en entredicho, el Instituto Nacional Electoral y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (Lorenzo Córdova y Janine Otálora, respectivamente), disparando declaraciones de optimismo estructural y “éxito” democrático.


      El partido en el poder, el PRI, se hundió en un extraño proceso de autocontención y equívocos que ha hecho pensar en alianzas secretas para ceder el paso a una opción “restauradora” de un sistema en crisis. Enrique Peña Nieto, el ocupante del poder presidencial, impidió que despegara su candidato (José Antonio Meade) y lanzó una embestida judicial oportuna para frenar al panista Ricardo Anaya en momentos en que parecía estar en condiciones de alcanzar o afectar a López Obrador. Le quedan al partido de tres colores seis años de travesía por el desierto, tal vez con otro nombre y etiquetas.


      Resulta irónico que, luego de su impresionante triunfo nacional, el partido Morena requiera una pronta recomposición. En realidad, lo que le urge es asumir una vida plena y normal como organización política colectiva y dejar la dependencia inocultable respecto a su creador y máximo líder. No es mucho más lo que se necesita decir (y hacer).


      El Partido Acción Nacional requiere restauración profunda y parece que no estará en condiciones, al menos en la primera mitad del sexenio obradorista, de ejercer una oposición firme y articulada. Está pagando deudas políticas acumuladas y ese proceso consumirá sus ahora tan menguadas energías.


      La suerte de los partidos coaligados


      Las coaliciones partidistas que participaron en el 1-J fueron tres. Las organizaciones más favorecidas fueron, desde luego, las que acompañaron al binomio ganador AMLO-Morena: a) el Partido del Trabajo, antes casi moribundo, se ha salvado y tiene una bancada legislativa mayor que su fuerza propia, así que, mientras siga como satélite de Morena, mantendrá vida, y b) el ultraderechista Encuentro Social experimenta la paradoja de haber perdido el registro como partido pero contar con más de un medio centenar de diputados federales.


      Con Acción Nacional se aliaron el desfalleciente Partido de la Revolución Democrática, membrete ya sin mayor base social, y Movimiento Ciudadano (cuya única fuerza real está en Jalisco, gracias a un proyecto político regional). En ambos casos, la coalición les sirvió poco. Con el PRI participaron el Partido Nueva Alianza, que perdió el registro, y el Verde Ecologista de México, una de cuyas facciones hizo alianzas formales e informales con Morena (con el camaleónico gobernador chiapaneco “verde”, Manuel Velasco Coello, como gran ganador).


      ¿Gatopardismo partidista?


      A final de cuentas, lo más lamentable sería que la ebullición del 1-J quedara en una reformulación, por diversas vías, de la misma esencia del sistema tradicional de partidos. En realidad, todo podría consumirse en un bipartidismo reciclado: Morena corre el riesgo de reproducir el modelo del “buen” priismo: tutelar, caudillista y nacionalista-revolucionario en tiempos globales. Junto a ese morenismo priizado, el negociado acompañamiento del priismo, tal vez con otra denominación, pero a fin de cuentas hermanado con su vertiente morena: un PRIMOR en acción sexenal; por otro lado, pero no en verdadero choque, Acción Nacional, que podría “reconstituirse” en la misma línea de “oposición” histórica, dispuesta a aprovechar los resquicios y necesidades del gobierno en turno. Los demás partidos podrían adherirse o zafarse de estos dos bloques, desapareciendo algunos (Encuentro Social y Nueva Alianza, ya de salida) y naciendo otros (se habla de la posibilidad de que exista un partido del calderonismo, para dar cauce a grupos de derecha, desplazados del PAN, y de uno de las redes sociales progresistas, organizadas por la exdirigente sindical del magisterio, Elba Esther Gordillo).


      El punto clave para definir si se está en presencia de un cambio real o de una simulación más (salvífica de un sistema en jaque, en esta ocasión) será —como antes, como siempre— la actitud de la sociedad mexicana, cuyo segmento votante mayoritario convirtió el encabronamiento generalizado en una respuesta electoral positiva, pero no necesariamente podrá convertir ese triunfo en medidas firmes de cambio si no se organiza, participa (por encima de lo electoral), critica y presiona. Ese nivel de acción ciudadana determinará con precisión el futuro.


      Julio Hernández Astillero. Periodista y escritor mexicano. La Jornada publica diariamente su columna “Astillero” desde hace 20 años, que se posiciona como el texto más leído día a día. La revista Forbes lo nombró tercero en la lista de los periodistas más influyentes en Twitter en 2015. En marzo de 2017 le fue entregada la medalla de la Fundación John Reed por su trabajo periodístico durante el año anterior. Participa en programas de radio y televisión, en mesas de análisis y debate. Durante dos años intervino en La mesa de los periodistas, en Televisa, programa conducido por Víctor Trujillo. Su libro más reciente es Encabronados (Planeta, 2017).

    

  


  
    
      Laberinto de pasiones:

      mapa emocional de una campaña electoral


      Juana Inés Dehesa


      EL ASOMBRO


      Estábamos preparados para todo. Nada absolutamente podía pescarnos desprevenidos. Teníamos sándwiches, agua, fruta, café y cacahuates japoneses suficientes como para resistir un asedio durante un par de meses. En reuniones interminables, en las que se hablaba con voz grave y se discutía el espinoso tema de quién estaría de guardia si eran plenas vacaciones administrativas, habíamos diseñado protocolos que contemplaban todos los escenarios posibles, desde los menos violentos hasta los que requerían empezar una nueva vida en Bulgaria en calidad de testigos protegidos.


      Lo que jamás imaginamos en la redacción de Radio UNAM, al preparar la cobertura de la jornada electoral de 2018 en México, era que no iba a pasar nada. Que informativamente iba a ser un domingo peor que cuando juega el Necaxa. Es verdad que esperábamos una tarde de calma chicha, reportando tal vez incidentes en ciertas casillas o pleitos entre funcionarios electorales a quienes las cuentas —las incalculables cuentas y combinaciones— no les terminaban de salir, o respondiendo dudas a través de los teléfonos acerca de dónde denunciar tal o cual conducta sospechosa de un vecino que siempre ha sido bien priista; sin embargo, según nuestras cuentas, por ahí de las diez de la noche (después de “La hora nacional”, porque el país estaría muy en vilo, pero ciertas soñolientas tradiciones se resisten a morir) saldría Lorenzo Córdova a dar un primer resultado y empezarían las trifulcas.


      Nada fue así. Ya para cuando arrancó la rúbrica de ese programa que nos une a todos los mexicanos (aunque sea en la tarea de apagar la radio), ya estábamos asaltados por el desconcierto, preguntándonos unos a otros si había sido cierto o si éramos presa de una alucinación colectiva y enviando mensajes a todos nuestros contactos, inquiriendo discretamente si en su tele también había salido Meade a reconocer la victoria de López Obrador.


      Porque así fue. Si acaso usted es mexicano y pasó el 1 de julio debajo de una piedra, o mesmerizado por el Mundial, o si es extranjero y no se enteró de nada, sépase que pasaditas las ocho de la noche, un par de horas después de cerradas las casillas en el centro del país, salió Ricardo Anaya, el candidato de un revoltijo político e ideológico otrora impensable del que nos ocuparemos más adelante. Anaya salió a reconocer un fracaso más de los muchos que acumuló durante su deslucida campaña, manchada además por turbias acusaciones de malos manejos y tráfico de influencias durante su gestión como diputado por el estado de Querétaro.


      El anuncio fue sorprendente, no diré que no, porque en este país tradicionalmente todos van ganando hasta que van perdiendo, y aun así las derrotas electorales se digieren mal y se reconocen poco. No obstante, Anaya y su Frankenstein de partidos se daban por perdidos desde días antes del domingo electoral.


      El verdadero sofocón nos cayó encima cuando, unos minutos después, José Antonio Meade, el candidato del Partido Revolucionario Institucional, el partido en el poder, el todopoderoso partido de un presidente que invirtió el sexenio en contemplar cómo el país se le caía a pedazos mientras sostenía que todo iba muy bien y que las exageraciones de sus detractores no le hacían ninguna mella, ese mismo salió a decir, pues, que era consciente de que las tendencias del voto no le favorecían y que estaba dispuesto a admitir su derrota.


      Los mensajes en el mismo tenor de Lorenzo Córdova, consejero presidente del Instituto Nacional Electoral, y del propio Peña Nieto (con la frescura de quien se acaba de quitar de encima un país lleno de problemas) no hicieron más que ahondar nuestro azoro y justificar nuestro asombro. En un país acostumbrado a los fraudes, a las caídas del sistema y a las boletas que aparecen y desaparecen a discreción, algo muy extraño estaba pasando.


      EL ENOJO


      Que levante la mano el afortunado que no perdió, o estuvo a punto de perder, al menos un amigo, un pariente o, de perdida, un taquero de mucha confianza por culpa del proceso electoral. No creo que haya un solo mexicano (a menos que se trate del arriba mencionado de la piedra o el Mundial) que haya resistido la tentación de sostener por lo menos una discusión ríspida y enardecida so pretexto de defender su opción política o de convencer a su interlocutor de la locura de otorgarle su voto a tal o cual candidato. Hasta los personajes que uno consideraría más ecuánimes o apolíticos, esos que se limitan a publicar en sus cuentas videos de perritos jalando la ropa tendida, se vieron envueltos en una polémica por andar compartiendo un dato trascendental (falso, pero trascendental) sobre la esposa de tal o cual candidato, o respecto a la clarísima evidencia de la intervención del gobierno de Namibia en el proceso electoral mexicano.


      Fue ésta una elección donde se pusieron en juego filias y fobias, y donde se plantearon las rivalidades en términos de estar a favor del país o contra él. Los electores, a grandes rasgos, se dividieron en tres grupos: quienes estaban completamente a favor de la propuesta de Andrés Manuel López Obrador, quienes estaban a favor de cualquiera que no fuera López Obrador y quienes de cualquier forma no iban a votar porque “todos los partidos son la misma cochinada”. De los terceros no vale la pena ocuparse, pues ellos y los encargados de medir la presencia en las urnas sabrán si en el último momento se decidieron a sufragar y a favor de quién lo hicieron, pero los dos primeros causaron más ruido y dolores de cabeza durante los meses anteriores a la jornada. Lo que en otro momento tal vez hubiera sido calificado por Gutiérrez Nájera como una “dulce charla de sobremesa” corría peligro siempre de convertirse en una novela de Ignacio Manuel Altamirano con miembros de la familia agrupados en liberales y conservadores o, en este caso, en seres a favor de López Obrador y seres absolutamente en contra, con los primeros tildando a los segundos de “malditos neoliberales” y recibiendo a vuelta de mentada el bonito epíteto de “chairo fanático”. Bastaba que alguien en una reunión soltara un “¿ya vieron con lo que salió ahora X o Y?” (porque parece que aquellos seres a quienes uno les tiene particular tirria nunca “hacen”, “expresan” o “dicen”, sino siempre “salen con” algo rigurosamente absurdo o incorrecto) para que una porción de los presentes asintiera con cara de angustia, otra decidiera salir corriendo al baño en ese instante y otra más se enardeciera porque ¿cómo es posible que creas esas estupideces que nomás las inventan las fuerzas oscuras y los poderes fácticos para desacreditar nuestra propuesta política?


      No importaba de qué candidato ni opción se tratara: siempre había quien inventaba para sumarle o para restarle votos, y siempre había también quien estuviera dispuesto a defender sus dichos (escuchados quién sabe dónde, y de eso hablaremos más adelante) a costa de lo que fuera, porque el bienestar del país (y la inquina que siempre le habían guardado al incordio de su cuñado, porque —a mí no me cuenten— ahí ya había algo) estaba de por medio y los impelía a levantar la voz y esgrimir bastantes descalificaciones.


      Ciertos grupos de amigos, de colegas o de familias alcanzaron a tener la suficiente amplitud de miras para, después de un primer roce más o menos salvaje, tomar sus providencias y evitar absolutamente el tema durante el resto de la campaña, limitándose a hablar del clima o de las posibilidades de Croacia de pasar a cuartos de final, pero muchos otros no fueron tan afortunados. Todavía hoy, a varias semanas de terminado el conteo de boletas, mientras transcurre ese limbo siniestro que se llama “periodo de transición”, cada vez que el candidato electo explica una parte de su proyecto, quienes fueron a las urnas con el hígado hecho moño y cruzaron su boleta hasta hacerle sangre por cualquier candidato que no fuera AMLO, voltean los ojos al revés, tuercen el gesto y dicen, con una falsedad que no les cree nadie y muy quedito, como para que nomás los oigan aquellos con quienes acabaron de las greñas: “pues ojalá les salga bien”.


      EL DESDÉN


      Se parece al enojo y muchas veces se deriva de éste, pero no es lo mismo. Está enojado quien dice, por ejemplo, “nomás eso me faltaba: ¡un hijo mío de la mafia del poder!”, con la mano en el corazón y la otra echando mano a la fusca como en plan Andrés Soler, una vez que el hijo más pequeño y hasta entonces más prometedor, aquel a quien arrastraron a los mítines de Cuauhtémoc Cárdenas desde que no levantaba un palmo y cambiaba sus cochecitos por playeras del Che, salía con que ya había pensado que la mejor opción era votar por Ricardo Anaya. Ése era el enojo. Un padre manifestando desdén hubiera dicho: “Para eso me gustabas, méndigo derechairo neoliberal”.


      ¿Queda clara la diferencia? Como una consecuencia del enojo y de la enorme cantidad de emociones que se despertaron durante las campañas, debido a la encendida retórica de los candidatos, exacerbada por toda la información que orbitaba por redes sociales, Whatsapp y demás espacios donde el demonio sale a pasearse cuando se aburre de quemar almas, se generó un discurso según el cual quien abrazaba una causa política distinta de la mía lo hacía movido por una de dos fuerzas: la ignorancia o la maldad. Quien apoyaba públicamente a la coalición encabezada por Ricardo Anaya lo hacía porque no se enteraba de lo mucho que él y sus correligionarios habían contribuido al saqueo e incendio de México o porque tenía intereses secretos e inconfesables basados en la explotación de los recursos de la nación, y se negaba a abandonar sus prebendas. De manera similar, quienes se manifestaban a favor de Morena seguramente no entendían lo que implicaba la puesta en marcha de sus propuestas económicas, pues eran incapaces de medir la dimensión de las reformas estructurales o simplemente querían que el país cayera en el atraso y que nunca jamás se nos volviera a considerar para ningún tratado internacional. Así de tremendo.


      Eso era más tremendo aún porque todo lo anterior no se expresaba en estos términos, por supuesto que no. Lo que privó en la campaña no fueron los intercambios de argumentos y la exposición articulada de motivos, no; lo que circuló fueron gritos, sombrerazos y todo tipo de descalificaciones. En contra de desconocidos, por supuesto, pero también de conocidos, de amigos y hasta de personas públicas o comunicadores a quienes se percibía como alineados hacia un lado o hacia el otro.


      En gran medida, ello estaba acicateado por la incertidumbre y el miedo a obtener un resultado adverso al deseado (ya fuera por la vía legal o por el fraude, tan lamentablemente presente en la vida política mexicana), porque eso sí traería consigo un enorme malestar y grandes desgracias. Llegó hasta tal punto el nivel de preocupación, se alimentaron a tal grado los discursos de pánico y de odio, que lo que estaba en juego parecía muchísimo: como si la enorme cantidad de males que aquejan al país fuera a multiplicarse o a desaparecer con la simple llegada al poder de un candidato u otro. En muchos casos, esta pérdida de proporción y este desdén absoluto por el otro adquirieron encarnaciones muy violentas: bastaba asomarse a cualquier plataforma sociodigital para comprobar que la furia electoral estaba vivita y coleando y que, por el contrario, la capacidad de los mexicanos para reconocer al interlocutor como igual y admitir el disenso estaba en franca decadencia. A tal grado que, durante los días posteriores a la elección, ya con el triunfo de López Obrador aceptado de buenas o por fuerza, circularon medio en serio medio en broma mensajes que decían algo como: “Durante toda la campaña mi cuenta estuvo hackeada; por favor, ignore cualquier insulto o manifestación en contra del candidato ganador”.


      LA CREDULIDAD


      El cineasta Orson Welles dio a conocer al mundo la novela sobre invasiones extraterrestres La guerra de los mundos, del escritor británico H.G. Wells, a través de una lectura radiofónica sin decir ni “a’iles voy”, se lanzó a leer la historia, construida como el relato noticioso. La audiencia salió a la calle, aterrorizada, pensando que había llegado el tan temido momento en que los pérfidos seres del espacio exterior por alguna razón habían decidido hacer contacto con los humanos. Para esos oyentes, el hecho era perfectamente factible puesto que lo habían escuchado en la radio.


      A estas alturas del siglo XXI son muy pocos quienes creen ciegamente lo que escuchan en la radio. Ni siquiera cuando se anuncia el descubrimiento de agua en forma líquida en Marte, porque debe ser una estrategia de la CIA para distraernos de la locura del presidente estadounidense en turno. No obstante, cientos y cientos de datos falsos se compartieron e intercambiaron frenéticamente durante todo el proceso electoral, con un argumento fundamental: lo leí en internet.


      Para quienes crecimos en una época en la cual la palabra impresa pasaba por muchos ojos antes de llegar a nuestras manos y que tomamos como verdad absoluta hasta lo estampado en la revista Selecciones (bueno, más o menos), ha sido muy complicado establecer la condición absolutamente desconfiable de la información que se encuentra en internet. Basta echar un vistazo a ciertas páginas de Wikipedia (la de la teoría de la evolución, según la hora del día en que se visite puede negarla o sostenerla, si el último editor es evolucionista o creacionista) para comprobar que nada de verdades absolutas y que mejor hace uno tomándose las cosas con bastantes reservas y revisando la veracidad de la información antes de soltarla alegremente por los laberintos de la cibercarretera.


      Esto lo aprendimos de mala manera los mexicanos: mientras intentábamos atender la serie de crisis terribles que se desataron a partir de los sismos de septiembre de 2017. Durante esos momentos, la forma más efectiva para intercambiar información, para solicitar ayuda o para ofrecer algún servicio fue por medio de las redes sociales. Y, sin embargo, muy pronto se descubrió que no bastaba con compartir, que se tenía que verificar que aquello que se estaba compartiendo fuera no sólo cierto (hubo casos de inmuebles que se reportaron falsamente como dañados), sino vigente, pues enviar recursos a donde ya no eran necesarios sólo provocaba que se descuidaran los puntos que continuaban en emergencia. En esos momentos surgió la iniciativa ciudadana #Verificado19S, un sello que garantizaba la pertinencia de lo que se compartía. Durante la campaña, dada la enorme cantidad de información que circulaba y como los ánimos estaban tan caldeados que cualquier atrocidad era susceptible de encontrar quien la creyera, varios medios de comunicación organizaron el esfuerzo #Verificado2018, para distinguir, dirían en mi casa, tejones de mapaches: información falsa de información real.


      Con esa herramienta, quienes todavía conservaban la ilusión de guardar las formas y llevar la contienda electoral más en el terreno de las ideas y menos en el del pleito ratero, podían participar en una discusión y exclamar con toda propiedad: “Me parece que lo que dices ya lo desmintió Verificado” y quedar como unos príncipes de la democracia y la construcción de ciudadanía. O bueno, esa ilusión tenían los pobres porque en muchos casos, ante tal despliegue de lógica y apego a los hechos, pronto las respuestas de los suspicaces a ultranza no se hicieron esperar. Ante la invitación a no compartir información que no estuviera verificada o que fuese manifiestamente falsa, quienes se aferraban a sus ideas y sus opciones respondieron con alguna de las siguientes enunciaciones lapidarias: “Pues yo lo comparto de todos modos, no vaya a ser”; “eso nos quieren hacer creer, pero a mí no me engañan”, o la siempre cartesiana y amiga de la ciencia: “Pues ésa es tu opinión, pero yo tengo la mía”.


      LA SUSPICACIA


      La verdad es que ya éramos mulas. Digo, para qué hacernos; además, nos dieron de palos y nos hicieron una cantidad innoble de fraudes electorales. Durante muchos años los mexicanos íbamos a las urnas como quien va a aplicarse una vacuna para una enfermedad que de todas maneras le va a dar: votáramos por quien votáramos, ese voto no tenía ningún peso y la decisión terminaba tomándose por otros medios y por otras personas.


      Así llegamos hasta el 1 de julio de 2018. Frente a la marabunta de jóvenes que no terminaban de decidirse entre votar o no, porque eso de la participación política y el Estado nación ya está súper rebasado, weee, los más creciditos los veían de lejos, les ponían cara de a dónde vamos a parar con esta juventud y les recetaba la versión sin cortes y sin censura de “cuando yo era chico y a Xochimilco se llegaba en tranvía”, que le incluía, evidentemente, una relación detallada de todas las formas como en este país se falseaban los resultados electorales.


      El mapacheo, el ratón loco, las urnas embarazadas, los sistemas caídos… todo eso forma parte de una lotería perversa de las elecciones en México. Y de esa tradición abrevaron quienes despertaron el domingo de las elecciones con la firme convicción de que los operadores priistas (o perredistas o panistas, porque ya estaban las cosas tan mezcladas a esas alturas que no se entendía exactamente quién alineaba en cada uno de los equipos) tenían meses enteros echados a andar y que no íbamos a terminar la jornada sin que salieran con que: “Fíjense, muchachos, que el pueblo se ha manifestado en su infinita sabiduría y, a pesar de que todas los sondeos de opinión y hasta las encuestas banqueteras hábilmente conducidas en torno al puesto de los tacos apuntaban al triunfo de Andrés Manuel López Obrador, resulta que siempre mejor quisieron que ganara este otro candidato que no es priista ni panista ni ha hecho una buena campaña, pero… pues ya saben ustedes cómo es el pueblo de veleidoso e impredecible”.


      Con esa convicción vivieron muchos la campaña, pensando que los tramposos andaban sueltos y que no iba a haber manera de pararlos. Si no hubiera sucedido muchas veces antes, en elecciones locales y federales por igual, hubiera cabido la hipótesis de si el pueblo mexicano en su mayoría se había vuelto paranoico de la noche a la mañana, pero con tales antecedentes, podía calificárseles de exagerados, pero no de faltos de razón.


      Desconozco si existe el dato de la cantidad de electores que se presentaron en la casilla armados de su propia pluma, pero me queda claro que deben haberse contado por cientos, gracias a una enorme cantidad de información —y de desinformación— que circuló al respecto: que si los crayones se borraban, pero también que si la tinta indeleble no era tal, que si en tal colonia estaban recogiendo las credenciales de elector a cambio de regalos varios… todo tipo de escenarios. Si a eso le sumamos que la cantidad de candidatos (incluida una que a la mera hora salió con que dice mi mamá que siempre no, “no le aunque” que ya salga en las boletas) y de candidaturas en coalición daba como resultado una combinatoria enloquecedora, las posibilidades de que todo saliera mal y que se presentaran trifulcas al momento de contar eran inmensas, porque además —como si faltara— las legislaciones y las resoluciones no terminaban de ponerse de acuerdo respecto a cómo interpretar la intención de un votante que había tenido a bien estampar el vocablo “chido” encima del nombre de determinado candidato.


      La suspicacia, sin embargo, no se confirmó. La sustituyó el asombro.


      EL MIEDO


      Durante este proceso electoral cundieron en gran medida los miedos simbólicos, aquellos discursos sobre todo lo que sin duda iba a salir mal en el país si asumía la Presidencia de la República tal o cual candidato; respecto a la posibilidad de caer en una crisis financiera brutal, de que las multitudes enardecidas tomaran las calles, el desplome de los mercados, la venta de los insumos nacionales a empresas extranjeras, etcétera. Todos esos miedos a lo que podría suceder, a las desgracias intangibles que corrían peligro de caer sobre nosotros estuvieron presentes durante la campaña, pero no fueron los que se expresaron con más fuerza. Las campañas políticas de 2018, especialmente a nivel local, estuvieron salpicadas por la sangre que se vive en el país, y los criminales manifestaron sus preferencias políticas con una vehemencia mucho mayor que la del voto.


      Resulta muy tentador mirar todo el proceso electoral que culminó (o eso estamos intentando) en 2018 con los lentes rosas de la elección de candidato presidencial. Ésa transcurrió relativamente en calma, los candidatos se comportaron con la civilidad esperada en este tipo de situaciones y no hubo nada más allá de unos pocos egos severamente magullados que lamentar. Sin embargo, eso implicaría cometer una grave injusticia en contra de los candidatos y funcionarios que sufrieron —en su persona, en sus seres cercanos o en su patrimonio— algún tipo de agresión o amenaza durante el periodo comprendido entre septiembre de 2017 y hasta junio de 2018. Según los datos de la consultora Etellekt, publicados en su página de internet el 1 de julio, se registraron 627 agresiones en contra de políticos y candidatos, 23% de las cuales fueron asesinatos. Traducido en hechos específicos, imaginemos nada más que hubo quien llegó a votar y se topó con que uno o varios de los candidatos consignados en el documento habían sido asesinados durante la campaña, y que otros tantos habían decidido retirar su candidatura por haber sido víctimas de amenazas e intimidaciones del crimen organizado; es decir, la fiesta de la democracia que tanto festejó el Instituto Nacional Electoral debe leerse con un poco más de reservas, pues resulta difícil hablar de democracia cuando las balas deciden por nosotros.


      El proceso electoral no se libró de las muchas violencias que se viven en México todos los días, ni estuvo exento de amenazas, disputas y diferencias. Si bien no es para que descalifiquemos la elección en su conjunto, el hecho de que existan en el país zonas a donde los capacitadores del INE no pudieron entrar, o donde no fue posible instalar casillas o donde los periodistas no quisieron enviar corresponsales para cubrir los comicios nos obliga a preguntarnos hasta qué punto las instituciones del país pueden hacer frente a una criminalidad que avanza y se empodera cada día.


      LA ESPERANZA


      Para sor Juana Inés de la Cruz, la esperanza era una enfermedad o por lo menos eso manifiesta en uno de sus sonetos, en los cuales acusa a esta virtud teologal de mantener a los individuos siempre expectantes, siempre seguros de que ahora las cosas no están bien, pero que en un futuro más o menos próximo pueden estarlo. Según la monja, que por momentos parece que se adelantó al espíritu que después engendraría el Club de los Optimistas, lo que hace la esperanza no es conservar la vida, sino “dar más dilatada muerte”. En una disciplina, la política, en la cual se vive de alimentar la esperanza, es factible que las promesas salgan de control y se alimente la esperanza más de lo que —para sor Juana y para el sentido común en general— sería conveniente en sentido estricto.


      Retóricas barrocas aparte, la elección de Andrés Manuel López Obrador y su partido para ocupar la Presidencia y la gran mayoría de los sitios en el Congreso representa una esperanza. El hecho de que el PRI y el PAN se hayan hecho a un lado, de que haya obtenido la mayoría de los votos un proyecto distinto —a contracorriente de la derecha— y un discurso que pone al centro del cambio mexicano el combate a la corrupción revela un cambio, al menos, en los electores. Esos electores deberán tener presente eso que sor Juana tenía muy claro, que si uno no controla su esperanza, la esperanza termina por controlarlo a uno. Cualquier analista mínimamente honrado a quien se le pregunte por estos temas confiesa que lo que en el país se fue pudriendo durante décadas o incluso siglos —la corrupción, la desigualdad, las instituciones erosionadas, la confianza en la policía— no podrá resolverse ni de chiste en un sexenio; que se engaña quien espera cambios inmediatos y soluciones mágicas. Quienes votamos este 1 de julio posiblemente no debamos tener más esperanza que entregarle a la próxima generación, aquella que votará, si es que hay país y no somos todos androides, por ahí de la década de 2040. Quien quede que lo escriba.


      YA DE SALIDA: EL SCHADENFREUDE


      No me parece justo finalizar esta reflexión sin contemplar a la mitad de los votantes cuyo sufragio no fue por López Obrador. Es más, muchos de ellos votaron por opciones que tampoco los representaban ni los convencían del todo, únicamente por no dar su voto a Morena: son muchos y están muy enojados. A ellos, a quienes consideran que perdieron y vuelven a vivirlo cada vez que encienden la radio y escuchan el discurso pausado y con acento tabasqueño, habrá que decirles que no caigan en una tentación enorme, en otro tipo de esperanza, que es lo que los alemanes llaman Schadenfreude, la alegría por el mal ajeno. Muchas cosas saldrán mal o no saldrán como se prometió o se esperaba, y será fortísima la tentación de mirar con aire de suficiencia a los vecinos y decirles: “Ah, pero querían que fuera presidente, ¿no?”, sin pensar en que si le va mal al presidente, es casi seguro que nos vaya mal a todos. Allá cada quien con sus simpatías y sus muinas, pero —por el bien del país— más vale resistirse a la alegría, encajar el golpe, respirar profundo y seguir trabajando.


      Juana Inés Dehesa. Nació en la Ciudad de México en 1977. Admite haber hecho todo lo que se relaciona con los libros: escribirlos, traducirlos, editarlos, comentarlos, promoverlos y mil cosas más. Su formación abarca numerosos cursos, talleres y asesorías en materia de lectura y escritura infantil y juvenil. Entre sus libros destacan Pink Doll, Rebel Doll y Treintona, soltera y fantástica. Manual de supervivencia. Es también jefa de información en Radio UNAM y columnista semanal en el periódico Reforma.

    

  


  
    
      La pluralidad es irreversible


      Ricardo Raphael


      Dos meses después de la elección presidencial, el viernes 14 de septiembre de 2018, Andrés Manuel López Obrador se reunió con más de mil víctimas de la violencia en el Centro Cultural Universitario Tlatelolco, frente al lugar donde 50 años antes el Estado mexicano masacró jóvenes estudiantes que habían participado en el movimiento de 1968.


      No se trató de una reunión fácil porque el presidente electo debió escuchar durante varias horas los testimonios desgarradores de padres, madres, hermanos y otros familiares que, por el absurdo criminal imperante en México, han perdido a sus seres más queridos. En ese evento las organizaciones de víctimas hicieron saber al futuro mandatario que sus integrantes no dejarían de exigirle al poder aquello que antes de los comicios ya venían haciendo.


      Mostraron simpatía por su persona y también confianza, sin embargo, los asistentes hicieron explícito que no estaban dispuestos a renunciar a la búsqueda, a ceder en su exigencia o a mandar de vacaciones su causa. En ese evento quedó claro que el músculo desarrollado por las organizaciones de víctimas no se relajaría por el solo hecho de que un nuevo presidente fuera a ocupar la cabeza del Estado mexicano.


      Tal es la actitud de una gran cantidad de iniciativas ciudadanas que llevan tiempo movilizándose para transformar la realidad del país. Sus líderes y sus integrantes pueden ver (o no) con buenos ojos la oferta política del futuro gobierno, pero tal mirada es independiente de la lógica que tiene su participación en el espacio público. En otras palabras, reconocen que el triunfo de Andrés Manuel López Obrador puede ser una oportunidad para hacer avanzar sus temas, pero no es razón suficiente para abdicar a las responsabilidades propias.


      Quizá el triunfo de Morena en las elecciones de 2018 no deba verse como causa sino como el efecto de un fenómeno social, y también político, que viene gestándose desde hace tiempo en México. Antes del triunfo de López Obrador, el malestar ya era grande, lo mismo que la desconfianza hacia el poder y la exigencia de reforma y transformación. Los temas que han agregado voluntad, desde la sociedad, son muchos y cada actor organizado ha puesto en marcha mecánicas de cambio.


      Mientras tal cosa sucedía, fue sintomática la desidia con que los partidos y sus líderes atendieron las demandas ciudadanas. El error de la alta política fue que perdió sensibilidad y tomó distancia de la conversación sostenida en la calle por el ciudadano común. Dicho con mayor énfasis: la política perdió el sentido común que le permite ser democrática.


      Ésta es la razón principal por la que sufrieron un gran castigo en las urnas las fuerzas electorales que, desde 1996, habían ocupado con comodidad el sistema mexicano de partidos. El Partido Revolucionario Institucional (PRI) obtuvo un histórico 16.4% en la votación presidencial, el más bajo desde que esta fuerza política se fundó. Acción Nacional (PAN) no logró superar los 23 puntos porcentuales y los partidos Nueva Alianza y Encuentro Social perdieron su registro. Se suma al contexto la marginación de los partidos Verde y del Trabajo, y la sorprendente jibarización del Partido de la Revolución Democrática (PRD) —sólo contrasta con esta tendencia el crecimiento de Movimiento Ciudadano (MC) en las ciudades de Guadalajara y Monterrey—.


      Morena es la única fuerza genuinamente triunfadora de las elecciones del 2018. Tan amplio fue el logro que, a partir de esos comicios, crecieron temores y argumentos advirtiendo de una hegemonía que podría parecerse a la que el PRI sostuvo durante la mayor parte del siglo XX. ¿Puede realmente México dar un salto hacia atrás y abrazar de nuevo la uniformidad política, ideológica, ética, económica y social?


      Es hipótesis para este tema que el orden de los factores sí altera el producto: si el triunfo de Andrés Manuel López Obrador es efecto y no causa de una transformación que le antecede, será la inercia de esta mecánica de cambios la que conducirá sus pasos, en vez de que sea su visión personal y política la que defina el rumbo. En otras palabras, será la demanda de la sociedad quien guíe a la oferta de leyes, políticas y decisiones, y poco podrá la oferta de López Obrador y su partido cuando quiera imponerse sobre los reclamos mejor organizados de la sociedad.


      En la primera parte de este texto se exploran los antecedentes que llevaron a la derrota de unos y el triunfo de otros en la contienda de 2018, con el objetivo de comprender las causas del resultado electoral. En la segunda parte se analiza la hipótesis de la supuesta hegemonía política de Andrés Manuel López Obrador y su partido. Y, finalmente, el tercer apartado está dedicado a reflexionar sobre el futuro de la representación política mexicana y, por tanto, sobre el sistema de partidos.


      BENEFICIARIOS DE LA DERROTA


      El estado de ánimo era de cambio: ocho de cada diez mexicanos afirmaban que el país iba por un rumbo equivocado. La economía y la inseguridad fueron los dos problemas que destacaron sobre el resto. La queja frente a lo económico tenía que ver con la situación patrimonial de las familias. Respecto a la inseguridad, casi la mitad de la población percibió empeoramiento y es que el número de muertes violentas se disparó en más de 20% durante la primera mitad de 2018.1


      La exigencia de cambio en el rumbo del país tuvo como principal razón el mal desempeño del gobierno. Hacia mayo de 2018, ocho de cada 10 personas sostenían una opinión reprobatoria sobre los logros de Enrique Peña Nieto. No pasa desapercibida la coincidencia entre el estado de ánimo negativo, la necesidad de cambiar el rumbo y el rechazo a la gestión presidencial: los números son muy parecidos. De ahí que pueda afirmarse como principal variable, a la hora de explicar los resultados de la elección del 1 de julio de 2018, la mala calificación a las decisiones y el liderazgo del entonces presidente de la República.


      Un evento en particular fracturó la confianza de la población sobre la capacidad política de Enrique Peña Nieto: la desaparición de 43 estudiantes de la normal Isidro Burgos hacia finales de septiembre de 2014. La mala gestión de aquella crisis hizo que la confianza en su conducción cayera por primera vez debajo de 40 por ciento. Pocos meses después, un segundo evento dañaría otra vez los indicadores de su credibilidad: el reportaje conocido como la Casa Blanca de Peña Nieto, publicado en el sitio Aristegui Noticias, confirmó las especulaciones sobre las relaciones corruptas entre el gobierno y sus proveedores.


      Juan Armando Hinojosa Cantú, accionista principal de la constructora Ingeniería Inmobiliaria del Centro S. A. de C. V., financió y construyó la casa de la familia del presidente, al mismo tiempo que fue contratado por el gobierno federal para participar en grandes proyectos de desarrollo, como el tren México-Querétaro. Se acusó entonces al presidente Peña Nieto de haber incurrido en conflicto de interés y en tráfico de influencias. Sin embargo, el mandatario decidió negar el error cometido, argumentando que nada de lo reclamado estaba fuera de la ley.


      Esos dos eventos, la desaparición de los 43 y la Casa Blanca, dañaron de forma definitiva el juicio popular sobre el gobierno priista. El primero demostró que no había destreza para atender los graves problemas de inseguridad y el segundo que la corrupción había penetrado los escalones más altos de la política mexicana.


      Dice el escritor Charles Bukowski que nunca se está tan mal que no pueda estarse peor: en septiembre de 2016, Peña Nieto invitó a México al candidato presidencial republicano Donald Trump, quien había construido su campaña en Estados Unidos a partir de denostar abusivamente a los migrantes mexicanos. La iniciativa enfureció peor los ánimos: a partir de este desacierto la popularidad del mandatario mexicano cayó por debajo de 20 por ciento.


      La percepción sobre el desempeño presidencial tuvo un efecto casi automático en la aceptación de su partido, el Revolucionario Institucional. En agosto de 2015, el PRI rondaba 36% de las preferencias, pero con la visita de Donald Trump cayó por debajo de los 30 puntos. La nominación presidencial para la contienda de 2018 no resolvió el desprestigio provocado desde Los Pinos: José Antonio Meade habría arrancado con poco más de 20% de aprobación y cerró por debajo de ese umbral. No sorprende que, de nuevo, las cifras sean similares: ocho de cada 10 mexicanos coincidían, en junio de 2018, con que el rumbo del país debía cambiar, con que Peña Nieto no era capaz de gestionar los grandes problemas del México y con que José Antonio Meade no debía ser presidente. Esos números afectaron en la misma proporción al resto del partido gobernante.


      Frente a este escenario, las oposiciones al PRI vieron una circunstancia inmejorable para crecer. En agosto de 2015, Acción Nacional comenzó a mostrar preferencias elevadas que evidenciaban a esta fuerza política como la principal beneficiaria de la crisis. Por esa fecha la tendencia colocaba al PAN con una aprobación superior a 40%, posición que se mantendría estable hasta agosto de 2017.2


      De su lado, Andrés Manuel López Obrador, el candidato de Morena, comenzó la contienda en agosto de 2015 con menos de 20% de aprobación. Sin embargo, a partir de entonces no dejó de crecer: dos años le tomó alcanzar al PRI y en octubre de 2017 rebasó las preferencias que tenía el PAN.


      ¿Por qué fue Morena y no el PAN el partido que arroyó en las elecciones presidenciales de 2018? Ésta es una de las preguntas más interesantes de la contienda. A la hora de responderla es difícil separar partido y liderazgos, porque como se vio en el caso del PRI, el desempeño de una sola persona pesó enormemente sobre el aprecio de toda una fuerza política.


      La dinámica de la campaña presidencial entre el tercero y el segundo lugar sirve para explicar el resultado. El Gobierno Federal y el PRI decidieron que, para vencer a López Obrador, lo primero que debían hacer era rebasar al candidato del PAN, Ricardo Anaya Cortés. En consecuencia, los estrategas tricolores invirtieron recursos grandes —económicos y simbólicos— para mostrar a este adversario como un sujeto más corrupto que los priistas.


      Un negocio poco claro celebrado por Anaya, a propósito de la adquisición y financiamiento de una nave industrial, sirvió para volver creíble el argumento. La mayoría de las encuestas muestran una caída vertiginosa de Anaya (y del PAN), en agosto de 2017, cuando la prensa dio a conocer elementos que confirmarían esa operación irregular del candidato panista.


      La paradoja de esta elección fue que el candidato del PRI hizo todo lo posible por derrumbar a su adversario del PAN sin calcular que con ello en realidad estaba favoreciendo el triunfo abrumador de Morena.


      Cuando la corrupción se colocó en primer plano de la contienda, todos los problemas del país fueron presentados como una deriva indeseable de la deshonestidad. A diferencia de Anaya y del PRI, López Obrador se ubicó como la opción más creíble para combatir esa lacra.


      Una vez que Anaya se desfondó no hubo nada que pudiera detener el ascenso de Morena y su candidato presidencial. Andrés Manuel López Obrador rompió el techo de cristal que le impedía avanzar en el norte del país, ganó adeptos entre la población con mejores niveles de educación y también obtuvo un porcentaje significativamente mayor entre la población más joven.


      A diferencia de los dos procesos electorales donde había participado antes (2006 y 2012) —como candidato del Partido de la Revolución Democrática (PRD)—, esta vez López Obrador logró que Morena se convirtiera en un partido nacional, capaz de cruzar las fronteras de la edad, la geografía, la escolaridad y el nivel sociodemográfico.


      La convicción de cambio coincidió con la oferta de transformación que López Obrador colocó durante el proceso electoral. Ésta es la historia de un recorrido sorprendente que llevó al candidato presidencial, en su tercer intento, a triunfar con 53% de los votos, al tiempo que logró mayoría en el Congreso y una presencia política dominante en varias regiones mexicanas.


      HEGEMONÍA EN UNA SOCIEDAD HETEROGÉNEA


      El desfondamiento de las oposiciones a Morena, durante el proceso electoral de 2018, hace recordar la época en que el Partido Revolucionario Institucional gobernaba en solitario. Andrés Manuel López Obrador no obtuvo 91% de los sufragios, como fue el caso de José López Portillo en 1976, pero logró la mayor ventaja en los votos desde 1982. No sólo rebasó a su enemigo histórico, el expresidente Carlos Salinas de Gortari, sino que también logró una brecha más grande respecto al segundo lugar. Muy atrás dejó también a Ernesto Zedillo, Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto.


      A los resultados notables en los comicios presidenciales se suma el triunfo abrumador de Morena en las demás elecciones celebradas en julio de 2018. Ese partido triunfó en las cinco circunscripciones plurinominales, ganó también las curules de mayoría para la Cámara de Diputados y resultó fuerza dominante en el Senado. Además, tuvo un desempeño excepcional en las elecciones locales: triunfó en cinco de las nueve gubernaturas y obtuvo un número sorprendente de cargos municipales, así como en los congresos locales.


      Esta manifestación de apoyo popular ha llevado a algunos a temer que la pluralidad política, construida con tanta dificultad en México, se extravíe. El académico Mauricio Merino, por ejemplo, advierte del regreso de la aplastante gramática singular, donde los pesos y contrapesos se desvanecen.3 De su lado, el editorialista Jesús Silva-Herzog Márquez reflexiona que “en el movimiento de López Obrador se percibe una clara intención hegemónica”.4


      ¿Será que, en efecto, el pluralismo mexicano ha entrado en suspensión a partir de los comicios de 2018? Todavía está por producirse una mejor caracterización del fenómeno político recién estrenado en México, ese que López Obrador llama la Cuarta Transformación. Quienes acusan al nuevo presidente de ser un populista temen la uniformidad ideológica, económica y política, y sin embargo se equivocan suponiendo que el pluralismo político mexicano ha muerto. Si bien es cierto que, como dice Silva-Herzog, la oferta de Morena tiene pretensiones hegemónicas, contrasta frente a la oferta de López Obrador: una sociedad que, desde sus demandas, se mantiene asombrosa por su diversidad y también por el vigor de sus exigencias.


      Poco importa que la oferta quiera ser hegemónica cuando la demanda no lo es, cuando desde la sociedad la pluralidad es irreductible y no hay ánimo para claudicar en la lista de reivindicaciones. Cabe recordar que cada uno de los argumentos que provocaron la caída de la popularidad de Enrique Peña Nieto y su partido fueron edificados desde la sociedad, desde la demanda política, y no desde la oferta. Si la desaparición de los 43 jóvenes de Ayotzinapa se volvió una bandera con gran reverberación popular, no fue porque un político la hubiera enarbolado sino porque los padres de las víctimas, acompañados por un gran plural social, salieron a las calles para exigir, para denunciar, para repudiar la violencia y también la manipulación del gobierno sobre las investigaciones.


      Lo mismo puede decirse de la Casa Blanca de Peña Nieto. La exhibición sobre el tráfico de influencias y el conflicto de interés no la hizo un partido ni un legislador; el reportaje publicado en Aristegui Noticias fue producto de un esfuerzo serio y riguroso del periodismo mexicano que hoy, como nunca en la historia del país, está dispuesto a arrojar luz sobre los actos de corrupción que hay en el gobierno.


      Los movimientos y las organizaciones sociales, el periodismo y también cierto sector de la academia son los motores de la pluralidad mexicana y nada hay que anuncie su desarticulación o pérdida de energía. No pareciera posible detenerlos con una elección y tampoco con el triunfo abrumador de una mayoría partidaria.


      Si México está lejos de la hegemonía priista de otros tiempos es por su sociedad y no por su clase política. Esta clase siempre ha querido ser hegemónica, no sólo con el PRI, sino también con las oposiciones panista y perredista, y ahora con el triunfo de Morena. A la fuerza encabezada por Andrés Manuel López Obrador le salió bien esa apuesta, pero tal cosa no implica que el vigor de la pluralidad previa esté detenido o paralizado. En los hechos, la mayoría morenista tendrá que coexistir con una gran diversidad social.


      México cuenta hoy con una pluralidad fascinante: conviven la complejidad regional con la heterogeneidad de identidades culturales, las causas de las mujeres con la demanda de seguridad, los dolores agudos de las víctimas de la violencia con las demandas de la población gay, la lucha contra la discriminación racial y las reivindicaciones de las generaciones más jóvenes.


      Ése es el verdadero mapa social, un mapa que Enrique Peña Nieto no supo leer y por eso desconectó en cada ocasión que tuvo un problema con su gobierno. Acaso si hubiera estado más cerca de ese plural social habría gestionado de otra manera la crisis de los 43 y también habría comprendido por qué su Casa Blanca ofendió a tantos.


      El desafío que enfrentará Andrés Manuel López Obrador, con todo y su mayoría, no es distinto. Tendrá que construir acuerdos con las minorías y consensos dentro de una sociedad compleja por su exigencia y sus demandas. Su escucha tendrá que ser aguda y su habilidad para agregar voluntades por la vía democrática necesitará ser extraordinaria.


      Si la oferta política presuntamente homogénea de Morena no es sensible a la demanda heterogénea de la sociedad mexicana, el choque entre gobernantes y gobernados podría ser tan fatídico como el que experimentó Peña Nieto y su partido en las elecciones de julio de 2018.


      EL FUTURO DE LAS OPOSICIONES


      Andrés Manuel López Obrador habla de su mandato presidencial como si implicara un cambio profundo de régimen. A la manera como hacen los franceses cuando hacen referencia a sus distintas repúblicas, este presidente mexicano alude a la Cuarta Transformación (la primera es el sistema político nacido de la Reforma; la segunda, el prolongado mandato del Porfirio Díaz; y la tercera, el gobierno emanado de la Revolución).


      Suponiendo sin conceder que México se halle ante el umbral de un cambio tan ambicioso, cabe preguntarse qué papel jugarán los partidos de oposición en este nuevo régimen.


      A diferencia de otros tiempos, el país de hoy es profundamente diverso y plural; por tanto, la sociedad requiere de vías múltiples para manifestar sus desacuerdos, para procesar democráticamente sus disensos y para controlar y contrapesar al poder. De manera paradójica, uno de los problemas con que estaría naciendo la Cuarta Transformación sería precisamente la debilidad de las vías partidarias. Partidos tan importantes como el PRI y el PAN están arrojados a una dinámica de luchas intestinas que les impiden reconectar con la dinámica de la sociedad a la que pretenden representar. Son una oposición que no puede serlo, por el menguado mandato de representación que recibieron en las urnas, pero también por la dificultad que les está implicando reformular su respectiva agenda política ante el triunfo abrumador de sus adversarios. Se suma la incapacidad que exhiben para reclutar nuevos liderazgos, más próximos a los intereses, las preocupaciones y los dolores de la sociedad.


      Éste sería un momento fértil para que nuevas fuerzas electorales surgieran y disputaran el papel de opositores. Así como Morena irrumpió en el escenario, igual habría condiciones para que otras expresiones compitieran por la preferencia de la ciudadanía. Sin embargo, la legislación mexicana está diseñada para dificultar el nacimiento de vías alternas en la participación electoral. México tiene una de las legislaciones más restrictivas en el mundo para la formación y participación de nuevos partidos políticos.


      Este proteccionismo antidemocrático permitió que los institutos con registro se despreocuparan por la competencia que les significaría la aparición de opciones mejor conectadas con la sensibilidad de la sociedad. A su vez, la competencia acotada ayudó a que los liderazgos más viejos controlaran las estructuras de los partidos sin recurrir a la democracia interna.


      Ambas circunstancias van cambiar a partir del triunfo de Morena y, sobre todo, de la reducción sensible que el PAN y el PRI están experimentando a propósito de sus recursos económicos y los cargos de elección popular: o abren sus puertas para que nuevos liderazgos de la sociedad ocupen un papel relevante, o bien los liderazgos emergentes encontrarán otras vías para hacerse oír.


      La demanda política de México necesita agregarse de una manera diferente en este escenario novedoso. Si los partidos que hoy cuentan con registro no se refundan —si no saben aproximarse a la sociedad que ha tomado distancia de ellos—, entonces aparecerán otros vehículos más competitivos y mejor adaptados para la representación.


      No cabe suponer que Morena pueda resolver por sí mismo la diversidad política nacional. Ese tipo de hegemonía es impracticable en el México del siglo XXI. Pero el futuro sistema de partidos dependerá de la habilidad de los partidos derrotados para reinventarse, o bien para promover expresiones que la sustituyan.


      Mientras tanto, sería deseable que la legislación electoral flexibilizara las reglas para que agrupaciones políticas de nuevo cuño contiendan por el voto ciudadano. Una mirada al resto del mundo demuestra que no sólo en México, sino en muchas otras geografías, se está viviendo una transformación política de grandes proporciones y, por tanto, es época para que expresiones políticas novedosas releven a las más tradicionales.


      NOTAS


      1 Encuesta del Grupo de Economistas y Asociados (GEA) y de Investigaciones Sociales Aplicadas (ISA) del 15 al 17 de junio.


      2 Javier Márquez en Oraculus.mx.


      3 Mauricio Merino, “La vuelta del singular”, en El Universal, publicado el 3 de septiembre de 2018. Disponible en http://www.eluniversal.com.mx/articulo/mauricio-merino/nacion/la-vuelta-del-singular.


      4 Jesús Silva-Herzog Márquez, “Sobre un volcán”, en Nexos, publicado el 1 de junio de 2018. Disponible en https://www.nexos.com.mx/?p=37771.


      Ricardo Raphael. Periodista, analista político, académico y escritor. Es licenciado en Derecho por la UNAM, maestro en Ciencias Políticas por el Instituto de Estudios Políticos de París, Francia, y doctor en Economía Política y Políticas Comparadas por la Escuela para Graduados de Claremont, California, Estados Unidos. Ricardo Raphael es profesor de asignatura del Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE). Como periodista conduce los programas Espiral y #Calle11, de Canal Once, y No hay lugar común, de ADN 40. Es director general del Centro Cultural Universitario Tlatelolco (UNAM). Entre sus últimos libros se encuentra Periodismo urgente: manual de investigación 3.0 (Ariel, 2017), Mirreynato: La otra desigualdad (Planeta, 2014).

    

  


  
    
      Morena toma todo


      María Amparo Casar 1


      TRES PARTEAGUAS


      Si contamos a partir de la reforma electoral de 1978, la transición democrática mexicana ha tenido tres parteaguas.


      El primero en 1979, durante la LI legislatura que tuvo 104 diputados de oposición (26%) y un senador: el inicio de las legislaturas plurales, con el PRI en la posición dominante. El segundo fue en 1997, año del primer gobierno sin mayoría, con una Cámara de Diputados de 261 asientos (52%) para la oposición, que obligaba al presidente, todavía del PRI, a negociar todas sus iniciativas de ley, entre ellas el presupuesto. No hubo entonces un cambio equivalente en la pluralidad del Senado ni en la distribución de las gubernaturas que se mantuvieron mayoritariamente en el PRI, pero el cambio anticipó la primera alternancia pacífica en la Presidencia, por la vía de las urnas en las elecciones del año 2000.


      Tuvimos a partir de ahí tres presidentes sin mayoría en una o ambas cámaras y seis legislaturas seguidas sin que una sola fuerza política o coalición electoral pudiese imponer su voluntad. Fueron más de veinte años de negociación obligada dentro del Congreso y en las relaciones del ejecutivo con el legislativo. No hubo parálisis como muchos auguraban. El número y calado de las reformas constitucionales fue mayor al que registraron los años de hegemonía priista.


      Fueron tiempos de reacomodo por la nueva distribución del poder político, pero los parámetros trazados desde 1979 se mantuvieron inalterados con la disminución en la votación del partido de centro (PRI) y el crecimiento de dos polos que entraron de lleno a la repartición del poder: el centro-derecha con el PAN y el centro-izquierda con el PRD. Alrededor de ellos un conjunto de pequeños partidos que, casi siempre en alianza, mantuvieron su registro, eran beneficiarios de los generosos recursos públicos y reforzaban a los “tres grandes”. Este esquema sufrió una abolladura en 2015 cuando Morena irrumpió en el escenario partidista alcanzando en su primer turno al bat 35 asientos, 7% de la Cámara de Diputados, al tiempo que la llamada “chiquillada” (PVEM, PANAL, PT y MC) arrebataba también a los tres grandes importante porciones del electorado. Su poder de chantaje para hacer coaliciones ganadoras en el congreso no fue despreciable.


      La distribución del poder político estatal se alteró más lentamente. El PRI perdió la primera gubernatura en 1989. Cuando en el año 2000 se produjo la primera alternancia en la presidencia, el PRI mantenía todavía 19 gubernaturas. A partir de ahí fue creciendo el número de gobernadores de otros partidos hasta que el país quedó dividido en 2017 con 14 gubernaturas para el PRI, 7 para el PAN, 4 para el PRD, 5 para la coalición PAN-PRD, 1 para el PVEM y una más para un independiente (NL).


      El tercer parteaguas del proceso democrático mexicano fue el de 2018 y se produce en varios frentes. López Obrador es el primer presidente desde 1988 (descuente usted la porción de fraude que desee en la elección del presidente Salinas) que ganó la presidencia con más de 50 por ciento. Con 53% de la votación, la coalición Juntos Haremos Historia encabezada por López Obrador, en apenas cuatro años de vida, desplazó no sólo al PRD, de quien fue un desprendimiento, sino al PRI y al PAN. Los candidatos de estos dos partidos (y sus coaliciones) obtuvieron 16% y 22% de los votos, respectivamente. Sus menores votaciones desde 1994.


      A la ruptura de la barrera de 50% habría que agregar que la diferencia entre el primero y el segundo lugar fue de 30.9% y entre el primero y el tercero de 36.8 por ciento. Un escenario nunca visto desde la elección de Miguel de la Madrid en 1982.


      Con Salinas la diferencia fue de 20% y con Zedillo de 23 por ciento. Fox logró una ventaja sobre su más cercano competidor de 6.4%, Calderón tan sólo 0.6% y Peña Nieto de 6.6 por ciento.
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      Más aún, la suma total de la votación de las coaliciones de sus dos adversarios (Por México al Frente y Todos por México) más la del candidato independiente (Jaime Rodríguez Calderón) no alcanzan siquiera la votación que obtuvo Morena sin sus aliados: 24.86 millones de todos los candidatos versus 25.19 millones de Morena. Sumando los votos computados para el PT y el PES, el número sube a 30.11 millones.


      El desprecio por los partidos “tradicionales” fue de tal magnitud que El Bronco, candidato independiente, obtuvo casi el doble de votos que el PRD, que ni siquiera alcanzó el umbral de 3% y más que el PES, el PVEM, el MC y el PANAL.
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      El triunfo de López Obrador como candidato fue arrollador: atravesó regiones del país, grupos de edad y estatus socioeconómicos, ganó la elección presidencial en 31 de las 32 entidades federativas en 82% de las casillas, en 92% de los distritos electorales y en 80% de los municipios. Además, gobernará cinco de las nueve gubernaturas que estuvieron en disputa, en 13 de las 24 capitales, en 314 de los municipios que se renovaron y en 11 alcaldías de la Ciudad de México y tendrá mayoría en 19 congresos locales. En la Ciudad de México, por añadidura y gracias a la reforma que pasó el PRD, Morena no tendrá contrapesos de los concejales en las alcaldías pues por ley al ganador le corresponden seis de cada 10 de ellos.


      La elección de 2018 también cambió el sistema de partidos. En 2006 hubo cuatro candidatos presidenciales y siete partidos. El partido ganador (PAN) compitió en solitario contra las alianzas PRI-PVEM (Alianza por México), PRD-PT-CDPPN (Alianza por el Bien de Todos), el PANAL y el PASDC. En 2012 participaron de nuevo siete partidos y cuatro candidatos. El PRI en alianza con el PVEM (Compromiso por México) ganó la Presidencia, llegando en segundo lugar López Obrador al frente de la alianza PRD-PT-MC (Movimiento Progresista), seguido por el PAN y el PANAL. En las elecciones de 2018 compitieron nueve partidos y de nuevo cuatro candidatos, uno independiente (Jaime Rodríguez Calderón) y tres en alianza: Juntos Haremos Historia (Morena-PT-PES), Por México Al Frente (PAN-PRD-MC) y Todos por México (PRI-PVEM-PANAL). A lo largo de este periodo desaparecieron dos partidos (PASDC y PH) y se creó uno nuevo (Morena).


      La novedad no está en los competidores sino en cómo se realineó y fraccionó el sistema de partidos: MC y PRD se aliaron en esta ocasión con el PAN; el PT, veleta en el sistema de partidos, escogió a Morena y encontraron a un tercer socio, el cual extrañamente es el que se sitúa más a la derecha del espectro político: el PES. El PRI se quedó con sus aliados tradicionales, el PVEM y el PANAL. El sistema de partidos también quedó redibujado a partir de la repartición del Congreso, de las gubernaturas y de los congresos locales. Si atendemos al reparto del poder político, este movimiento en el sistema de partidos venía trazándose desde el 2000. En este último año, los tres partidos principales (PRI-PAN-PRD) daban cuenta de 94% de la Cámara de Diputados para 2015, con la aparición de Morena y su representación ya sólo alcanzaba 73%. El cambio en el Senado fue menor: en 2000 los tres partidos representaban 96% de esta cámara y en 2012 88 por ciento.


      Ahora los números son otros: los tres “partidos históricos” sólo dan cuenta de 30% de la Cámara de Diputados y 34% del Senado. El gran perdedor fue el PRI que sufrió una auténtica debacle al pasar de tener una representación de 41% tanto de la cámara baja como del Senado a tan sólo 9 y 10%, respectivamente. ¡Bienvenido a “la chiquillada”!


      Al igual que en la votación para la Presidencia, los tres partidos históricos de la democracia no alcanzaron sumados el número de asientos que Morena obtuvo en esta elección. Mientras que PRI-PAN-PRD obtuvieron 149 diputaciones en conjunto, Morena por sí sólo obtuvo 189 y en coalición 306. Si a los partidos de oposición les sumamos el PVEM, PANAL y MC, sólo tienen cinco diputados más que la bancada de Morena sola y se quedaron a 112 legisladores de alcanzar la suma de la coalición de Juntos Haremos Historia. La transformación del sistema de partidos fue aún más profunda pues ahora los “tres partidos grandes”, los que explican 78% de la Cámara de Diputados, ya no son PRI-PAN-PRD, sino Morena-PAN-PT. ¡Y pensar que el PT debió perder su registró porque no alcanzó el 3% y el PRI decidió darle respiración artificial con una muy cuestionada decisión que anuló un distrito en la elección de Aguascalientes de 2015 y con el retiro del candidato del PRI en la reposición de la elección!
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      Otro dato asombroso fue el número de distritos de mayoría ganados. El PRI, partido que se preciaba de tener la estructura y cobertura territorial más robusta, sólo ganó siete de los 300 distritos de mayoría relativa, mientras que en 2012 obtuvo 158. De no existir la representación proporcional que tanto combatió el PRI y que en 2014 propuso reducir en 50%, sólo habría obtenido el 2.3% de la Cámara de Diputados y se habría quedado con un solo senador.


      Una hecatombe similar les ocurrió al PAN y al PRD. El PAN pasó de 114 diputados y 38 senadores en 2012 a 83 y 23 en 2018. Por su parte, el PRD que en 2012 tenía 100 diputados y 22 senadores obtuvo sólo 21 diputados y ocho senadores en la última elección.


      En contraste, Morena, que en 2012 no existía, ganó por sí mismo sólo 105 distritos de mayoría y 218 en coalición con sus aliados. En el Senado, en su primera oportunidad electoral, obtuvo 55 legisladores y 69 con su coalición.


      Para el 6 de septiembre, fecha en que quedaron registrados los grupos parlamentarios de cada partido, se dieron los primeros reacomodos. 58 diputados del PT y del PES se trasladaron a la bancada de Morena. Con esos “chapulines”, el partido de López Obrador seguía por debajo de la mayoría absoluta de la Cámara de Diputados, así que “se operó” otra negociación: cinco diputados del PVEM que habían competido en alianza con el PRI se trasladaron a Morena.
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      En estricto sentido, no puede hablarse de un gobierno de mayoría pues en el Senado no alcanzaron 65 legisladores, pero en coalición se alcanza 54% de los asientos. No obstante, es inédito que una alianza electoral consiga estos niveles de representación en el Congreso, esto es, que supere la mayoría simple e incluso se acerque a la mayoría calificada que se requiere para modificar la Constitución. Para ello, a la coalición le faltan 20 diputados y 15 senadores si asumimos un quórum completo en cada sesión.


      Para hacer aprobar las leyes ordinarias en ambas cámaras, la coalición de AMLO es sobradamente autosuficiente: le “sobran” 62 diputados y seis senadores. Pero aun sin sus aliados, Morena tiene muchas otras posibilidades. Para lograr los 2/3 de las cámaras y así modificar la Constitución las combinaciones son múltiples y, ya se sabe, en política quien hoy es tu adversario mañana puede ser tu aliado por las “buenas” o “malas” razones. En todos los casos requiere de al menos un partido más. Pero en ambas cámaras podría prescindir del llamado PRIAN.


      Habrá que esperar para ver su evolución en dos sentidos. Uno, si la coalición electoral se convierte en una coalición parlamentaria duradera (en el poder, Fox no logró mantener su coalición con el PVEM) y, dos, si sus integrantes responden de manera disciplinada a los dictados del presidente. Cabe, asimismo, otra posibilidad: que la coalición no sólo se mantenga, sino que se amplíe con diputados y senadores de otras bancadas.


      A continuación, se presentan las coaliciones mínimas ganadoras tanto para leyes ordinarias como para reformas constitucionales.
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      EL PODER TERRITORIAL


      A primera vista el mapa de distribución del poder territorial se mantuvo más estable, aunque ahora el pastel se dividirá entre cinco partidos. Aun así, las entidades federativas que gobernará Morena representan 22% de la población nacional (casi 27 millones) y 25% del PIB nacional.
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      La distribución del poder político es relevante por muchas razones, pero una de las más importantes es la de los recursos públicos que manejará cada formación política. Además del presupuesto federal que incluye la administración pública centralizada, las empresas productivas del Estado y los ramos generales 25 y 23 (previsiones y aportaciones para educación y previsiones salariales y económicas) que en 2019 ascenderá, según los Precriterios Generales de Política Económica, a más de 5.5 billones de pesos, Morena tendrá en sus manos 500 000 millones de pesos, que es la suma aproximada de los presupuestos de sus cinco estados (25% del presupuesto de todas las entidades federativas). Cabe añadir que si en 2018 las prerrogativas recibidas por Morena alcanzaron 649 millones de pesos, en 2019 tendrá 1 567 millones, un aumento de 141 por ciento. Todos los demás partidos verán reducidas las suyas. Por ejemplo, el PRI pasará de 1 689 millones a 798.
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      Es cierto que el partido del presidente contará con sólo cinco gubernaturas, el menor número desde Vicente Fox, que llegó al poder con siete. Sin embargo, el mapa se altera cuando tomamos en cuenta las legislaturas locales. Después de las elecciones de 2018, de los 32 congresos locales Morena tendrá mayoría en 19 de ellos (posiblemente en 20). La relevancia de esta cifra no es menor. Se requiere de 17 congresos locales para que una reforma constitucional quede aprobada. En todos los estados en los que ganó la gubernatura (Morelos, Ciudad de México, Veracruz, Tabasco y Chiapas) tendrá mayoría en el congreso local y, por tanto, no habrá contrapesos. En 12 más también la tendrá. Esto significa que, en 12 entidades federativas, la aprobación de nuevas leyes así como el control presupuestal, la vigilancia del gasto y los nombramientos para instituciones tan importantes como los tribunales superiores de justicia, las auditorías superiores, los órganos de transparencia o las comisiones de derechos humanos estarán en su poder.
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      En las presidencias municipales, el triunfo de Morena y su coalición también fue histórico. En la elección de 2018 estuvieron en juego 1 596 presidencias municipales en 24 estados y 144 juntas municipales en uno más. Por sí mismo o con sus aliados, en 14 de las 25 entidades federativas la votación de Morena estuvo por encima de cualquier otro partido o alianza electoral.
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      Adicionalmente, por primera vez en la historia democrática de México, el partido del presidente controlará el gobierno de la capital a través de 11 de 16 alcaldías, 79 de 160 concejales y 58% del Congreso de la Ciudad de México. Junto con ello, controlará 17% del PIB nacional.
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      Sin embargo, no sólo importa lo cuantitativo: Morena, el claro ganador de las elecciones, es un híbrido entre movimiento y partido. Y si recurrimos a la tipología de partidos, no encuentra cabida ni en lo que se llama partido de masas ni tampoco en el partido de cuadros. Ni siquiera podría caracterizarse como un catch all party. En todo caso se apega más a la definición de cesarismo, que se fundamenta en la movilización popular convocada por un líder carismático, en cuya capacidad personal se deposita una especie de fe para regenerar a la política y a la sociedad. Ahí estará uno de los primeros retos de AMLO, quien se decidió por competir y ejercer el poder en la institucionalidad, pero que aún tiene que dar a su partido/movimiento una vida propia con capacidad para subsistir y recrearse sin su figura personal.


      En un contexto en el que la coalición ganadora y el partido del presidente responden hasta ahora a una sola voluntad y en el que la oposición será endeble por el doble motivo de la aritmética congresional y de que el PRI, el PAN y el PRD están débiles y fracturados en su interior, es difícil pensar en una política institucional y en una oposición medianamente robusta.


      ¿HACIA DÓNDE?


      Por motivos idiosincrásicos, muchos han considerado que México dio un paso importante en su consolidación democrática pues se “permitió” que un hombre de izquierda llegara al poder. No concuerdo con esta tesis. Coincidir con ella supondría que la democracia depende de las posiciones ideológicas. Ha habido tres alternancias en las últimas cuatro elecciones presidenciales. Tan democrática (o no) fue esta elección como la de Fox o la de Peña Nieto. El dinero ilegal que entró a las campañas es difícil de cuantificar, pero todos recurrieron a él y ningún partido se caracterizó por la transparencia.


      Vaya de muestra un botón. Los topes de campañas para la Presidencia fueron fijados en 429 millones de pesos. Pues resulta que nuestros candidatos son muy austeros, porque nadie se acercó al tope. De acuerdo con lo que los candidatos reportaron al INE, Ricardo Anaya dice haber utilizado casi 358 millones de pesos; J. A. Meade, 302 millones, y López Obrador, solamente 156 millones. Resulta francamente implausible que un candidato se haya gastado apenas de 36% del dinero asignado. Cuánto dinero corrió bajo la mesa no se sabe a ciencia cierta, pero en el estudio Dinero bajo la mesa 2 se muestra que por cada peso legal que entró a las campañas existen en promedio 25 pesos de los que nada sabemos.
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      Nuestra democracia sigue siendo igual de virtuosa o defectuosa antes que después de la elección del 1 de julio. Lo mismo puede decirse de las instituciones. Falta ver la forma en la que ejercerá el poder presidencial López Obrador. Una cosa es cierta: la llegada de AMLO al poder no romperá la llamada “ley de hierro de la oligarquía” acuñada por Robert Michels, quien postula que no se puede tener grandes organizaciones, como los gobiernos, sin ceder el poder efectivo a los pocos que ocupan los cargos superiores. Ese poder puede ejercerse de manera más o menos democrática, más o menos discrecionalmente, más o menos permanentemente y más o menos apegado a la legalidad. Las soluciones propuestas por el nuevo gobierno a partir del 1 de diciembre sustituirán a las de los pasados gobiernos. Sus expertos y allegados serán otros, pero el poder recaerá en esos pocos, quienes serán los nuevos intérpretes de lo que necesita México y de cómo lograrlo. El pueblo no gobierna ni nunca ha gobernado.


      Los poderes presidenciales y la capacidad para ejercerlos se derivan por una parte de las facultades que le otorgan las constituciones —son fijas— y por la otra de su poder partidario, esto es, de la distribución del poder político y de la disciplina o cohesión de los integrantes de los partidos. Ambas juegan en favor de AMLO.


      López Obrador, como cualquier otro presidente e independientemente del porcentaje de votación con el que llegó al poder, contará con las mismas facultades de ley y no hay nada que nos haga pensar que propondrá modificaciones a las mismas para mermarlas. Ya se pronunció, por ejemplo, por no dar un paso adelante con la reforma al artículo 102 para garantizar una fiscalía independiente. No conozco presidente que de forma voluntaria se prive del poder que le toca. Sí, en cambio, cientos de experiencias en que sus poderes son aumentados en la norma o en la práctica. Sin embargo, a diferencia de los últimos cuatro presidentes, contará una distribución del poder que le impondrá pocas restricciones y que incluso aumentará notablemente sus posibilidades de mandar. Es previsible que el Congreso no constituya un freno a sus iniciativas, su necesidad de negociar será menor, las facultades de nombramiento de los funcionarios de la administración pública (SHyCP o SRE) y los otros poderes (SCJN) u órganos autónomos constitucionales no se verán constreñidas, el veto presidencial no podrá ser sobreseído, el poder de la bolsa estará más que nunca en manos del presidente y la vigilancia del gasto podrá ser más laxa. Además, cuenta con algunas formas de democracia directa, como la consulta popular, de la que podría echar mano si fuese necesario. La apuesta aquí es a la autolimitación, la cual nunca ha caracterizado a los políticos.
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      Estos datos no son menores. Compárese el porcentaje de la Cámara de Diputados en el mandato de AMLO con el de otros países presidencialistas. En Brasil, por ejemplo, Lula (2002) gobernó con un sistema de partidos sumamente fraccionado (19 partidos) en el que su formación política sólo obtuvo 17% de la representación en el Congreso. En contraste, Rafael Correa de Ecuador llegó al poder con 64% de la Cámara y gobernó sin contrapesos, mientras que Lula fue un presidente moderado, obligado a negociar dentro y fuera del gobierno.


      Existen muchos otros ejemplos en el mundo, pero las democracias más consolidadas, no importa si son parlamentarias o presidenciales, suelen carecer de mayorías derivadas de las urnas: Estados Unidos y la mayor parte de los países de Europa. Aun en un sistema bipartidista como el de Estados Unidos, en 18 de las últimas 25 elecciones para el Congreso la mayoría no ha sido para el partido del presidente. En contraste las “democracias” más frágiles como la de Rusia o Turquía obtienen grandes mayorías: Putin (2016) con 76% de la Duma, o Erdogan (2018) con 57% de la Gran Asamblea Nacional.


      Los partidos en los sistemas parlamentarios se ven forzados a negociar y a hacer alianzas después de las urnas para constituir gobierno. Pero ahí no termina la negociación. Los primeros ministros se vuelven a ver forzados a negociar cada política pública que se discute en el Parlamento. En los sistemas presidenciales nos saltamos el primer paso —sobre todo donde no hay segunda vuelta—, pero el de la negociación de las reformas y políticas públicas por falta de mayoría en el Congreso para el partido del presidente ha sido más la norma que la excepción en casi todos los periodos democráticos de los países de América Latina. En México llegamos tarde a los gobiernos minoritarios y 21 años después de tenerlos regresamos a lo nuestro: la mayoría para el partido del presidente.


      No hay que confundirse. Los gobiernos de mayoría son perfectamente legítimos y democráticos y, si la competencia es real —como lo fue—, no hay por qué denostarlos. En la democracia son los electores quienes deciden y en esta ocasión decidieron libremente hacer más fuerte a la Presidencia de AMLO. No lo obligaron como a otros presidentes a negociar ni a gobernar en pluralidad. Sin embargo, en un contexto de poca densidad institucional, una cultura de la legalidad muy precaria y baja participación social, la concentración de poder no me parece un buen augurio. Reconozco que no soy partidaria de los gobiernos sin contrapesos y que encuentro nociva la especie de entre reverencia y miedo con que se ha recibido la llegada de López Obrador al poder. Me preocupan expresiones como la de Martí Batres: “El voto ciudadano nos llevó a una especie de Constituyente: 17 congresos locales (sic, en realidad son 19) y mayoría muy cercana a los 2/3 en el Congreso; es el momento para realizar todas las reformas progresistas con las que ha soñado la sociedad mexicana”. Quizá preocupa porque algo de verdad tiene.


      Creo no exagerar al decir que se le entregó el gobierno del país prácticamente a un solo hombre. El suyo no es un partido como tal. No está asentado en una institucionalidad que lo sostenga, sino en su carisma y liderazgo personales. Las decisiones las toma una sola persona: quién es aceptado en sus filas, a quién se puede perdonar y darle una segunda oportunidad, qué políticas son las correctas, cuáles son los procedimientos, en qué tiempo, en qué dirección, qué instituciones deben permanecer y cuáles desaparecer.


      La certeza de lo que significa el tamaño de su mandato ya se vislumbra. Esa certeza es alimentada por las circunstancias: la legitimidad de su mandato es incuestionable, el monopolio de la agenda pública es evidente, la oposición está pasmada, los grandes empresarios se han volcado en muestras de beneplácito y deseos de colaboración, los medios han sido más que generosos, el presidente constitucional le ha otorgado un espacio nunca visto, el representante en turno de la Conago ha expresado que en los gobernadores “tendrá amigos y aliados para hacer realidad la cuarta transformación de México como la que se vivió en 1810 con Juárez y en la Revolución de 1910”. Con gran habilidad política López Obrador ha aprovechado espacio y circunstancia.


      La visión concentradora y centralizadora del poder está cantada. Desde minucias como los nombres que se han dado a los proyectos preparados por sus equipos —en el área económica, Pejenomics; en el área del medio ambiente, Naturamlo; y en el desarrollo territorial, Amlópolis— hasta el anuncio de que “todos los programas y estructuras publicados: oficialías mayores, oficinas de prensa, oficinas de publicaciones, defensorías jurídicas, oficinas de compras, contralorías internas, delegaciones y otras… se centralizarán en una sola unidad o coordinación”. No se ha dicho a quién responderán estas unidades o coordinaciones, pero presumiblemente será a la propia Presidencia. De esta manera, quedarán debilitados no sólo los contrapesos interorgánicos, sino también los intraorgánicos, esto es, los que existen al interior del propio Poder Ejecutivo.


      Su concepción de federalismo no es clara, pero ya se anuncian los controles sobre los gobernadores. El primero de ellos es el dominio que Morena tendrá sobre los congresos locales, muchos de los cuales han estado cooptados, cuando no comprados, por los gobernadores. Falta saber si lo que ocurrirá no será únicamente un cambio de “dueño”: del gobernador al presidente. En todo caso no es de esperar que del lado de los gobernadores venga un contrapeso. No tienen con qué: su dependencia fiscal del gobierno federal es histórica.


      Después viene la dosis de voluntarismo: no se reformará el 102, pero “la fiscalía contará en los hechos con absoluta autonomía y no recibirá consigna alguna de la Presidencia de la República”; el sistema de inteligencia del gobierno estará exclusivamente dedicado a la prevención de delitos, al combate a la delincuencia y a la preservación de la seguridad nacional; se garantizará la educación gratuita en todos los niveles y grados escolares; no se utilizarán las finanzas públicas para premiar o castigar a los gobernadores. Preocupa que hasta el momento no haya planteamientos de elevar las capacidades institucionales. Todo parece poder resolverse por voluntad y decreto. Parece haber más referentes personales que anclajes institucionales del poder.


      Si bien no puede compararse el arribo al poder de AMLO con el de los presidentes priistas de antaño, pues él llego a través de una competencia democrática, hay rasgos que permiten recordar la época de oro del PRI: hoy el presidente será el líder indiscutible del Estado, del gobierno, del Congreso y de su partido. Aunque dijo que no era una orden sino un compromiso político que debe honrarse, ya nos dio una probadita con el anuncio de que Ricardo Monreal será el próximo líder de la bancada parlamentaria de Morena. Así nombraba el viejo PRI a los “pastores” de las cámaras de diputados y senadores. Veremos de nuevo el maridaje Estado-Gobierno-Partido, pero con la legitimidad que dan las urnas.


      Quedarán los contrapesos sociales: el poder del dinero, la libertad de prensa, las organizaciones de la sociedad civil y las restricciones que impone un mundo globalizado a cualquier nación. Y uno más, quizá el mayor: la realidad del país.


      El tamaño del poder que se le entregó será la vara con la que se mida a López Obrador. En las democracias hay dos tipos de legitimidad: la que dan las urnas y la del desempeño. La primera ya la obtuvo y es indiscutible y contundente. La segunda está en veremos.


      Sus promesas de campaña no fueron menores: eliminar la corrupción, la impunidad, los fueros y los privilegios, acabar con los fraudes electorales y la compra de votos, recortar los sueldos de los funcionarios, disminuir la pobreza y la desigualdad, dar una beca mensual a 300 000 universitarios de familias de escasos recursos ($2 400 mensuales), la contratación de más de dos millones de jóvenes a quienes se les dará un sueldo como aprendices y duplicar la pensión a adultos mayores; fijar los precios agrícolas y transitar a la autosuficiencia alimentaria; renovar seis refinerías, construir dos más, acabar con la importación de gasolina, no aumentar su precio en los próximos tres años y reducirlos en los subsiguientes; derogar la reforma educativa; duplicar o triplicar la inversión pública, y reducir la violencia a través de atacar sus causas, como la pobreza o el desempleo. Todo esto sin recurrir al endeudamiento y sin subir los impuestos. Todo, por medio de la austeridad, la reducción de salarios para altos funcionarios y la eficientización del gasto público. Del régimen político habló poco, excepto que por ello entienda la redacción de una “Constitución Moral”.


      Entiendo la retórica y lo maniqueo de las campañas. Sus propuestas se redujeron a generalidades o slogans de campaña muy efectivos, pero con poco contenido. La corrupción se arregla si el presidente no roba y “barriendo las escaleras de arriba hacia abajo”; la violencia disminuye gracias a la reunión diaria de gabinete a las 6:00 a.m., el desempleo se termina con becas para que todos tengan un oficio, el acceso a la educación superior se garantiza al eliminar los exámenes de ingreso.


      Sus ofrecimientos de no vivir en Los Pinos, no dejarse cuidar por el Estado Mayor, vender el avión y prescindir de la flota aérea presidencial, bajarse el sueldo a la mitad, retirar la pensión a los expresidentes, acabar con el informe presidencial y sustituirlo por asambleas públicas en las plazas públicas cada seis meses y someterse a la revocación de mandato a medio sexenio son fáciles de cumplir.


      Muchos de sus otros anuncios, como la no adquisición de autos nuevos para funcionarios, la suspensión de bonos y canonjías, la supresión de las partidas de seguros médicos privados, la limitación de los viáticos, la desaparición del seguro de separación individualizado, la suspensión de choferes para funcionarios o la eliminación de partidas para vestuario serán aplaudidos por una sociedad legítimamente cansada de los abusos y porque es verdad que son muchos los gastos superfluos que deben desaparecer. Sorprende sin embargo que de los privilegios de que gozan los sindicatos nada haya dicho.


      Difícil será cumplir sus otras ofertas de campaña. Difícil será gobernar con éxito un país que no crece al ritmo que requiere, que no genera los suficientes empleos, que tiene una tasa de 24 homicidios por cada 100 000 habitantes, que cuenta con 53 millones de pobres, que se encuentra entre los 25 países con mayor desigualdad, que tiene a seis de cada 10 trabajadores en la informalidad, que reporta una impunidad de 97% y que ocupa el número 135 de 180 en el Índice de Percepción de Corrupción.


      Para cambiar la realidad se requiere —además de la indispensable voluntad— visión de Estado, instituciones fuertes, la integración de un equipo competente y comprometido, la inversión de los empresarios, el desarrollo en ciencia y tecnología, los acuerdos internacionales de cooperación y dinero, mucho dinero. Se requiere rehacer casi desde sus cimientos los sistemas económico y social, el de procuración y administración de justicia y el federalismo.


      Imposible saber qué esperar del nuevo gobierno. López Obrador se contradijo una y otra vez respecto a lo que haría si llegara a la Presidencia. Un día prometió amnistía al crimen organizado y al otro que pondría a consideración de expertos la política criminal; un día que se hará el aeropuerto y al siguiente que no; uno que echaría atrás la reforma energética y otro que revisaría los contratos de inversión privada; uno que nadie por encima de la ley y otro que Peña no debe preocuparse. Tendremos que esperar los largos meses de transición, y más para saber qué nos espera. Lo que es claro es que habrá una gran concentración de poder, una Presidencia poco acotada y un estilo personal de gobernar que se basa en certezas a priori.


      Como a todos —supongo— me gustaría que a López Obrador le fuera bien, pero creo en los contrapesos y en la necesidad de vigilar el ejercicio del poder, en el debate, la confrontación de ideas y la crítica constructiva, en la división de poderes más que en su concentración, en la negociación más que en la imposición y en la duda más que en la certeza.


      En este contexto y precisamente porque la representación y delegación del poder se ha puesto en las manos de un líder que ha mostrado su poder de convencimiento, es imprescindible acordarse todos los días de la máxima de Daniel Innerarity: “En una democracia, la ciudadanía no puede dimitir de la obligación de observar y controlar críticamente a aquellos en quienes ha confiado”.


      NOTAS


      1 Una versión preliminar de este trabajo fue publicada en la revista Nexos (agosto de 2018). Agradezco la colaboración de Leonardo Núñez en el acopio de los datos y la elaboración de las gráficas.


      2 María Amparo Casar y Luis Carlos Ugalde, Dinero bajo la mesa, de próxima aparición bajo el sello Grijalbo de Penguin Random House (noviembre de 2018).


      María Amparo Casar. Licenciada en Sociología por la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM, es maestra y doctora por la Universidad de Cambridge. Prestigiosa académica que incursiona en medios y en organizaciones de la sociedad civil. Es editorialista semanal del periódico Excélsior y comentarista en diversos programas de análisis político en radio y televisión como Primer Plano del Canal Once. Es también presidenta ejecutiva de Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad. Entre sus últimos libros se encuentran México 2010: el juicio del siglo (Taurus, 2010) y Sistema político mexicano (Oxford, 2015), es coautora de ¿Y ahora qué? México ante el 2018 (Nexos/Debate 2018).

    

  



    
      Anexo estadístico


      



  




[image: img175]


      



  




[image: img176]


      



  




[image: img177]


      



  




[image: img178]


      



  




[image: img179]


      



  




[image: img180]


      



  




[image: img181]


      



  




[image: img182]


      



  




[image: img183]


      Fecha de corte: 28 de junio de 2018.


      a Este monto se incrementó debido a las ampliaciones presupuestales recibidas por el OPLE.


      b El 26 de junio de 2018 se aprobó una ampliación presupuestal por $15 millones de pesos para el desarrollo de actividades inherentes al proceso electoral.


      c En próximas fechas el OPLE prevé aprobar la distribución de prerrogativas por gasto ordinario y de campaña para los partidos políticos, por un monto total de $255 598 441.25. El 12 de junio el Gobierno del Estado radicó al OPLE 71 millones de pesos para gastos operativos y 34 millones de pesos para Prerrogativas de los Partidos Políticos.


      d El 27 de junio de 2018, se autorizó una ampliación presupuestal para actividades del proceso electoral por un monto de $12 518 438.61 de pesos.


      e En prerrogativas solicitadas se incluían conceptos de representación partidista.


      f El Congreso Local aprobó un monto total por $55 360 millones de pesos al Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana para actividades operativas. Derivado de la solicitud de la documentación y materiales electorales. El 1 de mayo de 2018 el Gobierno estatal entregó 4 millones de pesos y los días 2 y 11 de mayo entregó 17 millones de pesos para el desarrollo del PREP (8.5 millones en cada exhibición). De manera adicional, el 29 de mayo de 2018 el OPL recibió 10 millones de pesos para la contratación de CAE y adecuación de bodegas. A los montos anteriores se suman las radicaciones que se hicieron los días 8 y 12 de junio por 20 millones (10 en cada exhibición) como parte de los 40 millones que fueron comprometidos por el Gobierno del Estado. El 19 de junio recibió 5 millones de pesos para liquidar el pago de la documentación electoral con Talleres Gráficos de México. El 25 de junio de 2018, la Sala Superior del TEPJF, al emitir la sentencia SUP-JE 30/2018, ordenó al Gobernador del Estado entregar 20 millones de pesos al OPLE que faltaban de la ampliación presupuestal previamente aprobada, dichos recursos fueron radicado el 27 de junio.


      g El monto de prerrogativas de los partidos políticos ha sido aprobado mediante Acuerdo CEE/CG/010/2018, el 22 de enero de 2018.


      h El Gobierno del estado ajustó el presupuesto correspondiente a prerrogativas y se comprometió a entregar, por medio de ampliaciones, $91 708 907.89 restantes.


      i El Instituto Tlaxcalteca de Elecciones y el Gobierno del estado de Tlaxcala suscribieron el 19 de abril de 2018 un Convenio para otorgar una ampliación presupuestal al OPLE por $35 000 000.00 Este monto está incluido en la presente numeralia. j El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Yucatán recibió la cantidad de diez millones de pesos como parte de la ampliación presupuestal solicitada. En este mismo sentido, el 16 de mayo de 2018 recibió 20 millones de pesos más por este concepto.


      FUENTE: Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales. Numeralia del proceso electoral 2017-2018, Instituto Nacional Electoral, julio de 2018.
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      ¿SERÁ EL EDÉN O SOBREVENDRÁ UN INFIERNO?


      [image: coversin] Las expectativas y las dudas por el gobierno de Andrés Manuel López Obrador se multiplican. Ante esta incertidumbre, once analistas de primera línea ofrecen las explicaciones más informadas y agudas.


      ¿Qué México recibirá López Obrador? ¿Cómo fueron los comicios que lo llevaron al poder? ¿Qué problemas se padecieron y qué riesgos evidencian? ¿De qué tamaño es la podredumbre del sistema político y qué podemos esperar, por lo tanto?


      En esta obra, tanto los críticos como los partidarios de AMLO encontrarán los datos precisos y las explicaciones exactas para entender la pasada elección y comprender qué México se nos viene encima.
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      BERNARDO BARRANCO es economista por la UNAM y maestro en Sociología del Catolicismo Contemporáneo por la Escuela de Altos Estudios Sociales de París. Presidente del Movimiento de Estudiantes y Profesionistas (MEP) de la Acción Católica Mexicana (ACM) de 1975 a 1978. Secretario latinoamericano del Movimiento Internacional de Estudiantes Católicos (MIEC) con sede en Lima, Perú, de 1978 a 1981. Secretario general de Pax Romana, con sede en París, de 1982 a 1986. Ha sido consejero electoral tanto en el IEEM como en el IFE / INE en el Estado de México. Director general de la Fundación Vamos FDS; director de la Fundación Mexicana de Desarrollo Rural, A. C. Durante 18 años condujo el programa Religiones del Mundo, en Radio Red, y actualmente conduce el programa de televisión Sacro y Profano de Canal Once. Es colaborador de La Jornada, Milenio y de la revista Proceso. Nombrado en 2015 por la revista Quién uno de los personajes que transforma México. Es autor o coordinador de Más allá del carisma, análisis de la segunda visita de Juan Pablo II a México (Jus), El evangelio social del obispo Raúl Vera (Grijalbo, 2014), Las batallas del Estado laico (Grijalbo, 2016), Norberto Rivera. El pastor del poder (Grijalbo, 2017) y El infierno electoral (Grijalbo, 2018).
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En 2019 el PRI tendré 12 gobernadores, el PAN 11, Morena cinco, el PRD dos y MC uno; adems esté el gobernador independiente de Nuevo Ledn.
Fuente: Amando Robinson, “Geografia del poder”, en Revista Voz y Voto, septiembre de 2018. Disponible en http://revista.vozyvoto.com.mx/geografia-del-poder/.





images/00030.jpeg
En 7 de las 9 elecciones de gubernaturas y jefatura de gobierno hubo alternancia en el partido gobernante

Entidad Partido en el gobierno Partido o coalicion ganadora 2018

Chiapas PVEM, PRI, PNA PT, Morena, PES

Ciudad de México PRD,PT,MC PT, Morena, PES

Guanajuato PAN, PNA PAN, PRD, MC

Jalisco PRI, PVEM MC

Morelos PRD,PTMC PT, Morena, PES

Puebla PAN, PRD, Convergencia, PA PAN, PRD, MC, Pacto Social de Integracidn, Compromiso por Puebla
Tabasco PRD, PT, MC PT, Morena, PES

Veracruz PAN, PRD PT, Morena, PES

Yucatén PRI PYEM, Partido Social Demdcrata de Yucatdn PAN, MC

Fuente: Numeralia del proceso electoral 2017-2018, Instituto Nacional Electoral, julio de 2018.
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Fuente: Armando Robinson, “Geografica del poder” en Revista Voz y Voto, septiembre de 2018. Disponible en http://revista.vozyvoto.com.mx/geografia-del-poder/.
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Integracion del Congreso de la Union

Cémara de Diputados Senado de la Repiiblica
Partido politico nacional MR “RP Total MR “RP Total Total
Partido Accign Nacional (PAN) 4 4 81 17 6 2 104
Partido Revolucionario Istitucional (PR) 7 £ 4 8 6 14 59
Partido de la Revolucidn Democrtica (PRD) 9 12 21 6 2 8 2
Partido del Trabajo P7) 58 3 61 5 1 6 67
Partido Verde Ecologista de Médco (PVE) 5 1 16 4 2 6 2
Movimiento Ciudadano 17 10 27 5 2 7 u
Nueva Allanza 2 - 2 1 - 1 3
Movimiento de Regeneracion Nacional (Morena) 106 85 191 2 13 55 26
Encuentro Social 56 - 56 8 - 8 6
Total 300 200 500 % 2 128 628

“MR=Mayoria rlativa.
*RP= Representacion proporcional,

Fuente: Integracion del Congreso de la Union, Instituto Nacional Electoral, agosto de 2018.






images/00035.jpeg





images/00034.jpeg
Partido gobernante de las capitales del pais

Entidad Capital Partido Entidad Capital Partido
Agquascalintes Aguascalientes PaN Morelos Cuernavaca Morena
Baja California Mexicali PN Nayaiit Tepic PRO
Baja Calforia Sur LaPaz Morena Nuevo Ledn Monterrey" PAN
Campeche Campeche PAN Oaxaca Oaxaca Morena
Coahula Saltlo PRI Pusbla Pushla Morena
Colima Colima Mo Querétaro Querétaro PN
Chiapas Tortla Gutiérrez Morena Quintana Roo Chetumal Morena
Chihuahua Chihuahua PAN San Luis Potosi San Luis Potosi PN
Ciudad de Mérico Ciudad de México Morena Sinaloa Culiacén Morena
Durango Durango PAN Sonora Hermasillo Morena
Guanajuato Guanajuato PAN Tabasco Vilahermosa Morena
Guerrero Chilpancingo PRD Tamaulipas Ciudad Victoria PN
Hidalgo Pachuca Pl Tiaxcala Tiaxcala P
Jalisco Guadalajara e Veracruz Jalapa Morena
Méico Toluca Morena Yucatén Mérida PAN
Michoacén Morelia Morena Zacatecas Zacatecas Morena

* Sujeto  revision del Tribunal Electoral.
Morena quedaré con 14 captales, el AN con 11, el PR con tres y MC y PR con dos cada uno.

Fuente: Armando Robinson, “Geogréfica del poder” en Revista Voz y Voto, septiembre de 2018. Disponible en http://revista.vozyvoto.com.mx/geografia-del-poder/.
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Presupuesto 2018
$10280620655.19 presupuesto destinado a los 32 opLe
$6290582694.94 presupuesto local destinado a partidos politicos

Presupuesto partidos
Nim. OPLE Presupuesto OPLE politicos. Total
1 Aguascalientes $83 276 000.00 $61 376 000.00 $144 652 000.00
2 Baja California* $54 534 966.19 $134 244 660.00 $188779626.19
3 Baja California Sur $73 499 058.75 $37 70334425 $111.202 403.00
4 Campeche $146 190 835.00 $61443076.00 $207 633 911.00
5 Coahuila® $238 709 424.51 $151 126 324.49 $389 835 749.00
6 | Coima $66 925 746.00 $41545 654,00 $108 471 400.00
7 | Chiapas® $250 635 072.07 §289 508 441,25 $540 133513.32
8 | Chihuahua $260 931 682.00 $184 755 037.00 $445 686 719.00
9 Ciudad de México $1 387 662 963.00 $632 517 804.00 $2 020 180 767.00
10 Durango $117 143 963.00 $84 636 087.00 $201 780 050.00
1" Guanajuato $424 775 359.46 $205 304 697.90 $630 080 057.36
12 Guerrero? $352 428 288,61 $163 822 650.00 $516 250 938.61
13 Hidalgo® $215 226 425.00 $75233827.00 $290 460 252.00
14 Jalisco $498 118 317.00 $440 260 489.00 $936 376 806.00
15 Estado de México $1761352 688.00 $940 521 371.00 $2701 874 059.00
16 Michoacan $330 609 231.23 $238 180 578.77 $568 789 810.00
17 Morelos' $167 024 297,35 $113 404 000.00 $280 428 297,35
18 Nayarit $13709 21361 $42170786.39 $55 880 000.00
19 Nuevo Ledn® $580 033 694.41 $264 407 862.59 $844 441 557.00
20 Oaxaca $140 978 876.73 $143293322.89 $284 272 199.62
21 Puebla $349 832 472.00 $338729 232,00 $688 561 704.00
22 Querétaro $174 326 225.73 $101 369 443.27 $275 695 669.00
23 Quintana Roo $171 887 168.00 $88 11283200 $260 000 000.00
24 $San Luis Potosi $163 662 693.00 $133 475 900.00 $297 138 593.00
25 Sinaloa $201 586 187.00 $136 971 525.00 $338 557 712.00
% Sonora $464 000 000.00 138 000 000.00 602 000 000.00
2 Tabasco $222153731.00 $127 846 269.00 $350 000 000.00
28 Tamaulipas" $269 622 015.95 $176 197 052.73 $445819068.68
29 Tiaxcala $72 685 060.88 $62 64976212 $135 334 823.00
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Resultados de los computos distritales

Presidencia Ricardo Anaya Cortés José Antonio Meade Andrés Manuel Lopez | Jaime Heliodoro Rodriguez Votos
it Kuribrefia Obrador Calderén totales:
Votos 12610 120 9280853 30113483 2061 732
56611027
Porcentje del ttal 221% 16.40% 53.10% 523%
Presidencia Movimiento | Nueva Encuentro Margarita | Candidaturas | Votos |  Votos
Partidos | PaN e P | pvem P | Ciudadano | Alianza | Morena | Social | Bronco | Zavala | no registradas| mulos | totaes
Volos | 9996514 | 7677 180 | 1602715 | 1051430 | 3396605 | 1030821 | 561193 | 25186577 | 1530 101 2961732 | 32743 | 31982 | 1571114
Porcentzle. | 4, % 7 4.4 7 % 79 | SOON0T
oo | 76w | 1356% | 283 | 185 | 600% | 7% | 099% 49% | 270% | 523% | 005% 005" 277%
Movimiento | Nueva Encuentro | Candidaturas | Candidaturas | Votos | Votos
Senadurias | PN PR PRD PuEm P | Ciudadano | Alianza | Morena | Social | independientes | noregistradas | nulos | totales
Volos | 9071804 | 9013658 | 2964861 | 2528175 2164442 | 2654452 | 1307015 | 21261577 | 1320559 | 1109149 31620 | 2344357
Porcentie | 1705 | 15g0% | 526% | 44s% | 381% | 468% 230% | W% | 232% 1.95% 005% asan | P8
del total § i i i o i
Movimiento | Nueva Encuentro | Candidaturas | Candidaturas | Votos | Votos
Diputaciones | PN el D | PuEm T | Ciudadano | Alianza | Morena | Social | independientes | no registradas | nulos | totales
Volos | 10006568 | 9310523 | 2967 960 | 2695405 | 2211753 | 2485198 | 1391376 | 20972573 | 1353941 | 539347 32050 | 2242615
56300247
P°'°elzm’ | 7oam | 1653 | sor% | 47e% | 302 441% 241% | 2% | 240% 095% 0.05% 398%

Nota: Los porcentajes no suman 100% porque fueron redondeados a dos decimales.
Fuere: Numeralia del proceso electoral 2017-2018, Instituto Nacional Electoral,julio de 2018.
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Presupuesto partidos

Nim. oPLE Presupuesto OPLE politicos Total

30 Veracruz $621 577 000.00 $488 323 000.00 $1 109 900 000.00

31 | Yucatén $215 572 404.71 $117 427 505.20 $333 000 000.00

32 Zacatecas $192 051 595.00 $75 934 070.00 $267 985 665.00
Totales $10280620655.19 $6290582696.94 $16571203350.13
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El Presidente y su partido o coalicién al inicio de cada legislatura

19972018
Zedillo Vicente Fox Felipe Calderon Peiia Nieto Lopez Obrador
e PaavEn o PRvEM Morena-pr-pes
(48.7%) (42.5%) 359% (38.2%) (53.2%)
1997-2000 | 2000-2003 | 2003-2006 | 2006-2009 | 2009-2012 | 2012-2015 | 2015-2018 2018
Serado | Mayoria 60%) | 2 Minoria (41%)  Minoria (41%) T Minoria (8%) | Mayora (58%)
Diputados 1*Minoria | 2*Minoria | 2*Minoria | 1*Minoria | 2*Minoria | 1*Minoria | 1*Minoria Mayoria
» 8% “ | e | % | 9% | (8% | (9% 3%
Partidos 5 8 8 7 7 7 7 9
% 7 9 9 7 21 % 5
Gobemadors | gpy | praw | esy | e | em | ey | 6w (6%

Las ciffa ente paréntesis corresponden, e el caso de los presidentes, l porcentaje de votos en la eleccion, en e caso de.
las cémaras a la propacién e asientos y en las gubematuras al porcentaje de entidades federativas en manos del part-
o del presidente.
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Financiamiento puiblico para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes y actividades
especificas de los partidos politicos nacionales (desglose por partido politico)

Financiamiento para actividades ordinarias Financiamiento | - ginanciamiento para actividades especificas | Financiamiento | Financiamiento
para gastos de para franquicia | para franquicia
Partdo poliico nacional Igualitario Proporcional Total campafia | lgualtario | Proporcional | Total postal tlegrifica
Partido Accién Nacional $143211 108 $684 708 033 $827919 141 $413950570 | $4296333 | $20 541241 | $24 837 574 $18617 4433 $77 055
Partdo Revolucionaro hnfitucional 143211108 | $951685566 | $1094896674 | $547 448337 | $4206333 | $28550568 | 532846901 | $18617 4433 §77055
Partido de a Revolucion Democrdtica |  $143211108 | $352988578 | 9496199686 | 5248009843 | $4296333 | $10589658 | 14885991 | §186174433 $77055
Partido del Trabajo $143211106 | $93633240 |  $23544348 | $118422174 | $4296333 | $2608997 | $7105330 | $166174433 $77055
Partido Verde Ecologista de Mexico $143211108 $225 289 898 $368501006 | $184250503 | $4296333 | $6758697 | $11056 030 $18617 4433 $77 055
Movimiento Ciudadano $143211108 $198 373 005 $341584 113 | §$170792057 | $4 296333 $5951190 | $10247 523 $18617 4433 $77 055
Nueva Alianza $143211 108 $121 303 893 $264 515001 $132257500 | $4296333 $3639117 | $7935450 $18617443.3 $77 055
Morena §143211108 | $271703320 | $414914437 | $207457219 | $4296333 | $8151100 | $12447433 | $18617 4433 77055
Encuentro Socal $143211108 | $107747732 | $250958840 | $125479420 | $4296333 | $3232432 | $7528765 | $186174433 77055
Total $1283800072 | $3007433274 | $4296333246 | $2148166623 | $35.666997 | $90223000 | 128889997 |  $171853323 $693495 |
Candidatos independientes $42963332 $4296333.3

Fuee: Numeralia del proceso electoral 2017-2018, Instituto Nacional Electoral,julio de 2018.
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PresupuesTo 2018
$7144961645.00 presupuesto destinado a organizar el per

Presupuesto de Egresos del Instituto para el Ejercicio Fiscal 2018

Monto ($)

Presupuesto base

9754 640 252.00

Proyectos especificos

7671787 718.00

Organizar Procesos Electorales Federales

7 144 961 645.00

Organizar Procesos Electorales Locales 20422 742.00
Fortalecer la Cultura Democratica, la Igualdad de Género y la Inclusion 132160 08200
Fortalecer la Ges'ion y Evaluacion Administrativa y Cultura de Servicio Pibico 70506 642.00
Fortalecer los Mecanismos de Actualizacidn de los Procesos Registrales 210915 554.00
Fortalecer el Acceso a la nformacion y Proteccion de Datos Personales 43705 231.00
Fortalecer a Equidad y Legalidad en el Sistema de Partdos Polticos 40 998 645.00
Coordinar el Sistema Nacional Electoral 8111 177.00
Total INE $17426427970.00
Financiamiento piblico para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes y actvidades especficas de los partidos poliicos nacionales $6 788 900 016.00

Fuente: Numeralia del proceso electoral 2017-2018, Instituto Nacional Electoral, julio de 2018.
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Resultados eleccion presidencial por entidades (computos distritales)

Margarita Ester | Jaime Heliodoro
Ricardo Anaya José Antonio Andrés Manuel Zavala Gomez Rodriguez Candidutas no
Entidades Cortés Meade Kuribreiia | Lopez Obrador del Campo Calderon registradas Votos nulos Total
Aguascalientes 178 988 103 639 222528 547 40299 391 14714 561106
Baja California 275503 124225 918939 479 89823 12.52 28201 1438422
Baja California Sur 56794 28202 193842 404 16766 235 6645 302 888
Campeche 54417 96 584 275262 209 11194 146 11735 449 547
Coahuila 307 590 358 279 609362 730 71051 437 24 367 1371816
Colima 56428 62004 197316 346 15753 200 9062 341109
Chiapas 198 117 562 863 1485699 1697 39607 580 137 087 2426 650
Chihuahua 425919 240725 643652 1604 132242 1717 48 846 1494705
Ciudad de México 1292623 652 073 3118478 3054 223261 4793 111586 5405868
Durango 187 947 141291 340829 636 46009 215 16788 733715
Guanajuato 940133 381692 707 222 1655 223214 1859 69232 2325007
Guerrero 217838 285799 1018163 21 24531 362 66 168 1613138
Hidalgo 188028 257 548 850863 473 59630 454 37916 1394912
Jalisco 1179300 509 157 1461348 3152 246924 2954 96 988 3499823
México 1549824 1548 662 4373267 3092 383684 4653 176 978 8040 160
Michoacan 443805 335854 991154 1176 122 469 1007 85400 1980 955
Morelos 142553 99 506 638689 680 60083 510 26 169 968 190
Nayarit 79818 66 447 315816 280 10382 183 11750 484 676
Nuevo Leon 703866 315379 748104 2000 360 050 1931 47 432 2178762
Oaxaca 221686 342108 1260562 931 39020 548 64 602 1929 457
Puebla 618397 490737 1754596 1562 113461 1509 102 525 3082 787
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Comparativo de resultados: conteo rapido PREP* y cOmputos distritales**

Conteo rapido limite | Conteo rapido limite | Total de votos Total de votos % computos
Candidato inferior (%) superior (%) capturados PREP % PREP computos distritales | distritales

Ricardo Anaya Cortés 22.1 228 10249705 22.49 12610 120 2227
José Antonio Meade Kuribrefia 157 163 7472431 16.40 9289853 16.40

§ | Andrés Manuel Lopez Obrador 53.0 538 24127451 52.95 30113483 5319

2 | Jaime Rodriguez Calderén 53 55 2330 431 0513 2961732 523

& [ No egistrados 57561 00.12 31982 0.05
Votos nulos. 1246 568 0273 1571114 277
Participacion 629 63.8 63.44 63.42

* Al cierre con 93.56% de actas capturadas para Presidencia. El cierre del PREP federal fue a las 21:00 h del 2 de julio de 2018.
“* Corte de los computos distritales del 6 de julio de 2018 con 100% de actas computadas.
Fuente: Numeralia del proceso electoral 2017-2018, Instituto Nacional Electoral, julio de 2018.
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Mapa votacion en entidades: eleccion presidencial

Mayor nimero de votos en la entidad

PT, Morena, Encuentro Social

PAN, PRD, Movimiento Ciudadano

Con tecnologia de Bing © GeoNames, MSFT, Microsoft, Nawteq, Wikipedia.
Furte: Numeralia del proceso electoral 2017-2018, Instituto Nacional Electoral ulio de 2018
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Querétaro 347 664 150 927 424162 1347 72905 855 27 501 1025361
Quintana Roo 116031 76758 488434 361 29441 424 16207 727 656
San Luis Potosi 334763 260 211 527546 nr 82956 677 51722 1258592
Sinaloa 163 956 234416 834001 475 29173 470 31809 1294300
Sonora 167273 181059 651806 858 63800 505 26366 1091 667
Tabasco 91342 107 538 961710 378 9749 279 29849 1200 845
‘Tamaulipas 475201 228 386 786210 1143 110246 531 33933 1635650
Tlaxcala 66729 74744 433127 213 25941 276 12392 613422
Veracruz 1050 599 471313 2059209 1224 132737 1307 98 061 3814 450
Yucatén 320144 324055 455216 384 39111 333 25509 1164752
Zacatecas 156 844 177672 366371 659 36220 299 23574 761639
Total de votos 12610120 9289853 30113483 32743 2961732 31982 1571114 56611027

Fuente: Numeralia del proceso electoral 2017-2018, Instituto Nacional Electoral, julio de 2018.
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Proporcién del voto obtenida por partido para ayuntamientos

W Morea M pAN [ PRI EPRD

© ¥ x ZQ 0 KZSE AL Q323 2FERS
F) g 8 FEE £25
F2E85g888382886253g5°¢8¢5¢2

Fuente: Integralia.
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Congresos locales en poder de Morena antes y después de la eleccion 2018

Antes del 1 de julio Después del 1 de julio

B Morena
B Otros partidos
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La Ciudad de México antes y después de las elecciones de 2018

2015 2018

B Morena
 Otros partidos
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Porcentaje de asientos del Congreso para los tres partidos “histéricos”
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Fuxte: elaboracion propia con datos del ixe.
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Votos obtenidos por el candidato independiente versus
“partidos tradicionales”
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Fuete: elaboracién propia con datos del INE.
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Coaliciones minimas ganadoras para reformas ordinarias

‘CAMARA DE DIPUTADOS. ‘CAMARA DE SENADORES
Mayoria Absoluta = 251 Mayoria Absoluta = 65
Morena 250 Morena + P 65
Morena + PRD 65
Morena + MG 66
Morena -+ PES + PVEM. 69
Morena + PT + PES 70

Coaliciones minimas ganadoras para reformas constitucionales

‘CAMARA DE DIPUTADOS CAMARA DE SENADORES
Mayoria 2/3 = 85
Morena + PA 333 Morena + PT + PES + PRI + SIP 85
Morena + PT + PES + PRD 333 Morena + PT + PES + PRD + NC + PVEM 88
Morena + PT + PES + MC 341 Morena + PAN + PRD 89
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Cimara de Diputados Cémara de Senadores ]
rido | Asignacion Fsientos fnales oo | 2805500 | psenros accuales
Partid NE (6 de septiembre) Parid TNE Asientos actuak

PRD. 21 20 4% D s 6 47
2 2 56% 7 7 55%
45 47 9.4% PRI 14 14 109%

n o« » [ r ¢ ¢ Tom |
PEs 56 30 % PES s s s

Conformacién de grupos parlamen

Total

128

Castaiton, del PRI, debido a que enfrenta un proceso penaly es préfugo de Ia justicia.

josal 6 de septiembre de 2018, En el Senado no ha tomado protesta Noé

Fuexte: elaboracién propia con datos del ik, Cdmara de Diputados y Senado.
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Presupuesto de los estados controlado por cada
de las elecciones del 1 de julio

artido después

Partido Estados que gobierna Presupuesto 2018 (mdp) | Total (mdp) | % del total
Campeche $19591.0
Coahuila $47701.6
Colima $16730.4
Guerrero §55522.1
Hidalgo $42155.0
Estado de México $280706.2
PRI dasca 670108 $7377515 36%
San Luis Potosi $43835.1
Sinaloa $51874.1
Sonora $64017.1
Tlaxcala $18135.7
Zacatecas $30463.4
Ciudad de México $226851.0
Chiapas $89270.0
Morena Morelos §22792.0 $500836.0 25%
Tabasco $48269.0
Veracruz $113654.0
Aguascalientes $20959.5
Baja California Sur $16415.0
PAN Chihuahua $66850.2 $194190.5 10%
Querétaro $40107.1
Tamaulipas $49858.6
Guanajuato $81236.0
PAN-PRO-MC e [T $167117.0 8%
Baja California $50629.5
Durango $31648.7
PAN-PRD o prmpe— $131729.8 6%
Quintana Roo $28415.7
e Jalisco $108309.0 $108309.0 5%
IND. Nuevo Len $95655.9 $95655.9 5%
PRD Michoacan $65605.4 $65605.4 3%
PAN-MC Yucatén $40813.0 $40813.0 2%
Total $2042008.0 100%
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FUENTE: elaboracién propia con datos del INE.
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Resultados de las elecciones presidenciales 1994-2018

Ernesto Zedillo 48.69%
i Feinde, [ ] 55
‘Cuauhtémoc Cirdenas 16.59%

i o | ] 252

Francisco Labastida 36.11%
‘Cuauhtémoc Cirdenas 16.64%
Andrés Manuel 35.29%
Roberto Madrazo 22.03%
Enrique Peiia Nieto 38.20%
Andrés Manuel 31.57%

Ricardo Anaya 2.28%
José Anconio Meade 1641%

FUENTE: elaboracién propia con datos del INe.
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Votos por partido en elecciones presidenciales 1994-2018 (%)
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FuBNTE: elaboracién propia con datos INE.






